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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia y el señor Ministro de Justicia.
Actuó de Secretario el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario, el señor César Berguño Bernavente.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:29, en presencia de 31 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 11ª y 12ª, ordinarias, en 2 y 3 de mayo del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.

(Véase en los Anexos, las actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensaje



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que retira la urgencia y la hace presente de nuevo, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto del proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el plazo de entrada en vigencia de la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal juvenil (boletín N° 4.197-07).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que prestó su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica”, incluidos sus anexos; el “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral”, incluido su anexo 1, y el “Acuerdo de Cooperación Ambiental”, ambos entre las Partes del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica, todos suscritos entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y la República de Singapur, en Wellington, Nueva Zelanda, el 18 de julio de 2005 (boletín N° 4.047-10) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores, de Agricultura y de Hacienda.



De la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, por medio del que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Prokurica, sobre los gastos en campañas de publicidad o difusión de políticas públicas realizados por el Servicio Nacional del Adulto Mayor entre el 11 de septiembre de 2005 y el 15 de enero de 2006.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la eventual enajenación del predio que indica, en la comuna de Cunco, a una empresa maderera que ya lo ha intervenido al talar bosque nativo para plantar pinos.



Del General de Carabineros Jefe de la IX Zona Araucanía, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, relativo a presencia policial en la población Cacique Mariluan Cinco, comuna de Victoria.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Dos de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en los siguientes asuntos:



1) Proyecto, en segundo trámite constitucional, sobre modificación de  la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 4.059-07) (Véase en los Anexos, documento 2), y



2) Proyecto, en primer trámite constitucional, relativo a modificación del plazo de entrada en vigencia de la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal juvenil, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 4.197-07) (Véase en los Anexos, documento 3).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que amplía el plazo para reclamar por el avalúo de bienes raíces no agrícolas (boletín N° 4.134-05) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modificación del Código Sanitario respecto de las recetas médicas (boletín N° 3.915-11) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla.

Comunicación



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, con la cual propone a la Sala archivar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece que son accidentes del trabajo los ocurridos en el trayecto directo, de ida o regreso, entre un lugar de empleo y otro (boletín N° 3.776-13), en atención a que la iniciativa ha perdido oportunidad, debido a que la materia fue regulada en la ley N° 20.101, publicada el 28 de abril del presente año.



--Se accede a lo solicitado, previo acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

V. TIEMPO DE VOTACIONES

EXTENSIÓN DE PROGRAMA “SONRISA DE MUJER”.

PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Los Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier y Muñoz Aburto presentaron un proyecto de acuerdo tendiente a solicitar a la señora Directora del Área Socio Cultural de la Presidencia de la República que evalúe la posibilidad de continuar con la realización del programa denominado “Sonrisa de Mujer”, de manera que se pueda brindar cobertura a nuevas beneficiarias de escasos recursos que requieran atención dental y, también, a mujeres que fueron atendidas anteriormente y necesitan actualizar sus tratamientos.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 853-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 13ª, en 9 de mayo de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará sin debate el proyecto de acuerdo.

El señor PROKURICA.- Siempre es sin debate, señor Presidente.

El señor GIRARDI.- ¿Me permite, señor Presidente? 



Sólo deseo reafirmar que éste, a mi juicio, es uno de los programas que resultaron atractivos e innovadores y que han ayudado a resolver patologías muy dramáticas para quienes las sufren. En primer lugar,  por razones de autoestima.



Tener problemas debido a la falta de piezas dentales es un elemento que se encuentra presente en la vida cotidiana y genera situaciones dramáticas de autoestima que, incluso, pueden derivar en cuadros depresivos, ansiosos o de angustia.



En segundo término, se halla absolutamente demostrado que la falta de piezas dentales está relacionada con patologías cervicales y con enfermedades que van generando severos daños a las personas en su vida cotidiana. Éstos se pueden resolver de manera muy simple, pero conforme a un costo que las mujeres de escasos recursos no tienen posibilidad de cubrir.



Creo que en esta materia hay una responsabilidad social.



En Chile las patologías de salud bucal son, tal vez, las más comunes, ya que las personas cuentan, en promedio, con alrededor de nueve piezas dañadas, sin posibilidad de repararlas. Además, no existen políticas preventivas. 



Considero que esos problemas deben ser asumidos con políticas públicas de responsabilidad social. En este sentido, me parece que el programa “Sonrisa de Mujer” involucraba además una responsabilidad compartida del Estado con las personas afectadas y que era un instrumento muy potente para resolver una situación conmovedora.



Por lo tanto, señor Presidente, reitero mi apoyo al proyecto de acuerdo. Y espero que, ojalá, se vuelva a echar a andar ese programa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, ¿quién podría estar en contra de esta iniciativa?



Sin embargo, pienso que estamos en presencia de un problema que afecta a hombres y mujeres, porque muchos varones tampoco pueden encontrar trabajo por lo mismo.



Siendo así, yo ampliaría el alcance del proyecto de acuerdo. En el fondo, más bien pediría a la Ministra del ramo que incluyera este asunto en los programas del FONASA. Ya es hora de que nuestro país empiece a enfrentar la salud bucal como parte de los problemas generales de salud y, por consiguiente, de que ella sea cubierta por aquel organismo y, también, por las isapres.



Votaré a favor de la iniciativa a pesar de que, a mi juicio,  es insuficiente, porque el grado de avance experimentado por nuestro país debiera permitirnos enfrentarlo en forma general y no como una especie de gracia que se otorga sólo a las mujeres.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, deseo sumarme a lo manifestado por la Senadora señora Matthei. Pero, como los recursos son escasos preferimos, obviamente, que sean invertidos primero en las mujeres.



En mi opinión, éste es un asunto bastante trascendente para muchos chilenos.



Algunos hemos tenido el privilegio de conocer en determinadas localidades o ciudades donde se ha puesto en práctica este programa el impacto y el cambio de vida que significa para las personas, especialmente para las mujeres, a quienes se ha aplicado en forma extensiva.



Como Diputado, estuve al tanto de la diversidad de programas que se implementaron para las mujeres: de peluquería, cocinería y otros oficios. Pero ninguno se compara con acceder al denominado “Sonrisa de Mujer”, porque les permite mejorar su autoestima, sonreír, salir al mercado laboral, postular a empleos como el de telefonista, en fin.



Éste es un enorme drama que se encuentra oculto en nuestro país, y tal vez deberíamos destinarle más tiempo.



Me parece muy bien que la iniciativa haya comenzado como una política social de la Presidencia de la República y que figurase dentro de las labores que de alguna forma desarrolló la Primera Dama. Pero no creo que sea un programa que precisamente pueda estar radicado ahí, pues es considerable la cantidad de gente que necesita que nos hagamos cargo de esa realidad.



Un gran número de personas, en especial en los sectores más necesitados, podrían contar con un segundo ingreso si permitiéramos a más mujeres acceder a este programa.



Con respecto a la inversión en capital humano que muchas veces se hace en el país, se piensa que, al capacitar o al dar acceso a distintos instrumentos educacionales, estamos colaborando. Yo creo, sinceramente, que el hecho de que las personas sientan que pueden sonreír o que tienen la posibilidad -aunque suene vulgar- de abrir la boca sin necesidad de cubrírsela les va a permitir ser autosuficientes desde el punto de vista laboral.



Son numerosas las madres que quedan solas porque el marido o el conviviente las deja, las abandona, y deben hacerse cargo de tres o cuatro niños. Lamentablemente, muchas de ellas no tuvieron en su juventud los recursos necesarios para mantener una dentadura que les permitiera acceder al mercado laboral. A mi juicio, ése es un problema muy profundo en nuestra sociedad.



Por eso, sumándome al espíritu del proyecto de acuerdo, considero que no es una buena solución continuar con este programa social donde está radicado, pues debería ser parte de la red social con que cuenta actualmente el Gobierno. Tendría que ser un programa al cual se pudiera postular a través de la ficha CAS II y constituir un instrumento más accesible para miles de chilenos a lo largo del país. 



La salud dental genera un impacto en los ingresos de los sectores más necesitados de Chile. 



Por ello, me gustaría adjuntar esta intervención al proyecto para que, ojalá, el Gobierno pudiera reasignar este programa social con una visión más amplia, con una cobertura mayor, con más cantidad de recursos que los destinados hasta ahora, pues su extensión ha sido bastante limitada. 



Daríamos un salto muy importante en este círculo, que a muchas familias del país que viven en la extrema pobreza les cuesta romper, si lográramos subir la autoestima a miles de hombres y mujeres que poseen una dentadura que, en el fondo, los hace sentirse imposibilitados para acceder a distintos oficios o trabajos que podrían mejorar sus ingresos.



Señor Presidente, como el proyecto de acuerdo no contempla en su parte resolutiva lo que estoy planteando, deseo que por la vía de un oficio –no sé cuál es el mecanismo adecuado- se agregue mi intervención. Se trata de un programa en el que deberíamos invertir muchos recursos, más ahora cuando disponemos de ellos. A mi juicio, se produciría un avance sustancial en la calidad de vida de las personas, en la posibilidad de acceder a otros ingresos, en la autoestima, en la relación familiar, si fuéramos capaces de incorporar a miles de chilenos que hace décadas no tenían tal opción, por distintas razones.



Últimamente se ha invertido en fluoración, en captación de agua, en fin. Hoy estamos ante una situación distinta, y considero que éste es un programa vital que muchas veces hemos descuidado. 



En consecuencia, tenemos que dedicarle más tiempo para mejorarlo, pues “Sonrisa de Mujer” es un gran programa social.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Quiero hacer presente a la Sala que, si bien durante el Tiempo de Votaciones no hay lugar a discusión, la Mesa ha permitido a los señores Senadores intervenir dado que, aparte los dos proyectos de acuerdo que figuran a continuación, no hay más asuntos en tabla. 



Sin embargo, eso no constituye precedente y los proyectos signados con los números 2 y 3 se votarán sin debate.



Restan cinco inscritos.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, voy a apoyar el proyecto de acuerdo en análisis, pues me parece que se justifica plenamente lo que se hizo en esta materia. Además, es un programa que debe continuar.



No alcancé a escuchar a los señores Senadores que me precedieron en el uso de la palabra, pero debo recordar que hace muchísimos años, cuando se creó el SERMENA, se realizó un esfuerzo enorme para que en ese entonces ingresaran también a dicho sistema los cirujanos dentistas. Por distintas razones, ello no se pudo concretar.



Después de eso se ha discutido con mucha fuerza lo que este problema sanitario significa en materia de salud odontológica y su repercusión en la salud física global.



Hemos planteado este asunto en varias oportunidades al Gobierno, y se nos ha respondido algo que es razonable en sí mismo, pero que ahora, a mi juicio, debe ser modificado. Se dice que la cantidad de recursos requeridos para resolver el problema dental de la población, que es de una gravedad tremenda en cuanto a intensidad y amplitud de los afectados, hace imposible tratarlo desde el punto de vista curativo. Por ello, se ha realizado un esfuerzo enorme por mejorar la prevención desde la niñez, a fin de que en los próximos años tengamos adultos con menos lesiones dentales.



No vale la pena insistir en el valor de este programa, que con razón se llama “Sonrisa de Mujer”, pues genera un efecto sicológico muy fuerte. Pero además, según cifras de la sociedad que agrupa a los gastroenterólogos en Chile, se ha llegado a la conclusión de que un número importante de las enfermedades del tracto digestivo, con gasto significativo para el Estado o para las personas, deriva de una mala dentición, de una mala dentadura. Esto es obvio, porque el problema digestivo comienza desde la masticación.



Entonces, sin más discusión sobre este punto, voy a aprobar el proyecto de acuerdo; y creo que la Sala lo hará por unanimidad.



Sin embargo, es la oportunidad para, de alguna forma, producir una conversación o invitar al Ministerio de Salud a fin de ponernos de acuerdo respecto de cómo vamos a resolver el problema dental.



Entiendo las razones económicas, pero no me convence que esperemos prácticamente una generación antes de realizar un esfuerzo más grande en esta materia.



En consecuencia, señor Presidente, aprobaré el proyecto de acuerdo con ese sentido, con esos antecedentes. Y, en tal línea, el Senado podría invitar a la Ministra de Salud –también lo podemos hacer nosotros espontáneamente- para que nos informe acerca de la orientación de esta problemática, que en el Gobierno anterior fue básicamente preventiva.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, cuantitativamente, este programa, con relación al porcentaje de la población masculina o femenina con caries, no resulta relevante. En los cerca de dos años que duró, lo usaron más de 25 mil mujeres. De ellas, 19 mil 141 (75 por ciento) pagaron sus tratamientos a través de créditos o ahorros del BancoEstado, mientras que  6 mil 286 (25 por ciento) recibieron ayuda solidaria de personas en Chile y en el extranjero -de privados y de instituciones públicas- y, con el apoyo decidido de más de 1.100 dentistas, obtuvieron tratamiento sin costo.



Esta experiencia ha trascendido el país. Hoy día, en México y Panamá existen procesos similares para llevar adelante programas públicos en esta área.



Lo concreto es que, aparte de incorporar a nuevas mujeres, en el ámbito de un universo reducido, aquellas que ya tuvieron acceso a prótesis requerirán tratamientos de modificación y de ajuste. Y para ello no hay continuidad. Es decir, en muchos casos las prótesis obtenidas deberán ser modificadas. Y, sin duda, no están en condiciones de hacerlo, por cuanto la inmensa mayoría de ellas, si no la totalidad, son personas con ingresos económicos bajos.



Por eso, señor Presidente, la discusión sobre la inclusión o no del tratamiento dental en el FONASA o particularmente en políticas públicas masivas, no de prevención –acerca de la prevención aún existen diversos debates; por ejemplo, el relativo al flúor en la Octava Región-, sino de atención de reparación dental, en especial en cuanto al acceso para reemplazo o cuidado de piezas, constituye un tema pendiente. 


Al respecto, participo de lo que ha señalado el Senador señor Ruiz-Esquide. Y, en tal sentido, la Comisión de Salud tendría que hacer un esfuerzo.



Espero que el programa en comento sea retomado -hay un amplio consenso en la Sala sobre el particular- y que, dentro de la creatividad para ver desde dónde se destinan nuevos recursos, este tema pueda contar con una evaluación seria y responsable a partir de la próxima semana, cuando se constituya la Comisión Especial Mixta de Presupuestos. Por ahora, se trata de un programa que debiera reeditarse. Y es lo que estamos solicitando que se haga, ojalá a la brevedad.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, comparto todo lo que se ha dicho respecto del proyecto de acuerdo y del programa “Sonrisa de Mujer”, que efectivamente resultó muy exitoso; y creo que sería muy positivo reeditarlo. 



Yo solamente pediría a los autores del proyecto de acuerdo que lo enviáramos a la Ministra de Salud. Eso ayudaría mucho a que la iniciativa se pudiera financiar con recursos provenientes del Ministerio de Salud, del FONASA, y, además, contribuiría a que quedara inserta dentro de los programas permanentes de esa Secretaría de Estado.



Por otro lado, no tengo claro si corresponde que nos dirijamos a una unidad de la Presidencia de la República. Según entiendo, la relación del Senado debe ser con la Presidencia, con los Ministerios, y no con un cargo que la Presidenta Bachelet bien puede haber creado dentro de sus funciones y atribuciones, pero que probablemente no está en la orgánica de la Secretaría General de la Presidencia.



Por todas esas razones, me parece muy conveniente –y se lo pido a los autores de la iniciativa- oficiar a la señora Ministra de Salud o directamente a la señora Presidenta de la República.



He dicho. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, pedí la palabra, en primer lugar, para manifestar que, en mi opinión, no corresponde debatir los proyectos de acuerdo. Y, aunque entiendo la interpretación más flexible que Su Señoría le ha dado al Reglamento, debo decirle que ello sí constituye precedente. Por tanto, deberemos estar preparados para que cada vez que se presente un proyecto de acuerdo se pueda discutir al respecto. 



Ahora bien, el tema de fondo es sumamente importante, tal como se ha dicho aquí; pero creo conveniente separar los dos puntos que han estado en discusión. 



Todos queremos que el programa “Sonrisa de Mujer” siga. Como sabemos, fue producto de una iniciativa de la Primera Dama señora Luisa Durán, quien le dio un carácter más bien simbólico, solidario. Se contó con la participación de privados, de cirujanos dentistas que hacían trabajos más baratos o, en algunos casos, gratis. En fin, tenía una lógica distinta del tema de fondo que han planteado varios Senadores. 



En concreto, deseo sugerir a la Sala que mandate a la Comisión de Salud para que trabaje una propuesta un poco más en serio, con un diagnóstico más claro. Aquí varios Senadores han manifestado la necesidad, la urgencia de encarar la atención odontológica de miles y miles de chilenos que carecen de recursos para hacerlo. Pero, como es una demanda mayor, que requiere además la definición de una política de Estado, tal vez podría hacer un aporte el Senado, a través de su Comisión de Salud, en el sentido de estudiar más técnicamente el problema, hacer algunas propuestas, trabajarlas con el Ministerio de Salud y ver de qué manera se puede generar un programa de alcance nacional. 



Lo planteado acá es una buena idea; pero a veces lo ideal es enemigo de lo bueno. Si confundimos las dos cosas, lo más probable es que no pase nada. Por tanto, por un lado, propongo que insistamos en el programa “Sonrisa de Mujer” –coincido con el Senador señor García en que el oficio debe ser dirigido a la señora Presidenta, ya que aquél está inserto en la orgánica de la Presidencia- y,  por otro, que mandatemos a nuestra Comisión de Salud para que haga un esfuerzo en orden a elaborar una propuesta que pueda significar un aporte. Eso sería lo más razonable.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- En la misma idea, señor Presidente, entiendo que estamos generando un precedente, pero ojalá no se repita, porque, de lo contrario, estaremos destinando mucho tiempo a la discusión de los proyectos de acuerdo.



En lo personal, comparto el texto presentado, pero está mal dirigido. El programa en cuestión correspondió a la Fundación PRODEMU. Mi señora trabajó en él, así que puedo hablar con mucha propiedad sobre esta materia. En general, fue muy exitoso, pero tuvo dos inconvenientes. El primero, que mucha gente se endeudó, y el BancoEstado en este momento está detrás de un sinnúmero de mujeres solicitándoles que paguen lo que corresponde al préstamo, que fue del orden de los 120 ó 125 mil pesos. Por lo tanto, de las alrededor de 22 mil mujeres que pidieron estos créditos a dicha institución bancaria, que abrieron su libreta de ahorro, muchas no han podido pagar lo que se les exige.



El segundo problema es el siguiente. Gran cantidad de dentistas contratados en este programa eran personas que estaban recién egresando, varios de ellos extranjeros –por cierto, tengo un gran aprecio por todos los profesionales que se han radicado en nuestro país- que carecían de los medios adecuados para atender bien, sobre todo en lo que a prótesis se refiere. En definitiva, tenemos un porcentaje no despreciable de mujeres que deberán hacerse prótesis nuevas.



En consecuencia, siendo un programa exitoso, lo cierto es que tenía esos dos inconvenientes. Por eso se detuvo; por eso no siguió adelante. Y la propia señora Luisa Durán de Lagos tomó la determinación de interrumpirlo, porque se estaba generando ese tipo de dificultades y en ese momento el Ministerio de Salud no tenía presupuesto para desarrollar un programa similar.



En mi opinión, el oficio debiera enviarse a la señora Presidenta de la República, quien, como Ministra de Salud, conoció este programa. En su momento, ella misma entendió que carecía de posibilidades de implementarlo a través de dicha Secretaría de Estado. Creo que ahora hay mejores condiciones. Y, además, procedería enviarlo a la señora Ministra de Salud, a fin de que se pueda llevar a cabo un programa similar, ojalá exitoso desde el punto de vista cuantitativo, pero que no genere las dificultades que acabo de señalar.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Voy a poner en votación el proyecto de acuerdo porque podemos quedarnos sin quórum.



Conforme a lo planteado por los señores Senadores, se mandarían los oficios a la señora Presidenta de la República y a la señora Ministra de Salud, y también se comunicaría a la Comisión de Salud, a fin de que haga los estudios que considere necesarios y nos informe sobre el particular. 



Por lo tanto, si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo y se enviarán los oficios mencionados.



--Así se acuerda. 

El señor GAZMURI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor GAZMURI.- Deseo manifestar una preocupación, que en el caso mío es antigua, para que la tenga en cuenta la Comisión de Salud si efectivamente va a intentar hacer algún aporte en materia de salud dental. 



Es evidente que en el país existen problemas gravísimos en esta área, y, a mi juicio, algo tiene que ver en ello el hecho de que no hay indicadores de salud dental que sirvan para evaluar la eficacia del sistema sanitario chileno. Tenemos diversos indicadores –de morbilidad, en fin- que miden el nivel en que se encuentran los programas públicos de salud, pero no existe  ninguno que determine el grado de salud bucal y dental de los chilenos, que es bajísimo. Como no hay una exigencia, el sistema en general tiende a desatender todo lo que significa tanto prevención cuanto curación en este ámbito. Y, en mi concepto, si no se establecen parámetros y exigencias sobre el sistema sanitario que pongan a la salud dental de la población como un objetivo de tales programas, no vamos a avanzar mucho en esta materia.

RATIFICACIÓN DE CONVENIO INTERNACIONAL CONTRA RECLUTAMIENTO, UTILIZACIÓN, FINANCIACIÓN Y ENTRENAMIENTO DE MERCENARIOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto y Ominami, mediante el cual proponen ratificar el “Convenio internacional contra el reclutamiento, la utilización, la financiación y el entrenamiento de mercenarios”. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 854-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 13ª, en 9 de mayo de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El objetivo del proyecto de acuerdo es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República la ratificación por Chile del “Convenio Internacional contra el reclutamiento, la utilización, la financiación y el entrenamiento de mercenarios”, de la ONU, de 4 de diciembre de 1989, a fin de prevenir que en lo futuro empresas chilenas o internacionales recluten y entrenen mercenarios en el país, sean éstos nacionales o extranjeros.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (20 votos contra 1 y 2 abstenciones).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Alvear, Ávila, Bianchi, Escalona, Espina, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Gómez, Horvath, Longueira, Naranjo, Matthei, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis y Prokurica.



Votó por la negativa el señor Arancibia.



Se abstuvieron los señores García y Romero.

DIFERENCIACIÓN, PARA CÁLCULO DE TARIFAS, ENTRE

VOLUMEN DESCARGADO DE AGUAS SERVIDAS Y VOLUMEN

CONSUMIDO DE AGUA POTABLE. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde votar el proyecto de acuerdo, suscrito por los Honorables señores Navarro, Girardi, Letelier, Muñoz Aburto y Ominami, tendiente a introducir modificaciones al Reglamento de la Ley de Tarifas Sanitarias y al Reglamento de Prestación de Servicios Domiciliarios de Agua Potable y de Alcantarillado.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 855-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 13ª, en 9 de mayo de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El objetivo del proyecto de acuerdo es solicitar a la señora Ministra de Economía, Fomento y Reconstrucción y al señor Ministro de Obras Públicas que efectúen las modificaciones necesarias al Reglamento que establece la fijación de tarifas de servicios de agua potable y alcantarillado y al Reglamento de Prestación de Servicios Domiciliarios de Agua Potable y de Alcantarillado, con la finalidad de que los usuarios paguen por el uso real del servicio de alcantarillado, en relación con la cantidad de aguas servidas que produzca cada cliente, en una forma equivalente al modo de cobro existente para el agua potable, es decir, de acuerdo a los metros cúbicos registrados en el respectivo medidor.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde votar…

El señor HORVATH.- ¿Me permite hacer una consulta, señor Presidente? Y la formularé con el debido respeto.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en la Cámara Baja -yo también fui Diputado- todos los días se aprueba una cantidad enorme de proyectos de acuerdo, pero más bien en la línea de la fiscalización, que no es el caso que nos ocupa.



Sobre el particular, yo desearía saber cuál va a ser el procedimiento para discriminar, en el momento en que se evalúe, cuánta agua se utiliza, cuánto de ella va a la red de alcantarillado y cuánto a riego, a lavado de autos u otros fines. O sea, me interesa conocer el procedimiento técnico para que el sistema funcione. Y mi ánimo es que el proyecto esté bien sustentado.



Ahora, en el caso de que no se contara con esos datos, sería conveniente que este tipo de iniciativas vinieran más justificadas o fueran analizadas por las Comisiones respectivas.



Sólo con ese afán hago la consulta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es sabido que las tarifas de agua potable se determinan cada cinco años (precisamente, en este minuto la Superintendencia de Servicios Sanitarios se halla en el proceso de fijación tarifaria para el próximo quinquenio). Y a muchos nos parece objetable el sistema utilizado con tal fin: se realiza una medición a través de un informe pericial, y toda la información es secreta -¡escuchen bien!- hasta después de fijado el precio.



Por lo tanto, la imposibilidad de hacer un debate más real a ese respecto da cuenta claramente de que elementos como los señalados en el proyecto de acuerdo, que constituyen preocupación permanente de los usuarios, han de tenerse en consideración.



Ése es un criterio que, de solicitarse, debe ser evaluado e introducido. Y, si esto es posible, habremos contribuido a que la inquietud de un conjunto importante de ciudadanos -a lo menos los de mi circunscripción me la plantean; y entiendo que lo propio ocurre a muchos otros señores Senadores- esté presente.



Si es posible, en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a la hora de evaluar a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, vamos a provocar una discusión más de fondo sobre la materia.



Insisto, señor Presidente: dados el procedimiento establecido por ley para la fijación de tarifas y la imposibilidad de introducir mayor debate -porque, según expresé, están dadas las reglas del juego-, para plantear a la autoridad sanitaria la consideración de los parámetros en comento no hay otro mecanismo que el propuesto.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, me parece que este proyecto de acuerdo es bien intencionado, pero no tiene mucho sentido.



En primer lugar, la forma en que se fijan las tarifas asegura cierta rentabilidad sobre las inversiones realizadas por las empresas en agua potable, tendido, plantas de tratamiento, etcétera.



¿Cómo se distribuye aquello? Si es por tarifa de agua potable, si es por alcantarillado, puede provocar alguna diferencia menor en las cuentas de las personas en particular; en el total no va a significar ninguna diferencia, porque la rentabilidad sobre todas las inversiones se mantendrá inalterable.



El beneficio de una medida como la propuesta, entonces, resulta muy pequeño. Pero los costos pueden ser bastante altos, porque tener un medidor especial para todo lo que sea agua de alcantarillado va a implicar gastos evidentes: uno de lectura, uno de compra de medidores y otro de instalación, etcétera.



Por consiguiente, si miramos el beneficio-costo, yo diría que éste es un mal proyecto.



En mi concepto, se debe hacer un esfuerzo para explicar a la gente que las tarifas no las fijan las empresas sino el Gobierno y que ellas tienen que ver, no con cuánta agua efectivamente va al alcantarillado, sino con la rentabilidad de la inversión realizada.



Votaré en contra del proyecto de acuerdo porque, lejos de beneficiar a la gente, le va a significar mayores costos y probablemente no le posibilitará ahorrar ni un solo peso.



Gracias, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Romero; luego, el Honorable señor García.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, está pendiente una decisión del Ejecutivo acerca de un problema relativamente parecido al que aborda este proyecto de acuerdo, vinculada con la declaración de inconstitucionalidad que en mayo de 2005 hizo la Comisión respectiva del Senado en cuanto a la fijación de tarifas no divididas entre consumo de agua y alcantarillado y aguas lluvias.



Éste es un tema importante, trascendente, en el que sin duda quisiéramos ordenar y racionalizar el análisis.



Sobre la materia, en la Comisión de Obras Públicas le solicitamos al señor Ministro del ramo que se pronunciase respecto de cuál iba a ser la política de la Secretaría de Estado a su cargo.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, encargado más bien de la parte sanitaria en el Ministerio, nos hizo presente que en las próximas semanas van a señalar una línea en tal sentido. Porque, sobre el particular, nosotros tenemos pendiente un proyecto que viene de la Cámara de Diputados y que -supongo- alguna relación dice al planteamiento que formuló el Senador señor Navarro.



Desde esa perspectiva, sólo quiero plantear que éste es un tema que estamos tratando de ordenar en nuestra Comisión de Obras Públicas. Le pedimos al Ejecutivo definir la política que habrá sobre la materia, porque la normativa en comento, tal como venía de la Cámara Baja, fue declarada inconstitucional en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento con fecha 17 de mayo de 2005, por cuatro votos a favor y uno en contra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, tal como expresó la Senadora señora Matthei, éste es un proyecto de acuerdo bien intencionado, pero de aplicación tremendamente costosa, en especial para las familias más modestas.



Entiendo que a través de él se aspira a que la gente tenga en sus viviendas dos medidores: uno por el consumo de agua potable y otro por las aguas servidas. Y, obviamente, la instalación masiva de otro medidor va a implicar un costo muy relevante.



También entiendo que lo que se pretende en último término es que las personas más modestas paguen menos por el consumo de agua potable y por el alcantarillado. Porque la queja que normalmente recibimos es que las cuentas por ambos servicios son excesivamente altas frente a los ingresos de las familias de menores recursos.



A ese respecto, el Senador señor Navarro y los demás autores del proyecto de acuerdo tienen mucha razón.



Sin embargo, pienso que la solución está en aumentar el nivel de subsidio, de tal forma que la gente pague menos por consumo de agua potable y por alcantarillado, pero, sin duda, manteniendo el funcionamiento de las empresas.


Debemos ser sumamente cuidadosos en tal sentido. El país desea tener limpios sus ríos, sus cauces de agua. Y se está realizando un gran esfuerzo precisamente para construir plantas de tratamiento de aguas servidas.



Eso forma parte del patrimonio medioambiental que queremos dar a Chile, el cual es tremendamente necesario si se pretende competir en las grandes ligas.



Obviamente, las familias más carentes de recursos muchas veces no van a poder pagar el costo. Entonces, a mi entender, la fórmula para solucionar el problema es el aumento del subsidio. Creo que, si le pidiéramos al Ejecutivo una revisión y un incremento del subsidio para el consumo de agua potable y el alcantarillado, estaríamos en la dirección correcta.



Este proyecto de acuerdo -repito-, aunque bien intencionado, finalmente significará mayores costos precisamente para las familias a las que se busca beneficiar.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, podríamos enviar el proyecto de acuerdo a la Comisión de Obras Públicas. Porque además está pendiente una resolución sobre el proyecto que regula los sistemas de evacuación y drenaje de aguas lluvias, tal como señaló el Senador señor Romero, quien era Presidente de dicho órgano técnico cuando analizamos esa iniciativa, respecto de la cual hubo diversos problemas.

El señor NAVARRO.- Me parece bien.

El señor MUÑOZ ABURTO.- De acuerdo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si les parece a Sus Señorías, se procederá en la forma señalada.



--Se resuelve enviar el proyecto de acuerdo a la Comisión de Obras Públicas.

VI . INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

-------------


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



A la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, pidiendo PATROCINIO PARA INDICACIÓN A ARTÍCULO 4° DE PROYECTO SOBRE RESPONSABILIDAD FISCAL.



Del señor CANTERO:



A Ministerios de Relaciones Exteriores y de Educación; Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica; División de Organizaciones Sociales del Ministerio Secretaría General de Gobierno; UNESCO Chile, y Fundaciones “Minera Escondida”, “Andes” y “Futuro”, pidiendo FINANCIAMIENTO PARA PARTICIPACIÓN DE ALUMNOS DE ESCUELA D-121, DE ANTOFAGASTA, EN “EXPOCIENCIA INTERNACIONAL ESI AMLAT 2006” (VERACRUZ, MÉXICO). A la señora Directora Nacional de CHILEDEPORTES, solicitándole información sobre RECINTOS E INSTALACIONES DEPORTIVAS DE SECTORES PÚBLICO Y PRIVADO EN SEGUNDA REGIÓN. Al señor Intendente de la Quinta Región, requiriéndole CONCLUSIONES Y EXPOSICIONES DE II SEMINARIO NACIONAL “INSTITUCIONALIDAD PARA LA INNOVACIÓN TECNOLÓGICA, LA CIENCIA Y EL EMPRENDIMIENTO”. Al señor SEREMI de Educación de Antofagasta, solicitándole atender PLANTEAMIENTO SOBRE REASIGNACIÓN DE PORCENTAJE FIJADO EN RESOLUCIÓN N° 0711, DE JULIO DE 2005. Y al señor Director del INP de la Segunda Región, pidiéndole información en cuanto a PAGO A SEÑOR JULIO ALCAÍNO DÍAZ DE BONO DISPUESTO EN LEY N° 19.992 y a SITUACIÓN PREVISIONAL DE DON PEDRO BRACAMONTE NEGRETE.



Del señor ESPINA:



A la señora Ministra de Defensa Nacional, planteándole adopción de medidas para resolver PROBLEMA PREVISIONAL DE RESERVISTAS DE COMUNA DE GALVARINO.  A los señores Subsecretario de Redes Asistenciales del Ministerio de Salud, Director del Servicio de Salud Araucanía Norte y Alcalde y Concejales de Traiguén, requiriéndoles medidas urgentes para ADQUISICIÓN Y REPOSICIÓN DE MATERIAL PARA SERVICIO DENTAL DE HOSPITAL DE TRAIGUÉN.  A los señores Director del Instituto de Desarrollo Agropecuario, Presidente del BancoEstado y Alcalde y Concejales de Collipulli, solicitándoles medidas urgentes para solucionar PROBLEMA DE PEQUEÑOS AGRICULTORES DE LOLCURA QUE PARTICIPARON EN PROGRAMA DE INDAP SOBRE RECUPERACIÓN DE SUELOS DEGRADADOS. Y a los señores Alcalde y Concejales de Lautaro, requiriéndoles CONSTRUCCIÓN DE NUEVA PASARELA EN COMUNIDAD SANTOS LÓPEZ LICAN.



Del señor ROMERO:



A la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, pidiéndole URGENCIA “SUMA” PARA PROYECTO SOBRE INSTALACIÓN DE ANTENAS DE TELEFONÍA CELULAR RADICADO EN CÁMARA BAJA.  Al señor Intendente de la Quinta Región y al señor Gustavo Carter, Concejal de Putaendo y Secretario Ejecutivo de la Comisión Embalse Chacrillas, comunicándoles su RESPALDO A REACTIVACIÓN DE COMISIÓN EMBALSE CHACRILLAS Y A REUNIÓN CON PRESIDENTE DEL GOBIERNO REGIONAL. Y al señor Alcalde de Los Andes, manifestándole su SOLIDARIDAD CON PLANTEAMIENTOS DE VECINOS DE VILLA HORIZONTE ANTE INSTALACIÓN DE ANTENA DE TELEFONÍA CELULAR.



Del señor RUIZ-ESQUIDE:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole información sobre ESTADO DE EMISARIO DE LEBU TRAS ÚLTIMOS TEMPORALES Y SOLUCIÓN A EVENTUALES DAÑOS.

---------------
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, los Comités Demócrata  Cristiano y Mixto (Partido Por la Democracia y Radical Social Demócrata) no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

INQUIETUD POR ALTOS COSTOS DE ENAMI EN 

PERSONAL Y OFICINAS. OFICIOS 

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, he sido informada de que la nueva administración de la ENAMI está incurriendo en costos relativamente altos en remodelación de oficinas y contratación de personal.



Por lo tanto, solicito que se oficie a la señora Ministra de Minería para pedirle un detalle sobre todas las personas contratadas, sus sueldos -o por lo menos su costo anual bruto-, los puestos creados, los gastos realizados en remodelaciones, etcétera.



Asimismo, solicito el envío de un oficio al señor Ministro de Hacienda para que informe si todos esos gastos y aumentos fueron aprobados.



Tengo entendido que sólo la creación de puestos ha significado aproximadamente un millón de dólares anuales de costo adicional para la ENAMI. Y, aparentemente, las obras de remodelación también son bastante ostentosas.

El señor PROKURICA.- ¿Me concede una interrupción, Su Señoría, con la venia de la Mesa? 

La señora MATTHEI.- Sí, señor Senador.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Quiero adherir a los oficios respectivos y, además, pedir que en ellos se pregunte cuándo se va a cumplir el compromiso de que la ENAMI se vaya a Copiapó definitivamente y no siga invirtiendo más recursos en Santiago. Porque se trata de un acuerdo que adoptamos hace mucho tiempo.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre de la Honorable señora Matthei, conforme al Reglamento, con la adhesión y el complemento del señor Prokurica.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

REESTUDIO DE CIERRE DE DIVISIÓN EL SALVADOR Y 

BÚSQUEDA DE ACTIVIDADES ALTERNATIVAS. OFICIOS

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, deseo plantear un asunto de la mayor importancia, referido al cierre de la División El Salvador.



En esa División existe una población estimada, según el censo del 2002, de 9 mil habitantes, sólo en el campamento; 1.727 trabajadores directos, que representan 11 por ciento del total de la CODELCO, agrupados en cinco sindicatos; y más de 3 mil trabajadores indirectos (de contratistas).



El 28 de julio de 2005, Juan Villarzú anunció el cierre de la División El Salvador. El proceso partirá el año 2008 con el cierre de su línea de producción de óxidos; seguirá con el cierre de la de sulfuros de la mina subterránea, y finalizará el año 2011.



En esa oportunidad se invocaron diversas razones.



En primer lugar, los altos costos, asociados básicamente a la baja ley del mineral. La verdad es que El Salvador, pese a ser una de las Divisiones que tienen más altos costos -como señalé, por la baja ley-, es la que más los ha rebajado. Y por eso ha formado a la mayoría de los profesionales que en este minuto trabajan en la CODELCO. 



En seguida, la baja ley del mineral: 0.58 por ciento (CODELCO Norte, 0.66; Andina, 0.77).



Luego, las escasas reservas de esa época: aproximadamente, 243 millones de toneladas.



A continuación, las pérdidas económicas de la empresa debido a que en ese tiempo la libra de cobre costaba un dólar con treinta centavos.



Por último, el costo estimado de cierre en esa época: 100 millones de dólares.



Ésa es la parte económica, señor Presidente.



Sin embargo, yo pregunto qué efectos va a producir en la Región de Atacama y en el resto del país el cierre de la División El Salvador.



Allí hay casi 5 mil trabajadores afectados: 1.727 directos y más de 3.000 de contratistas. Se contemplan planes de contingencia que podrían absorber a parte de ellos, pero la mayoría se iría a la calle.



Esa grave situación económica generaría también problemas tanto a la comuna de Diego de Almagro, donde está emplazada la referida División, que cuenta con la mitad de la población de ella, como a la Región de Atacama, donde habría un grave impacto económico, pues El Salvador representa una de sus principales fuentes de trabajo.



Lo que deseo decir, señor Presidente, es que hoy el precio de la libra de cobre ha llegado a una cifra que nadie habría imaginado en la época en que se adoptó la decisión de cierre.



No descarto que en algún minuto la mencionada División deba cerrarse. Pero me parece que, con los precios actuales del metal rojo, es factible demorar la decisión, y bastante, porque todas las informaciones técnicas señalan que los valores de hoy podrían mantenerse -o mejorar- durante al menos cuatro años.



Actualmente, todos los expertos sostienen que el precio de la libra de cobre en 3 dólares y 69 centavos se mantendrá por lo menos 4 años. Y hay que tener especial atención en el caso específico de El Salvador, porque hoy no registra pérdidas (tampoco las registró el año pasado).



En virtud de lo expuesto, solicito que se oficie a Su Excelencia la Presidenta de la República y a la señora Ministra de Minería para que se reestudie el programa de cierre de CODELCO-El Salvador, por los efectos socioeconómicos que tendría para el país; por sus efectos sobre los trabajadores; por sus efectos en las empresas contratistas, y por sus efectos en particular para la Región de Atacama.



Además, para que no sea un planteamiento sólo en esa línea, solicito que se siga trabajando con todas las entidades públicas, como CORFO y CONICYT, y también con las privadas, como Fundación Chile, a los efectos de buscar alternativas reales al cierre definitivo de la mina.



Tenemos que adelantarnos. Sabemos que el cierre de la referida División vendrá de todas maneras, pero debemos buscar una salida responsable, que implique la creación de actividades de largo plazo alternativas a la minería, como proyectos agrícolas y agroindustriales, aprovechando el agua de la zona (CODELCO la posee en gran cantidad); proyectos de interés científico, turísticos, etcétera.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

PROBLEMAS CON AGUA POTABLE EN COMUNAS DE FLORIDA Y TALCAHUANO, SECTOR CARRIEL NORTE. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo que se oficie a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, al Servicio de Salud Talcahuano y al Servicio de Salud Concepción respecto de dos problemas, a mi juicio graves, que han afectado a la calidad del agua potable y que han debido sufrir los vecinos de las comunas de Florida y Talcahuano, sector Carriel Norte, en la Octava Región.



En el caso de la comuna de Florida, en los primeros meses de este año se produjo una contaminación por permanganato de potasio en la red de agua potable. Se trata de un aditivo que se agrega durante el proceso de cloración. Cuando se aplica en exceso, el agua adquiere un color rojizo, de lo cual cientos de vecinos no se percataron.



Centenares de personas padecieron trastornos estomacales por haber ingerido agua en esas condiciones. A lo menos nueve familias sufrieron drásticas consecuencias y tuvieron que ser trasladadas de urgencia tanto al Hospital de Florida como al Hospital Regional de Concepción.



Ese hecho es grave por cuanto, a la hora de cobrar, la empresa sanitaria hace uso de la normativa legal y aplica las tarifas. Pero también los usuarios tienen derecho a exigir calidad y, particularmente, buenas condiciones sanitarias del agua que beben. Esto es lo que exige la ley.



Al respecto, presentamos un requerimiento ante la Superintendencia de Servicios Sanitarios para que se efectuara una investigación.



Solicito que, a través de los oficios referidos, se recaben todos los antecedentes sobre lo realizado en torno a esta situación, de manera que se tomen medidas para que no vuelva a ocurrir. Ello, independientemente de las acciones legales que las familias afectadas emprendan, dado que ese grave error provocó trastornos concretos a su salud.



En cuanto a lo sucedido en Carriel Norte, pido oficiar a la Municipalidad de Talcahuano a fin de que nos informe acerca del suministro de agua potable en ese lugar.



Los vecinos han planteado públicamente y mediante cartas a algunas autoridades que desde hace más de siete años están viviendo con la cantidad de agua justa, ya que son abastecidos por un camión aljibe.



Resulta especialmente grave que, a esta altura del desenvolvimiento social y económico del país, sectores aledaños al aeropuerto y muy cercanos a todo lo que implica un desarrollo inmobiliario de alta plusvalía no cuenten todavía con agua potable y, por lo tanto, enfrenten problemas de salud y de carencia total y absoluta.



Sé que la Municipalidad de Talcahuano ha implementado diversas medidas para tratar de resolver el problema. Lo importante es saber qué origina la imposibilidad de que este asunto sea resuelto de manera concreta y efectiva, y no a través de camiones aljibe.



Pido que se oficie también al Servicio de Salud de Talcahuano y a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, para que proporcionen antecedentes sobre la calidad del agua que se está entregando a los pobladores de las dos comunas a que me he referido.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

REPARACIÓN DE DAÑOS PROVOCADOS POR TEMPORALES

EN OCTAVA REGIÓN. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito oficiar al SERVIU, al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a la Oficina Nacional de Emergencia y a la Ilustre Municipalidad de Tomé, acerca de una grave situación.



Durante el invierno pasado, los temporales que azotaron a la Octava Región dejaron centenares de viviendas en el suelo y poblaciones totalmente anegadas. Las copiosas lluvias provocaron inundaciones, incluso, dentro de algunas casas, donde el agua llegó a más de un metro setenta de altura. Así aconteció en zonas como Valle Nonguén, Agüita de la Perdiz y  población Los Boldos, de Chiguayante (por desborde del canal Papen).



En Penco y Tomé se produjeron derrumbes sucesivos de viviendas instaladas en las laderas de los cerros. Tal es el caso de la población Centenario, en Tomé, donde los principales afectados son los miembros de la familia Burboa, porque desde el 29 de junio del año pasado las condiciones del terreno han terminado por destruir su casa, que a causa del desmoronamiento del cerro quedó prácticamente colgando.



Cuando ocurren situaciones como ésa, la responsabilidad debe ser al menos compartida: la Dirección de Obras ha otorgado autorizaciones; los vecinos en algunas ocasiones han cumplido con la ley, pero no así en otras, y han construido en zonas de alto riesgo.



Con relación a las poblaciones Las Araucarias y Centenario, de Tomé, solicito que se oficie a la Gobernación Provincial de Concepción, a la Intendencia Regional, a la Oficina Nacional de Emergencia, al Servicio de Vivienda y Urbanismo, y a la Ilustre Municipalidad, con el objeto de que den a conocer las medidas que se están adoptando para evitar que el problema se repita este año y si cuentan con los recursos necesarios para efectuar las reparaciones.



Ya hemos señalado que, en la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos para el 2007, el arreglo de los muros de contención y el mejoramiento de las viviendas en estado precario deberán tener prioridad.



Para ese debate requerimos la mayor cantidad posible de datos respecto del costo de los programas de reparación de muros en Penco y Tomé. Y ojalá la Intendencia pudiera proporcionarnos la estimación del gasto total por ese concepto en la Región del Biobío, de manera que en el momento de la discusión presupuestaria conozcamos la  situación real por la que atraviesan sus pobladores. 



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.
CONOCIMIENTO DE ESTUDIOS TÉCNICOS ACERCA DE PUENTES

SOBRE RÍO BIOBÍO. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo que se oficie al Ministerio de Obras Públicas para que nos haga llegar los estudios técnicos de que dispone acerca de la vida útil de los puentes Juan Pablo II y Llacolén. 



Hay un gran debate público en la Octava Región respecto de si es necesario o no un cuarto puente. Se trata de una preocupación ciudadana y es importante tener certeza absoluta del estado de mantención tanto de los puentes recién señalados como del denominado “Puente Viejo”. 



Este último se construyó, por iniciativa privada, en la década del 30. Se intentó cobrar peaje, por primera vez en Chile; pero no resultó el negocio y el Estado terminó por asumir el costo. Sin embargo, se mantuvo en operación hasta el momento de su cierre, ocurrido hace algunos años.



 Se está evaluando efectuar estudios técnicos para determinar si es posible recuperarlo para la ciudad. Existe gran discusión sobre el punto. Espero que el debate no se politice y que, en definitiva, la decisión final se adopte considerando los parámetros de respuesta a la necesidad ciudadana de libre tránsito y de los costos, porque el Estado será el responsable de la obra. 



Por lo tanto, queremos analizar los estudios técnicos mencionados a fin de fijar un criterio -muy necesario a la hora de tomar decisiones- que permita pedir justificadamente al Ministerio de Obras Públicas un pronunciamiento acerca de la construcción del llamado “cuarto puente” sobre el Biobío.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 
PARALIZACIÓN DE OBRAS DE CÁRCEL EL MANZANO II. OFICIO

El señor NAVARRO.- Por otro lado, señor Presidente, pido que se oficie al Ministerio de Justicia con respecto a la paralización de la construcción de la cárcel El Manzano II. 



¿Qué ha pasado? 



Muchos estamos preocupados de la delincuencia y, en especial, de que las cárceles no se conviertan en universidades del delito. Sin embargo, eso es lo que sucede hoy en nuestros recintos penitenciarios, particularmente en El Manzano, que fue construido para 980 internos y hoy día tiene una población superior a dos mil. 



En incontables oportunidades hemos manifestado que el proceso de reinserción en la sociedad comienza por contar con prisiones que permitan el desarrollo y rehabilitación de los reclusos. Pero eso es imposible, por el grado de hacinamiento que existe en la cárcel El Manzano y en muchas otras.



La construcción de El Manzano II, que fue licitada a través del sistema de concesiones, se encuentra detenida desde el 20 de febrero del 2005. Y la verdad es que existe gran preocupación ciudadana -mía también- con relación a las causas de dicha paralización; a los plazos; a la fecha en que se reanudarán las obras, y en especial a los costos.



El programa de construcción de cárceles mediante el sistema de licitación a privados apareció como una solución evidente, moderna, para resolver el problema penitenciario. Sin embargo, el retraso y, sobre todo, los cambios en las especificaciones técnicas, además del aumento en los costos, han puesto en duda si efectivamente ése es el mecanismo más adecuado. Por lo tanto, el rol del Estado también se ha visto cuestionado. 



Está claro: la administración y dependencia directa de las cárceles recaerán siempre en Gendarmería, o sea, en el Ministerio de Justicia; pero la construcción y administración interna de ellas estarán en manos de privados. 



Por eso, más allá del debate sobre construcción de establecimientos penitenciarios a través del sistema de concesiones y de la fuerte discusión respecto de su administración, lo relevante es saber cuándo estará terminada la cárcel El Manzano II; cuáles fueron los motivos de la paralización de las obras, y qué empresa se hará cargo de ellas. Sólo entonces podremos pensar que en la Octava Región se terminará con el hacinamiento que hoy se observa en El Manzano, y en particular, que se brindarán mejores condiciones para la reinserción y rehabilitación de las personas que llegan a ese recinto para saldar su deuda con la sociedad.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 
REINCORPORACIÓN DE EX CARABINEROS Y GENDARMES. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, hace poco el Parlamento aprobó un proyecto que aumenta la planta de Carabineros de Chile en más de 6 mil funcionarios en los próximos cuatro años. 



En su oportunidad planteé la necesidad de que dicho incremento en la dotación sirviera para mejorar las condiciones de vida de los carabineros disminuyendo su jornada, que muchas veces supera las 100 horas semanales. Y la mayor responsabilidad recae en los solteros, quienes deben alojar en los cuarteles y, por lo tanto, permanecer a disposición del Mando en todo momento, situación que muchas veces termina jugando en contra de una mayor eficiencia. Porque lo cierto es que, cuando una persona trabaja 18 a 20 horas diarias de manera continua, presenta una condición física y psíquica que puede resultar precaria para el cumplimiento de la delicada función de proteger la vida de las personas. 



En ese sentido, sostuve que la reincorporación de carabineros retirados de la Institución puede constituir un mecanismo eficiente, toda vez que la preparación de nuevo personal no resulta fácil. Los cursos de instrucción y la capacidad para generar nuevos cuadros de oficiales y suboficiales son limitados.



Por lo tanto, solicito que se oficie a la señora Ministra de Defensa Nacional y al señor Subsecretario de Carabineros, a fin de que informen cuáles son las políticas que sigue la Institución para reincorporar a los funcionarios que se han retirado por invalidez o discapacidad y qué requisitos deben cumplir para volver a la vida laboral y prestar servicios hasta que el reglamento y sus condiciones personales lo permitan.



Muchos carabineros dejaron la Institución, a causa de accidentes o de  actos de servicio, en momentos en que se pensó que se podía prescindir de ellos. Hoy día muchos quieren volver y resultan necesarios. Pero las condiciones que se les ofrecen, así como las reglas para hacerlo, deben ser claras.



En su oportunidad me entrevisté con el anterior General Director de Carabineros señor Alberto Cienfuegos, para exponerle gran número de casos.



Como dije, se deben establecer condiciones muy claras para que carabineros retirados, ya sea por discapacidad, actos de servicio o accidentes y que se hallen en condiciones de desempeñar tareas administrativas o de otro tipo por contar con experiencia y un currículum intachable, se reincorporen en forma urgente. Me refiero a oficiales y suboficiales calificados en Lista 1; no a aquellos dados de baja o que figuraban en Lista 3 ó 4.



Por eso, pido que se nos informe, de manera detallada, cuáles son las condiciones para el reintegro de esas personas.



Quiero hacer extensivo ese razonamiento a Gendarmería de Chile, porque con las nuevas cárceles se necesitará mayor número de funcionarios experimentados. 



En esa Institución sucede lo mismo que en Carabineros: es indispensable disminuir su carga horaria. Muchas veces uno no distingue si los que están presos son los delincuentes o los gendarmes. Comparten tanto tiempo con los reclusos -lo cual los aleja mucho de sus familias- que la relación con ellos llega a ser muy estrecha. Y ése no es el objetivo.



Es indudable que los  gendarmes también requieren mecanismos de preparación. Pero, sobre todo, una vida más humana, más familiar, que el actual reglamento no permite.



Señor Presidente, pido oficiar al señor Ministro de Justicia con el objeto de que nos informe si, considerando la situación expuesta y el personal que requerirán las cárceles concesionadas, se ha decidido contratar nuevos funcionarios y reintegrar a los retirados por razones de invalidez, discapacidad o cualquier otra, y bajo qué modalidades.



De esa manera, algunos ex gendarmes que se han acercado a distintos Parlamentarios para ver la factibilidad de reincorporarse a la Institución, sabrán si podrán hacerlo, cuándo y en qué condiciones.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.
REACCIÓN ANTE CRÍTICAS A POSTERGACIÓN DE LEY DE 
RESPONSABILIDAD PENAL JUVENIL. OFICIO

El señor NAVARRO.- Por último, señor Presidente, quiero referirme al duro debate abierto por la Oposición respecto de las realizaciones de los Gobiernos de la Concertación.



Se ha sostenido que la prórroga de la puesta en vigencia de la ley que fija la imputabilidad juvenil a partir de los 14 años constituye un hecho grave.



Debo recordar que, como Congreso, tenemos asuntos pendientes con el Poder Judicial, porque hemos aprobado diversas leyes por las cuales se asignan a ese Poder del Estado nuevas tareas, trabajos y obligaciones.



Cuando aprobamos el proyecto que estableció los mecanismos de concesión  de las autopistas, impusimos a los juzgados de policía local -por mencionar un hecho que tiene que ver con los tribunales- una carga de trabajo que no pueden solventar, debido a los cientos de miles de partes que han de resolver por incumplimiento del pago de peaje a través del TAG. Y los jueces de policía local se han quejado de que les asignamos una tarea imposible de cumplir, pues dichos tribunales se han atestado de partes por concepto de multas. Esta materia debe ser regulada. 



Muchas veces uno vota las iniciativas haciendo plena confianza y fe en lo realizado por los colegas de bancada. Pero se me ha señalado que esas multas podrían aumentar, desde el máximo actual, de 35 mil o 40 mil pesos, a 2 millones de pesos, de acuerdo a un procedimiento legal de cobro inmediato.



Pero lo que deseo hacer resaltar es que los juzgados de policía local se encuentran absolutamente copados. Lo mismo ocurre con los tribunales de familia. Y puede suceder también con los del trabajo. 



Una situación similar se produjo cuando entró en vigencia la ley sobre violencia intrafamiliar. 



Hace poco aprobamos una iniciativa que castiga la discriminación por edad, sexo o condición social. Cuando se dicte la ley, seguramente suscitará una cantidad significativa de demandas. Esperamos que ello no ocurra, pero sí generará mayor carga de trabajo a los tribunales.



En este sentido, considero injustas las críticas que se han hecho. Al respecto, debe operar un principio elemental: desde el momento en que los órganos colegisladores Cámara de Diputados y Senado aprueban los proyectos, también se deben hacer responsables de sus contenidos. Y entre ellos está la implementación de la normativa.



Entonces, me parece injusto -y lamento que el Senador señor  Espina no se encuentre en la Sala- que se diga que la postergación de cierta ley implica una negligencia inexcusable, porque se omite el hecho de que, al momento de discutirse el respectivo proyecto en el Senado o en la Cámara Baja, los Parlamentarios responsables de aprobarla no explicitaron las condiciones para su entrada en vigor o no plantearon modificaciones acerca de circunstancias que podrían impedir su implementación.



Siento que aquí hay una obsesión política por atacar a la Concertación y destruir la importantísima obra realizada y que, como premio, la ha llevado al Gobierno por cuarta vez consecutiva en virtud de la voluntad soberana de las personas.



Creo que si el tema de fondo no es político; si no hay una campaña convenida -como yo pienso- consistente en disparar contra el ex Presidente Lagos y, eventualmente, contra los restantes ex Mandatarios de la Concertación, incluyendo al señor Frei, respecto de obras que todos los chilenos reconocen, esa conducta debe ser revisada de manera madura y seria.



Cuando el Poder Legislativo aprueba los proyectos que envía el Ejecutivo, la responsabilidad por la aplicación de las leyes que se dicten se halla implícita en el contenido de ellas. No resulta admisible que un análisis ex post dé cuenta de que determinada ley no puede entrar en vigencia por falta de implementación. 



Si el Parlamento aprueba iniciativas del Gobierno que no es factible implementar, la falla también es atribuible al Congreso y, a lo menos, la responsabilidad debe ser compartida.



Por lo tanto, sindicar a la Administración del ex Presidente Lagos como única culpable por la postergación de la aplicación de algunas leyes significa negar el fondo de una reflexión mayor: que el despacho de esas normativas requería un análisis más detenido. 



No existe una unidad de seguimiento de la aplicación de las leyes. Y ésta es una crítica ciudadana recogida del informe que se dio en la Sala sobre la encuesta relativa a la imagen del Congreso Nacional, y en particular del Senado. En general, la gente asigna una baja valoración a la tarea parlamentaria.



Señor Presidente, si actitudes como las descritas no fueran políticas y respondieran más bien al legítimo derecho a la crítica por parte de la Oposición -y la está haciendo-,  al menos debería haber una reflexión en torno a nuestra propia actuación y, sobre todo, a los debates que realizamos.



En mi opinión, si la ley que fija la imputabilidad penal a partir de los 14 años no se pudo implementar en los plazos establecidos, la responsabilidad es compartida. Porque si hubiésemos postergado la aprobación del proyecto pertinente hasta que estuvieran terminados los centros de detención preventiva -esto es lo que hoy día falta, ya que no se debe llevar a los jóvenes a las cárceles, donde hay delincuentes, sino a centros de detención preventiva con características especiales-, estoy plenamente convencido de que la Oposición nos habría acusado de retardar el despacho de una ley destinada a proteger a la gente. Entonces, "palos porque bogas y palos porque no bogas".



Lo concreto es que aprobamos la ley. Y ése era el primer paso para desencadenar un proceso que, sin duda, culminará con la construcción de los centros de detención preventiva.



Por lo tanto, pienso que hay una injusticia y cierta cuota de cinismo cuando la Oposición hace una crítica política eludiendo su propia responsabilidad, que también es nuestra. Se trata de una responsabilidad de la Oposición y de la Concertación en el Parlamento, y no sólo del Gobierno, independientemente de la opinión contraria que podamos sustentar sobre la excesiva concentración de poder en el Ejecutivo con relación al Legislativo, que yo siempre he planteado y que, sin duda, es desequilibrada.



En consecuencia, solicito que se oficie al señor Ministro de Justicia para que nos informe respecto de los plazos estipulados para la construcción de los centros de detención preventiva; las capacidades y condiciones que éstos tendrán, y si los recursos necesarios para ello se encuentran disponibles para el presente año -este aspecto será determinante en la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos para 2007-, a fin de no dilatar más la entrada en vigencia de la ley correspondiente.



Todos coincidimos en que esa normativa era necesaria. Recibimos  muchas críticas por establecer la imputabilidad penal a partir de los 14 años; pero concordamos en que era imprescindible dar esa señal, toda vez que muchos delincuentes estaban empleando niños para cometer sus delitos y así eludir las sanciones legales.



Sin embargo, me parece que el uso que se ha hecho de la prórroga de la ley en comento está fuera del marco justo de la crítica política que debe efectuar la Oposición.



Se ha caído en una campaña que ha desbordado todo precedente. La opinión pública evaluará si ése es el tipo de oposición que el país y la política requieren. Creo que no.



El asesinato de imagen que se intenta no dará resultado. Y las críticas a la Concertación debieran ser compartidas con la Oposición.



Espero que en algún momento tanto la Cámara de Diputados como el Senado reflexionen acerca de la posibilidad de efectuar un seguimiento a las leyes dictadas y a la forma de implementarlas, con el objeto de conocer su resultado y ganar la experiencia suficiente para no despachar otras  que, o no vayan a funcionar, o bien sean difíciles de poner en práctica. Porque, sin necesidad de tener una bola de cristal, si ese debate se hace y se resuelve aprobar determinado cuerpo legal, cada cual debe asumir su propia responsabilidad.



Pero, en el caso concreto de la ley sobre responsabilidad penal de los adolescentes, tengo la certeza de que todos dimos nuestros votos con la confianza de que era necesaria para combatir la delincuencia.



Por lo tanto, no es aceptable que hoy, después de su aprobación por las bancadas tanto oficialistas como opositoras, se sindique como únicos responsables del retraso de su puesta en marcha a los Gobiernos de la Concertación, y en particular, al del ex Presidente Lagos.



Se podrán evaluar las causas y habrá que realizar un mejoramiento en tal sentido; es el propósito de la actual Administración. A mí me interesa que las promesas se cumplan. Pero para eso se requiere colaboración y no eludir la responsabilidad que a cada uno le cabe.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:41.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESION 11ª, ORDINARIA, EN MARTES 2 DE MAYO DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Interior, don Andrés Zaldívar, la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso, el señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos y la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Las actas de las sesiones octava, ordinaria, de 18 de abril de 2006, y novena, ordinaria, y décima, especial, ambas de 19 de abril de 2006, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

___________________________

CUENTA

Mensajes



Seis de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con los dos primeros, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas: 



1) Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior (Boletín Nº 3.224-04), y



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el tercero, retira la urgencia, y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el cargo de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y le confiere rango de Ministro de Estado (Boletín N° 4.148-06).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los dos siguientes, hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, respecto de los siguientes asuntos, en segundo trámite constitucional:



1) Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Federal de Alemania sobre Cooperación Financiera”, suscrito en Santiago, el 4 de julio de 2005 (Boletín N° 4.010-10), y



2) Proyecto de ley que crea nuevos escalafones en las Plantas de la Policía de Investigaciones de Chile (Boletín N° 4.001-02).



-- Se tiene presente las urgencias, y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el sexto, retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (Boletín N° 3.139-05).



-- Queda retirada la urgencia, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia la señora Presidenta de la República:



Con el primero, somete a consideración del Senado, solicitando su acuerdo, la proposición para designar a doña Margarita Eliana Herreros Martínez como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema (Boletín Nº S 850-05).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo, solicita se disponga lo necesario para que el Congreso Nacional se reúna en Congreso Pleno el día 21 de mayo próximo a fin de recibir la cuenta del estado administrativo y político de la Nación, y propone, para tal efecto, que la mencionada sesión sea convocada para las 10:00 horas de dicho día.



-- Se accedió a lo solicitado.



Seis del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada de la sentencia dictada respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.419 en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco (Boletín Nº 3.825-11).



-- Se toma conocimiento, y se mandó remitir el proyecto a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con los tres siguientes, informa de tres requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentados ante dicho tribunal; que han sido acogidos a tramitación, y que en ellos se ha decretado remitir copia de los mismos y de dichas resoluciones al Senado, a fin que en el plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes. 



Con los dos últimos, informa de dos requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad presentados ante dicho tribunal, y que los mismos han sido acogidos a tramitación.



-- Pasan los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, a fin que informe a la Sala sobre el procedimiento a seguir. 



De la Excelentísima Corte Suprema, por medio del cual emite su parecer respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Zaldívar (don Adolfo) y ex Senadores señores Moreno y Zaldívar (don Andrés), sobre requisitos, facultades y forma de nombramiento de oficiales primeros de las notarías (Boletín N° 4.096-07).



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que modifica causal de término de funciones de los trabajadores de la atención primaria de salud (Boletín N° 2.840-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que crea la XV Región de Tarapacá y Parinacota y la Provincia del Tamarugal, en la Región de Tarapacá (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.048-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema. 



Con el tercero, remite la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Especial de Presupuestos.



-- Se toma conocimiento.



Con el cuarto, informa que ha desechado algunas de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior (Boletín Nº 3.224-04), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.



-- Se toma conocimiento y se designa a los Honorables señores Senadores miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología para que integren la referida Comisión Mixta.



Del señor Contralor General de la República, subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor García, sobre estado en que se encuentra la presentación que realizara el Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Carahue al Organismo Contralor, mediante ordinario N° 0167, de 7 de marzo del presente.



De la señora Ministra de Defensa Nacional, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre situación previsional de soldados conscriptos que realizaron su Servicio Militar Obligatorio entre los años 1976 y 1979, en el Regimiento Pudeto, Punta Arenas.



De la señora Ministra de Planificación, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre la existencia de estudios para regionalizar la tabla de evaluación de las Fichas CAS, o Fichas Familia, que considere diferencias geográficas y de costo de la vida de sus habitantes.



De la señora Ministra de Salud, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre situación de 300 trabajadores del sector salud, que se desempeñan en hospitales públicos, a quienes se les exigiría renunciar a sus derechos por años de servicio para adquirir condición de funcionarios a contrata.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre reparaciones anunciadas para siete conjuntos habitacionales de la Región de La Araucanía, que presentan fallas estructurales y de construcción.



Del señor Subsecretario de Pesca, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del ex Senador señor Stange, sobre situación de las personas dedicadas al cultivo y extracción de algas glaciarias en la ribera norte del Río Maullín.



Del señor Director del Servicio Electoral, mediante el cual remite los resultados electorales de las elecciones de Presidente de la República, de Senadores y de Diputados, de acuerdo con los escrutinios generales y las sentencias de proclamación comunicadas por el Tribunal Calificador de Elecciones.



Del señor Superintendente de Seguridad Social, por medio del cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre situación previsional de persona que indica.



Dos de la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el sometimiento al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental del denominado “Proyecto Hidroeléctrico Aysén”.



Con el segundo, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a los daños que experimentaría la fauna y flora del Cerro San Cristóbal a consecuencia de la construcción de la nueva variante Vespucio-El Salto-Kennedy, en la ciudad de Santiago.



Del señor Fiscal Regional del Ministerio Público de Antofagasta, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre el estado de tramitación de causa que indica.



Del señor Coordinador General de Concesiones, subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo al mejoramiento de conectividad y cierre de acceso en la población Michigan, en la comuna de Collipulli.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Collipulli, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo al mejoramiento de conectividad y cierre de acceso en la población Michigan. 



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Calama, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre inadecuada iluminación pública de la población Independencia Norte.



Del General de Carabineros Jefe de la IX Zona Araucanía, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a diversos problemas que afectan a vecinos de la población Michigan, de la comuna de Collipulli.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de las Actas que indica del XXII Congreso de la Unión Postal Universal, adoptadas el 15 de septiembre de 1999 (Boletín Nº 3.808-10).



De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea nuevos escalafones en las Plantas de la Policía de Investigaciones de Chile (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 4.001-02).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, con el objeto de establecer la comunicación al boletín comercial de los incumplimientos graves de deudas alimenticias, penalizar el incumplimiento malicioso en el pago de pensiones alimenticias y otorgar competencia a juez que indica para conocer aumento, disminución o cese de la pensión alimenticia de menores (Boletines números 2.600-18, 3.093-18 y 3.619-18)



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que hace aplicable el procedimiento simplificado y la franquicia de arancel a todo contrato en que se aplique cualquier tipo de subsidio habitacional estatal a la adquisición de una vivienda social (Boletín N° 3.992-14)



-- Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables Senadores señores Girardi, Letelier, Navarro y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley que declara la nulidad del decreto ley N° 2.191, de 1978 (Boletín N° 4.162-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi, Espina, Navarro y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley que modifica la responsabilidad penal de gendarmes y reclusos en caso de riñas con resultado de lesiones graves o muerte (Boletín N° 4.163-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Horvath, Muñoz Aburto y Naranjo, con la que inician un proyecto de ley que exige cinturón de seguridad en buses (Boletín N° 4.164-15).



-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Muñoz Aburto y Naranjo, con la que inician un proyecto de reforma constitucional sobre iniciativa popular en la formación de la ley (Boletín N° 4.165-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Horvath, Muñoz Aburto y Naranjo, con la que inician un proyecto de ley que establece una advertencia sobre el consumo excesivo de bebidas alcohólicas (Boletín N° 4.166-11).



-- Pasa a la Comisión de Salud.



Del Honorable Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley que modifica las normas sobre recursos relacionados con la medida de prisión preventiva (Boletín N° 4.168-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Muñoz Aburo y Naranjo, con la que inician un proyecto de ley que rebaja la edad para participar en juntas de vecinos (Boletín N° 4.169-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi y Naranjo, con la que inician un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado en lo relativo al tratamiento de los Senadores (Boletín N° S 849-09).



-- Pasa a la Comisión Especial encargada de estudiar en particular el proyecto de acuerdo que introduce modificaciones al Reglamento del Senado (Boletín N° S 760-09).



Del Honorable Senador señor García, con la que inicia un proyecto de reforma constitucional sobre rehabilitación de ciudadanía (Boletín N° 4.172-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Horvath, Navarro, Prokurica y Ruiz-Esquide, mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia la señora Presidenta de la República dictar el Reglamento de Disciplina de Gendarmería de Chile, y adecuar el Reglamento de Establecimientos Penitenciarios (Boletín N° S 848-12).



-- Queda para el tiempo de votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Escalona, Muñoz Aburto, Núñez y Letelier, con la que presentan un proyecto de ley que establece un porcentaje adicional de 10% para las cuentas por consumos en los locales que expendan bebidas y alimentos, destinado a formar parte, para todos los efectos legales, de las remuneraciones de garzones y camareros.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en los números 1 y 4 del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Naranjo y Muñoz Aburto, con la que presentan un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, estableciendo condiciones especiales para el trabajo de niños artistas menores de 15 años de edad.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en el inciso tercero, y en el No 2 del inciso cuarto, del artículo 65 de la Carta Fundamental, y en virtud de lo establecido en los artículos 14 y 15 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Naranjo y Muñoz Aburto, con la que presentan un proyecto de ley que regula la actividad de los investigadores privados.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en el No 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Horvath, Naranjo y Muñoz Aburto, con la que presentan un proyecto de ley sobre patrimonio cultural material indígena, que declara monumentos históricos a cementerios e iglesias que indica, estableciendo un acceso preferente al Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y Las Artes, para su reparación. 



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en el inciso tercero y en el No 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Horvath, Naranjo y Muñoz Aburto, con la que presentan un proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades para promover la participación ciudadana en la asignación y denominación, así como de su ubicación, de todos los bienes fiscales, bienes nacionales de uso público, y bienes administrados por Ministerios y otras reparticiones públicas. 



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en el No 2, del inciso cuarto, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Horvath, Naranjo y Muñoz Aburto, con la que presentan un proyecto de ley que establece normas de calidad, seguridad y fiscalización de extintores.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en el No 2, del inciso cuarto, del artículo 65 de la Carta Fundamental.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Naranjo y Muñoz Aburto, con la que presentan un proyecto de ley que crea el cargo de síndico ambiental.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en el No 2, del inciso cuarto, del artículo 65 de la Carta Fundamental.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Naranjo y Muñoz Aburto, con la que presentan un proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado en lo relativo a inhabilidades e incompatibilidades para el ejercicio de cargos públicos de exclusiva confianza del Presidente de la República.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en el No 2, del inciso cuarto, del artículo 65 de la Carta Fundamental.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Naranjo y Muñoz Aburto, con la que presentan un proyecto de ley que modifica la Ley sobre Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas y otros cuerpos legales, a fin de prohibir y sancionar la selección, reclutamiento, financiamiento, entrenamiento y envío de mercenarios al extranjero.



-- Se declara inadmisible en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 65 de la Constitución Política de la República, y por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en el No 2, del inciso cuarto, del artículo 65 de la Carta Fundamental.



De los Honorables Senadores señores Horvath, Bianchi, Kuschel y Navarro, con la que presentan un proyecto de ley que modifica el Código de Aguas y la Ley General de Bases del Medio Ambiente, estableciendo la protección de glaciares.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental, en relación al N° 10 del artículo 63 de la Constitución Política de la República.

Permisos constitucionales



Comunicación del Honorable Senador señor García, por medio de la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país, a fin de participar en el Primer Seminario Subregional del Foro Parlamentario de Gestión para Resultados en el desarrollo, en la ciudad de Buenos Aires, Argentina, y en el Encuentro Entre Parlamentarios de América Latina y el Caribe con el Parlamento Europeo, en Bregenez, Austria.



Comunicación del Honorable Senador señor Muñoz Barra, por medio de la cual solicita permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 9 de mayo en curso.



-- La Sala otorga los permisos solicitados.

_______________

_______________



Inmediatamente, el señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien en cuanto a la declaración de inadmisibilidad efectuada respecto de la Moción que presentara en conjunto con los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Núñez, relativa al establecimiento de un porcentaje adicional de 10% para las cuentas por consumos en los locales que expendan bebidas y alimentos, destinado a formar parte, para todos los efectos legales, de las remuneraciones de garzones y camareros, solicita, de conformidad con lo preceptuado por el inciso final del artículo 80 del Reglamento de la Corporación, que la Sala reconsidere dicha declaración.



Sobre el particular, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Aburto.



El señor Presidente sugiere a la Sala enviar esta materia en consulta a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



La Sala así lo acuerda.



En seguida, el señor Presidente comunica a la Sala que en la reunión de los Comités se analizó el tema de la declaración de inadmisibilidad de una serie de Mociones, que se consigna en la Cuenta de esta sesión, resolviéndose que sus autores efectúen una revisión de las mismas, en lo tocante a los aspectos que involucran su inadmisibilidad, de manera que puedan volver a presentarlas para darles curso, de conformidad con la normativa constitucional pertinente.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

 

1) Otorgar cinco minutos, antes de comenzar el Orden del Día de la sesión de hoy, al Honorable Senador señor Muñoz Barra, Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, para que dé cuenta del viaje realizado por dicha Comisión a Brasil.



2) Considerar, en el tercer lugar de la Tabla del día de hoy, el asunto signado con el número 1, esto es, el proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Ominami, y los ex Senadores señores Boeninger y Foxley, en primer trámite constitucional, sobre juegos de azar ilícitos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (Boletín N° 3.935-07).



3) Citar a sesión especial, a las 15:45 horas de mañana miércoles, para ocuparse del oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, por el que solicita el acuerdo del Senado para designar a doña Margarita Herreros Martínez, como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema (Boletín N° S 850-05), siempre que esté informado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



4) Abrir nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta las 12:00 horas del día lunes 15 de mayo en curso, respecto de los siguientes proyectos de ley:



a) El relativo a la responsabilidad fiscal (Boletín N° 4.000-05); 



b) El que introduce, en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República, y



c) El que modifica la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objeto de reconocer el derecho a la asistencia en el acto de votar para las personas con discapacidad (Boletín N° 3.504-11).

________________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Ominami, quien respecto del acuerdo de Comités acerca del nombramiento como Ministra de la Corte Suprema de la magistrada señora Margarita Herreros, estima que es poco razonable fijar desde ya la sesión para adoptar la decisión correspondiente, sin haber cumplido con el requisito previo de que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento escuche a la persona propuesta.



Sobre la misma materia, el señor Presidente concede la palabra a los Honorables Senadores señores Gómez y Larraín, los que informan a la Corporación que la señora magistrada no podrá asistir a la audiencia con la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, fijada para el día de mañana, de manera que ella se celebrará en la semana próxima.



El señor Presidente manifiesta que, en consecuencia, la sesión especial de Sala acordada citar para el día de mañana, queda sin efecto.

________________

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que puedan ingresar a la Sala la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, y el señor Subsecretario General de la Presidencia.



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Espina, quien manifiesta su oposición al ingreso de los referidos Subsecretarios, en atención a la no asistencia del señor Ministro de Hacienda a la Comisión de Agricultura, instancia a la que ha sido invitado en tres ocasiones.



Luego, el señor Presidente, en relación al mismo tema, otorga la palabra al Honorable Senador señor Ominami.



El señor Presidente informa a la Sala que el Honorable Senador señor Espina le había mencionado la necesidad de que el señor Ministro de Hacienda asistiera a la Comisión de Agricultura, de modo que se puso en contacto con dicho Secretario de Estado para solicitarle que fijara una fecha en la que pudiera concurrir.

 

Seguidamente, el señor Presidente expresa que no existe acuerdo en la Corporación para permitir el ingreso de los mencionados señora y señor Subsecretarios.

- - -



A continuación, y de conformidad con el acuerdo adoptado por los Comités, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra, Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, quien da cuenta a la Sala del viaje efectuado por la Comisión al Parlamento de la República Federativa del Brasil.

_______

ORDEN DEL DIA

Proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que establece los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de reforma constitucional de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de reforma constitucional, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que establece los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, correspondiente al Boletín Nº 3.955-07.



Previene el señor Secretario General que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia que esta iniciativa, por incidir en el Capítulo XIV de la Constitución Política de la República, debe ser aprobado por las tres quintas partes de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 127 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que la Comisión discutió en general y en particular este proyecto de reforma constitucional, por tratarse de aquéllos de artículo único, proponiendo al señor Presidente que la Sala adopte igual resolución.



Agrega el señor Secretario General que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe aprobó en general y en particular el proyecto de reforma constitucional, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bianchi, Larraín, Núñez, Pérez Varela y Sabag, y propone, en consecuencia, a la Sala, su aprobación, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:



“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Constitución Política de la República:



1) Agrégase en el Capítulo XIV a continuación del artículo 126, el siguiente párrafo, nuevo:



“Disposiciones Especiales



Artículo 126 bis.- Son territorios especiales los correspondientes a Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández. El Gobierno y Administración de estos territorios se regirá por los estatutos especiales que establezcan las leyes orgánicas constitucionales respectivas.”.



2) Agrégase la siguiente disposición transitoria:



“Vigésimaprimera.- Mientras no entren en vigencia los estatutos especiales a que se refiere el artículo 126 bis, los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández continuarán rigiéndose por las normas comunes en materia de división político-administrativa y de gobierno y administración interior del Estado.”.”.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de reforma constitucional, hacen uso de la palabra el señor Ministro del Interior y los Honorables Senadores señores Romero, Bianchi, Arancibia, Cantero, Larraín, Ominami, Vásquez, Gazmuri, Sabag, Pérez Varela y Horvath.

- - -



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Cantero solicita se envíe oficio al señor Ministro del Interior para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación acerca de la posibilidad de que los buques de la Armada Nacional puedan efectuar el transporte hacia Isla de Pascua y el Archipiélago de Juan Fernández, de productos requeridos por el mercado normal de dichas comunidades insulares.

- - -



Cerrado el debate y puesta en votación en general y en particular esta iniciativa, es aprobada por 29 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política de la República.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

- - -



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor Coloma, quien, en atención a que se trata de la votación de una reforma constitucional, indica que debería quedar constancia, en forma electrónica, del pronunciamiento de cada señor Senador y solicita que se pueda consignar de esa manera.



El señor Presidente manifiesta que la votación ha sido proclamada, por lo que no cabe realizar nuevamente el acto de votación.

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, que establece medidas contra la discriminación, con informe de la Comisión de 

Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, correspondiente al Boletín Nº 3.815-07.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía deja constancia que los artículos 5º y 7º de la iniciativa de ley deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo preceptuado por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que por oficio Nº 26.003, del 12 de octubre de 2005, se consultó a la Excelentísima Corte Suprema acerca del proyecto de ley, de conformidad con las normas constitucionales y legales pertinentes, respondiendo el Máximo Tribunal que ya lo había informado a la Cámara de Diputados, mediante el oficio Nº 58, del 3 de mayo de 2005. Sin perjuicio de lo anterior, y en atención al hecho de que la referida Corporación le introdujo algunas variaciones al Mensaje presentado por el Ejecutivo, la Excelentísima Corte Suprema efectuó una serie de observaciones contenidas en el oficio Nº 168, de fecha 22 de noviembre de 2005, dirigido al Senado.



Agrega que la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Girardi, Kuschel y Naranjo, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general del proyecto, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Disposiciones Generales



Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley tienen por objeto prevenir y eliminar toda discriminación arbitraria que se ejerza contra cualquier persona que suprima o menoscabe los derechos y libertades consagrados en la Constitución Política de la República y en los Tratados Internacionales en que Chile sea parte.



Artículo 2°.- Corresponde al Estado elaborar las políticas y arbitrar las acciones que sean necesarias para garantizar a toda persona, sin discriminación alguna, el pleno, efectivo e igualitario goce y ejercicio de sus derechos y libertades.



El Estado podrá establecer distinciones o preferencias destinadas a promover y fortalecer el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos de las personas o grupos de personas, en los términos que establece la Constitución Política de la República.



El establecimiento de las distinciones o preferencias señaladas en el inciso anterior, deberá siempre tener carácter temporal, deberá cesar en cuanto se logre el objetivo que las justificó y no podrá derivar, en su aplicación, en el mantenimiento de estándares o derechos desiguales.



Asimismo, el contenido de las medidas que el Estado adopte en este sentido, deberá estar relacionado directamente con las personas o grupo de personas que se encuentren en una posición de desventaja con respecto al resto de la población, y destinado específicamente a superar dicha determinada desventaja.



Artículo 3°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación arbitraria toda forma de distinción, exclusión, restricción o preferencia arbitraria fundada en cuestiones de raza, xenofobia, religión o creencias, origen nacional, cultural o socio económico, la verdadera o supuesta pertenencia o no pertenencia a una etnia o raza determinada, en una enfermedad o discapacidad, apariencia, lugar de residencia, por el género u orientación sexual, descendencia, edad, opinión política  o cualquiera otra condición social o individual y cuyo fin o efecto sea la abolición o menoscabo del reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos esenciales a toda persona humana, en los términos establecidos en la Constitución Política de la República, así como en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.



Artículo 4°.- No se considerarán discriminatorias las siguientes conductas:



a) Las distinciones basadas en capacidades o conocimientos especializados para  desempeñar una actividad determinada;



b) En el ámbito de la educación, los requisitos académicos, de evaluación y los límites por razón de edad;



c) Las que se establezcan como requisitos de ingreso o permanencia para el desempeño del servicio público y cualquier otro señalado en los ordenamientos legales;



d) Las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias que se hagan entre ciudadanos y no ciudadanos, y



e) En general, todas las que no tengan el propósito de suprimir o menoscabar los derechos y libertades, la igualdad de oportunidades de las personas ni de atentar contra la dignidad humana.

Título II

Acción especial de no discriminación



Artículo 5°.- El directamente afectado, por sí o cualquiera a su nombre, podrá denunciar los actos u omisiones que importen una discriminación arbitraria que se hubieren cometido en su contra.



La Corte podrá, a petición fundada del interesado, decretar orden de no innovar, cuando el acto u omisión recurridos pudiese causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resolviere, en caso de acogerse la pretensión.



Artículo 6°.- Deducida la acción, el tribunal deberá investigar la denuncia y dar curso progresivo a los autos hasta el fallo definitivo.



La Corte requerirá informe a la persona denunciada de cometer el acto u omisión y a quien estime pertinente, notificándola por oficio.  Ésta dispondrá del plazo de diez días hábiles para formular observaciones.



Evacuado el informe, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes. La Corte, una vez concluido el término probatorio, estará facultada para decretar las medidas probatorias que estime necesarias para mejor resolver.



La Corte dictará sentencia dentro del término de 15 días, desde que quede en estado de sentencia.



Artículo 7°.- La Corte de Apelaciones respectiva en su sentencia adoptará de inmediato las providencias que juzgue necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado, como dejar sin efecto el acto de discriminatorio u ordenar que cese en su realización.



Asimismo, la Corte podrá declarar la procedencia de indemnizaciones, que en su caso correspondan, para reparar el daño moral y material ocasionado.  En dicho caso, el afectado podrá demandar ante el juez de letras competente, la determinación de la indemnización de los perjuicios que procedieren.  El monto de la indemnización será determinado en procedimiento breve y sumario.



Si la sentencia estableciere fundadamente que la denuncia carece de toda base, la Corte declarará que el denunciante es responsable de los perjuicios que hubiere causado, los que se perseguirán ante el tribunal civil que sea competente, en procedimiento breve y sumario.



Artículo 8°.- En caso que la Corte declare que un funcionario público en el ejercicio de su cargo o con ocasión de él, cometió actos de discriminación arbitraria, a los que se refiere el artículo 3° de esta ley, respecto de una persona natural o jurídica, consistente en rehusar el suministro de un bien o servicio a que ésta tenga derecho, podrá ser sancionado con multa de 50 a 100 unidades tributarias mensuales.



Si tales actos discriminatorios fueron cometidos en el ejercicio de una actividad privada, en la que se presten servicios de utilidad pública, el responsable también podrá ser sancionado con multa igual a la establecida en el inciso anterior.

Título III

Disposiciones finales



Artículo 9°.- Agrégase en la letra l) del artículo 82 de la ley N° 18.883, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, a continuación de las palabras “acoso sexual” las siguientes: “y la discriminación arbitraria” y reemplázase la frase “entendido según los términos del artículo 2°, inciso segundo, del Código del Trabajo” por “entendido por el primero lo señalado por el artículo 2º, inciso segundo, del Código del Trabajo y por lo segundo lo expresado en el artículo 3° de la Ley que Establece Medidas Contra de la Discriminación.”.


Artículo 10°.- Incorpóranse al Código Penal las siguientes modificaciones:



1.- Agrégase en el artículo 12, el siguiente numeral:



“21º Cometer el delito, motivado por discriminación arbitraria, en los términos descritos en el artículo 3º de la Ley que Establece Medidas Contra de la Discriminación.”.



2.- Incorpórase un párrafo 1 bis nuevo, al Título III del Libro II y el siguiente artículo:



“1 bis. De los delitos contra la igualdad de las personas, en dignidad y derechos.



Artículo 137 bis. El que cometiere o incitare a otros a causar daño a personas o a sus bienes motivado por una discriminación arbitraria en perjuicio de esas personas, en los términos que señala el artículo 3º de la Ley que Establece Medidas Contra la Discriminación, será castigado con la pena de reclusión menor en sus grados mínimo a medio.



Cuando se tratare de asociaciones con los objetivos del inciso primero, la pena será de reclusión menor en su grado medio y a los fundadores o que ejercieren mando en la asociación, la pena será de presidio menor en su grado medio a máximo.”.



3.- Agrégase el siguiente artículo 274 bis:



“Artículo 274 bis.- Incurrirá en la pena de multa de cinco a veinte unidades tributarias mensuales el que, en el ejercicio de actividades profesionales o empresariales, cometiere la discriminación definida en el artículo 3º de la Ley que Establece Medidas Contra la Discriminación, respecto de una persona natural, cuando ella consista en rehusar el suministro de un bien o servicio que ofreciere y a que el ofendido tenga derecho, o en subordinarlo a la concurrencia o ausencia de alguno de los motivos de discriminación señalados en el citado artículo 3º.”.”.

- - -



El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto de ley y hacen uso de la palabra el Honorable Senador señor Chadwick, el señor Ministro Secretario General de Gobierno y la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer.

- - -



A continuación, el señor Presidente consulta a la Sala en cuanto a declarar, en este momento, abierta la votación en forma nominal.



La Corporación acuerda abrir la votación respecto del proyecto de ley en discusión.

- - -



Cerrado el debate, la iniciativa de ley es aprobada en general por 33 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta manera, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi, Kuschel, Larraín, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 5 de junio de 2006, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este proyecto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

_____________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por diversos señores Senadores, mediante el cual se solicita a S. E. la Presidenta de la República disponer el estudio y la adopción de medidas que permitan pagar la deuda histórica que el Estado de Chile adquirió con los profesores por el no pago de la asignación establecida en el artículo 40 del 

decreto ley Nº 3.551, de 1981



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General informa que el proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, Frei, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar, correspondiente al Boletín Nº S 847-12, es del siguiente tenor

PROYECTO DE ACUERDO:



Considerando



Primero: Que el Senado en dos oportunidades, 5 de abril de 2000 y 9 de noviembre de 2004, ha acordado, por la unanimidad de sus miembros presentes, solicitar al Presidente de la República que se encargue al Ministro de Educación y a las reparticiones públicas pertinentes, oyendo al profesorado y a los municipios del país, el estudio y proposición de una solución definitiva, dentro de las posibilidades del erario nacional, que permita poner término a la deuda que el Estado de Chile adquirió con sus profesores por el no pago oportuno, de parte de los municipios, de la asignación establecida por el decreto ley Nº 3.551, de 1981, en su artículo 40, manifestándole, además, su disposición de apoyo a la fórmula que se acordare, en tanto ella requiera aprobación legislativa.



Segundo: Que en ambas ocasiones el Senado tuvo presente la situación de numerosos profesores del país que dejaron de percibir la mencionada asignación, por cuanto los municipios a quienes se traspasó la administración educacional no contaron con la provisión de fondos requeridos para ello, que debió ser provista por el Estado.



Tercero: Que, asimismo, se tuvo en consideración que en diversas comunas los profesores afectados entablaron juicios en contra de los respectivos municipios, algunos de los cuales obtuvieron sentencia favorable, declarándose la responsabilidad del Estado, en cuya representación los municipios adquirieron la obligación.



Cuarto: Que el Colegio de Profesores organizó la presentación de una demanda al Fisco por dicha deuda, la que fue entablada por miles de profesores de todas las Regiones del país y que se encuentra en un estado de tramitación avanzado.



Quinto: Que el Senado planteó en esas oportunidades que la determinación que el Estado adoptara debería favorecer no sólo a quienes obtuvieron un fallo favorable, sino que a todos los que se encontrasen en idéntica situación, porque así lo reclama la justicia, más allá de lo que fallaron algunos tribunales.



Sexto: Que resulta del todo justo y conveniente avanzar soluciones en este ámbito, que cuenten con la participación del Gobierno, del Congreso Nacional, de los municipios y de los profesores, incluido el gremio que los representa.



Séptimo: Que no obstante la fuerza de esos acuerdos y del sentimiento del profesorado, aún no se han concretado medidas que pongan fin a los problemas derivados de la denominada “deuda histórica” que el Estado tiene con un elevado número de profesores, muchos de ellos de edad avanzada o que incluso ya han fallecido.



El Senado acuerda:



1.- Solicitar a S. E. la Presidenta de la República, doctora Michelle Bachelet, que disponga un estudio completo de la situación planteada, destinado a proponer medidas concretas que den solución definitiva, en las condiciones y plazos que los recursos fiscales lo permitan, a la deuda adquirida por el Estado de Chile con los profesores, que se originó en el no pago oportuno de parte de los municipios de la asignación establecida en el artículo 40 del decreto ley Nº 3.551, de 1981.



2.- Reiterarle a S. E. la Presidenta de la República su voluntad de apoyar la fórmula que el Gobierno determine, oídos el profesorado y los municipios, en tanto ella requiera de aprobación legislativa.

- - -



Sometido a votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 30 votos a favor.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar,



El texto aprobado por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Cantero:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, sobre revisión del Proyecto de Ampliación de la Costanera Central de la ciudad de Antofagasta.



2) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Calama, respecto de obras de mejoramiento del ex Estadio Escolar de la ciudad de Calama.



3) Al señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, para que informe a esta Corporación acerca de la apropiación indebida de bienes nacionales correspondientes al espacio público señalado como línea de litoral, en la ciudad de Antofagasta.



4) Al señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Segunda Región, en cuanto al traspaso de terrenos a los integrantes del Comité de Allegados “Pequeña Unión”, de la ciudad de Antofagasta.



--Del Honorable Senador señor Chadwick, al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe a esta Corporación respecto del inicio de los trabajos de construcción del Embalse Convento Viejo y sobre las reparaciones del Puente Cachapoal en el “by pass” Rancagua.



--Del Honorable Senador Coloma, a la señora Ministra de Defensa Nacional, acerca de las condiciones de salud que presentan las tropas chilenas presentes en la República de Haití y en la República de Bosnia y Herzegovina.



--Del Honorable Senador señor Espina:



1) A S. E. la Presidenta de la República, solicitándole se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas contenidas en la iniciativa que se adjunta, referida a incorporar la facultad de las Municipalidades para convenir el pago de las deudas por impuestos, contribuciones y derechos municipales y condonar las multas, intereses y capital de las mismas.



2) Al señor Ministro de Educación, al señor Alcalde y Concejales de la Ilustre Municipalidad de Curacautín, al señor Director de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas y al señor Director Provincial de Malleco de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, acerca del aumento de las raciones alimenticias para el alumnado de educación media del Liceo Las Araucarias de Curacautín.



3) Al señor Ministro de Obras Públicas, al señor Director Nacional de Vialidad y al señor Director Nacional de Concesiones, respecto de la exención del pago de peaje por el uso del Túnel Las Raíces a los vecinos de Lonquimay, y a los vehículos de emergencia que por allí transitan.



4) Al señor Comandante en Jefe del Ejército y a la señora Subsecretaria de Bienes Nacionales, sobre el traspaso de 25 hectáreas del predio Chumay a la Ilustre Municipalidad de Traiguén.



5) A la señora Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, en cuanto a la situación que enfrentan las adolescentes atendidas por los Hogares de Menores al cumplir 18 años de edad.



6) Al señor Alcalde y Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Curacautín, al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región y al señor Director de Vialidad de la Novena Región, sobre la necesidad de efectuar obras de enripiado de cuatro caminos vecinales de la comuna de Curacautín.



7) Al señor Alcalde y Concejo Municipal de la Ilustre Municipalidad de Ercilla y al señor Gerente General de la Empresa Eléctrica de La Frontera, acerca del mal estado del alumbrado público de la localidad de Pailahueque.



8) Al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región y al señor Director de Vialidad de la Novena Región, respecto de obras de reparación del camino de acceso a la Comunidad Toquihue, de la comuna de Victoria.



--Del Honorable Senador señor Frei, al señor Ministro de Obras Públicas, al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Décima Región y al señor Director Regional de Vialidad de la Décima Región, en cuanto a la construcción de una ciclovía en la Ruta T 350, que une la ciudad de Valdivia con la localidad de Niebla.



--Del Honorable Senador señor García:



1) A S. E. la Presidenta de la República, solicitándole se sirva considerar la posibilidad de presentar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas contenidas en la iniciativa que se adjunta, referida a la forma de recuperar la ciudadanía.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, acerca del estado de avance de la construcción del puente Carhuello, comuna de Pucón.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Undécima Región, al señor Director Nacional de Vialidad y al señor Director Regional de Vialidad de la Undécima Región, en cuanto a los caminos públicos que serían inundados a consecuencia de la puesta en marcha de los proyectos de centrales hidroeléctricas que se construirán en los Ríos Baker y Pascua.



2) Al señor Ministro de Obras Públicas, al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Undécima Región, al señor Director Nacional de Vialidad y al señor Director Regional de Vialidad de la Undécima Región, respecto del mejoramiento y construcción de caminos secundarios y locales en la Región de Aysén.



--Del Honorable Senador señor Larraín, al señor Ministro de Agricultura, sobre la situación que afecta a los viñateros de la comuna de San Javier y Villa Alegre, Séptima Región.



--Del Honorable Senador señor Romero, al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando el envío a esta Corporación de los antecedentes referidos a las propuestas y acuerdos celebrados con la Concesionaria Nororiente, en cuanto a la construcción del enlace Centenario.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere al aumento de la delincuencia en la ciudad de Vallenar.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor General Director de Carabineros de Chile para que, si lo tiene a bien, considere la incorporación de la ciudad de Vallenar al Plan Cuadrante.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Seguidamente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien solicita enviar oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Salud para que, si lo tiene a bien, contemple la necesidad de elevar la categoría del Hospital de Quellón, que en la actualidad posee el tipo 4, al tipo 2.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Bianchi, quien se refiere a la situación que enfrentan los profesores de Punta Arenas, en cuanto a que no están percibiendo en sus remuneraciones los fondos destinados en la ley Nº 19.933.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Educación para que, si lo tiene a bien, analice el problema planteado.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



En seguida, el Honorable Senador señor Horvath hace uso de la palabra y se refiere a la necesidad de que en los estudios de línea base y de todos aquéllos que sirvan para efectuar la evaluación de los proyectos hidroeléctricos de la Patagonia chilena, se contemplen las distintas áreas a inundar, y que se considere la realización de un programa de capacitación para que los habitantes de la Región de Aysén puedan participar mayoritariamente de los referidos proyectos.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficios, en su nombre, a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia y a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente para que, si lo tienen a bien, analicen las materias señaladas.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Partido Socialista, Partido Demócrata Cristiano y Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata.

_____________

Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA,

Secretario General (S) del Senado.

SESION 12ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 3 DE MAYO DE 2.006



Presidencia de los Honorables Senadores señores Frei, Presidente, y Naranjo, Vicepresidente.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, el señor Ministro del Interior, don Andrés Zaldívar, el señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos y la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, doña Laura Albornoz.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones octava, ordinaria, de 18 de abril de 2006, y novena, ordinaria, y décima, especial, ambas de 19 de abril de 2006, que no han sido observadas.

___________________________

CUENTA

Oficios



De Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual comunica su ausencia del territorio nacional en las siguientes fechas, con el propósito que en cada caso se señala:



El día 8 de mayo en curso, en vuelo hacia el continente europeo;



El día 10 de mayo del presente, en visita oficial en la ciudad de Madrid, Reino de España; 



La mañana del día 11 de mayo de 2006, en visita a las tropas chilenas en la ciudad de Sarajevo, República de Bosnia y Herzegovina;



Entre la tarde del día 11 y hasta el día 13 de mayo en curso para participar en la VI Cumbre Unión Europea-América Latina y El Caribe, y visita de trabajo en la ciudad de Viena, República de Austria;



El día 13 del mes en curso, en vuelo hacia Santiago, arribando el día 14 de mayo de 2006.



Agrega que, durante su ausencia, será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el señor Ministro titular de la Cartera del Interior, don Andrés Zaldívar Larraín.



-- Se toma conocimiento.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha tomado conocimiento del rechazo, por parte del Senado, de algunas de las enmiendas introducidas al proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios (Boletín Nº 2.336-06), a la vez que comunica la nómina de los Honorables señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse.



-- Se toma conocimiento, y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo, informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que prorroga plazos de la ley N° 20.019, sobre sociedades anónimas deportivas profesionales (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 4.175-03).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre los gastos en publicidad y difusión, de la Secretaría de Estado a su cargo, durante el período comprendido entre el 11 de septiembre de 2005 y el 15 de enero de 2006.



Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a los problemas que afectan a los productores de trigo de la Región de La Araucanía.



Del señor Fiscal Regional del Ministerio Público de La Araucanía, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre de los Honorables Senadores señores Espina y García, sobre delitos de robo cometidos en la Región durante el año 2005.



Del señor Jefe del Departamento de Investigaciones de Accidentes de Tránsito de Carabineros de Chile, mediante el cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre accidentes de tránsito con participación de vehículos de locomoción colectiva.



Del señor Subgerente de Previsión de la Administradora de Fondos de Pensiones CUPRUM S.A., por medio del cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre situación previsional de persona que indica.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Nuevo primer informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el número 16 del artículo 97 del decreto ley Nº 830, de 1974, Código Tributario, que sanciona la pérdida o inutilización de los libros o documentos que señala (Boletín Nº 2.364-05).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que obliga a los bancos a repartir dividendos en casos que indica (Boletín N° 3.894-05).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Prokurica, que modifica el Código Tributario en lo relativo a derechos de los contribuyentes (Boletín Nº 3.845-05).



-- Quedan para tabla.

o o o



Durante la sesión, se agregan a la Cuenta los siguientes asuntos:

Permisos constitucionales



Comunicación de los Honorables Senadores señores Kuschel y Letelier, mediante la cual solicitan permiso constitucional para ausentarse del país a contar del día 4 de mayo en curso. 



-- Se accede a lo solicitado.

Moción



De los Honorables Senadores señores Horvath, García, Muñoz Barra, Navarro, Orpis y Prokurica, con la que inician un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado en materia de oficios de incidentes (Boletín N° 851-09).



-- Pasa a la Comisión Especial encargada de estudiar en particular el proyecto de acuerdo que introduce modificaciones al Reglamento del Senado (Boletín N° S 760-09).

______________



El señor Presidente concede la palabra al Honorable Senador señor García, el que respecto del nuevo primer informe sobre el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el número 16 del artículo 97 del decreto ley 830, de 1974, Código Tributario, que sanciona la pérdida o inutilización de los libros o documentos que señala (Boletín Nº 2.364-05), expresa que el contenido del primer informe de la Comisión de Hacienda es el que refleja el parecer correcto sobre la materia, de manera que solicita la devolución de esta iniciativa a la mencionada Comisión, con la finalidad de rever lo acordado en el nuevo primer informe.



La Corporación acuerda devolver el proyecto de ley a la Comisión de Hacienda.

______________



Inmediatamente, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Gómez, quien le solicita recabe el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento pueda sesionar en forma paralela con la Sala, con el objeto de discutir el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga plazos de la ley Nº 20.019, sobre sociedades deportivas profesionales (Boletín Nº 4.175-03), del que se ha dado cuenta precedentemente con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que, asimismo, pueda emitir un informe verbal, de manera que la referida iniciativa sea despachada en el curso de esta sesión.



Consultada la Sala, se autoriza a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que sesione en forma paralela y emita un informe oral que permita el despacho del proyecto de ley en esta sesión.

- - -

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea nuevos escalafones en las Plantas de la Policía de Investigaciones de Chile, 

con informe de la Comisión de Defensa Nacional



El señor Presidente señala que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea nuevos escalafones en las Plantas de la Policía de Investigaciones de Chile, con informe de la Comisión de Defensa Nacional, correspondiente al Boletín Nº 4.001-02, para cuyo despacho S. E. la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Previene el señor Secretario General que la Comisión de Defensa Nacional discutió solamente en general esta iniciativa, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación. Asimismo, manifiesta que en la discusión en particular, corresponde que sea analizada, además, por la Comisión de Hacienda.



El señor Secretario General expresa que la Comisión de Defensa Nacional, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Arancibia, Coloma, Gazmuri, Prokurica y Zaldívar, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general del proyecto, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Reemplázase la letra A del numeral I del artículo 1º de la ley Nº 19.586, por la siguiente:

 

“A.- Oficiales Policiales

 

Alto Mando:

 

1
Director General
              1

 

2
Prefecto General
              3

 

3
Prefecto Inspector
            15

 

Oficiales Policiales Profesionales de Línea

 

5
Prefecto
                       47

 

7
Subprefecto
                     246

 

8
Comisario
                     402

 

9
Subcomisario    
         853

 

11
Inspector                            1240

 

12
Subinspector                        900

 

13
Detective                              300



Oficiales Policiales Profesionales

 

5
Prefecto                                 24

 

7
Subprefecto                         134

 

8
Comisario                            658

 

9
Subcomisario
                     250.”.



Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile:



1) Sustitúyese la letra j) del artículo 5º, por la siguiente:



“j) Oficial policial: Funcionario perteneciente al Escalafón del Alto Mando, al Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de Línea o al Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales.”.



2) Reemplázase la letra A contemplada en el número I del artículo 7º, por la siguiente:

  

“A.- Escalafón de Oficiales Policiales



 Alto Mando

  

Oficiales Policiales Profesionales de Línea



Oficiales Policiales Profesionales.”.



3) Sustitúyese el artículo 16º por el siguiente:



“Artículo 16º.- El nombramiento de los Detectives del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de Línea, así como el de los Subcomisarios del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales, recaerá exclusivamente en egresados de los cursos respectivos de la Escuela de Investigaciones.”.



4) Agrégase, en el artículo 30º, el siguiente inciso final: 



“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo, en casos calificados y mediante resolución fundada en razones de mejor servicio, el Director General podrá dispensar a los Prefectos del requisito de tiempo en el grado para ascender al grado de Prefecto Inspector. No obstante, no podrá ejercer esta facultad más de tres veces en el año.”.



5) Reemplázase, en el numeral I. “Planta de Oficiales” del artículo 32, la letra A, por la siguiente:

 

“A).- Oficiales Policiales

 

Escalafón de Alto Mando

 

Grado 3  
Prefecto Inspector       2 años

 

Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de Línea

 

Grado 13   
Detective                     1 año

 

Grado 12   
Subinspector               3 años

 

Grado 11
Inspector                     5 años

 

Grado  9
Subcomisario              6 años

 

Grado  8
Comisario                    5 años

 

Grado  7   
Subprefecto                 5 años

 

Grado  5   
Prefecto                       5 años

 

Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales

 

Grado  9   
Subcomisario               7 años

 

Grado  8  
Comisario                     8 años

 

Grado  7  
Subprefecto                  8 años

 

Grado  5   
Prefecto                        7 años.”.



6) Añádese, en el artículo 33º, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente:



“Si ninguno de los Prefectos de los Escalafones de Oficiales Policiales Profesionales de Línea y de Oficiales Policiales Profesionales cumple con el tiempo mínimo de permanencia en el grado, no podrá impetrar el abono de tiempo a que alude el inciso anterior, si no ha aprobado el curso de Alto Mando.”.



7) Agrégase el siguiente artículo 34º, nuevo:



“Artículo 34°.- El Director General, los Prefectos Generales y los Prefectos Inspectores conformarán el Alto Mando Institucional. A estos grados podrán ascender, en conformidad a las normas sobre ascensos, los Prefectos del Escalafón de Oficiales Profesionales de Línea y los Prefectos del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales.”.



8) Modifícase el artículo 35º de la siguiente forma:



a) Intercálase, en el inciso primero, entre la expresión “Policiales” y la coma (,) que la sucede, la frase “Profesionales de Línea y del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales” y agrégase, a continuación del punto final (.), la siguiente oración: “El curso que confiere este título no podrá repetirse durante la carrera funcionaria.”.



b) Suprímese el inciso segundo.



9) Intercálase, en el inciso primero del artículo 36º, entre las expresiones “Policiales” e “y”, la frase “de Línea y del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales”.



10) Modifícase el artículo 39º de la siguiente forma:



a) Suprímese el inciso primero, pasando a ser los actuales incisos segundo y tercero, incisos primero y segundo, respectivamente. 



b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “Asimismo” y la coma (,) que la sucede, por la frase “El Director General, mediante resolución fundada”, seguida de una coma (,). 



11) Suprímese el párrafo final del inciso segundo del artículo 43º.



12) Reemplázase el artículo 44º por el siguiente:



“Artículo 44º.- En el decreto de nombramiento de los Detectives del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales de Línea y de los Subcomisarios del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales, de una misma promoción, la antigüedad se fijará de acuerdo con el promedio de las notas obtenidas en los respectivos cursos de la Escuela de Investigaciones.”.



13) Intercálase, en el párrafo tercero de la letra a) del inciso segundo del artículo 65º, entre las expresiones “Policiales” y  “que”, la frase “Profesionales de Línea y del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales”.



14) Añádese el siguiente artículo 103° bis, nuevo:



“Artículo 103° bis.- Los Oficiales Policiales Profesionales tendrán derecho a una asignación profesional no imponible, equivalente al treinta y cinco por ciento de su sueldo base. Del mismo modo, este beneficio será percibido, sin derecho a trienios, por los alumnos del Curso de Formación de Oficiales Profesionales a que se refiere el inciso tercero del artículo 27º de la ley Nº 16.468.”.



15) Sustitúyese, al final del inciso primero del artículo 136º, el punto (.) por una coma (,) y agrégase, a continuación, la siguiente frase: “excluido el personal del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales”, precedida de una coma (,).



16) Intercálase, en el inciso segundo del artículo 147º, entre las expresiones “Detective” y “de”, la frase “y del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales”.



Artículo 3º.- Agréganse, en el artículo 27º de la ley Nº 16.468, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:



“El Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales se extenderá por un año lectivo, incluidas las labores prácticas en una Brigada de Investigación Criminal y su aprobación dará lugar a la obtención del título de Investigador Policial.



Para ingresar al Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales, se deberá estar en posesión de un título otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocido por éste, de una carrera de a lo menos cuatro años u ocho semestres de duración. El Director General fijará, anualmente, el valor que por concepto de matrícula deberán pagar los alumnos del mencionado curso.



El reglamento determinará los demás requisitos de ingreso y los procedimientos aplicables a la postulación, selección y graduación de los alumnos del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales.”.



Artículo 4°.- Toda vez que, en una norma legal o reglamentaria referida a la Policía de Investigaciones de Chile, se haga alusión a “Oficiales Policiales”, ésta se entenderá efectuada al Alto Mando, a los Oficiales Policiales Profesionales de Línea y a los  Oficiales Policiales Profesionales. Cuando se haga mención del “Escalafón de Oficiales Policiales”, se entenderá que se alude a los Escalafones de Alto Mando, de Oficiales Policiales Profesionales de Línea y de Oficiales Policiales Profesionales. Cuando se refiera a “Oficial Policial”, se entenderá efectuada a Oficial Policial del Alto Mando, a Oficial Policial Profesional de Línea y a Oficial Policial Profesional.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Artículo primero.- Los alumnos del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales ingresarán a contrata, asimilados al cargo de Inspector grado 11º de la escala de sueldos base vigente.



El Director General podrá contratar anualmente 250 alumnos del Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales, a contar del año 2006 y hasta el 2009 inclusive, mientras que en el año 2010 podrá contratar a 66 alumnos.



Artículo segundo.- La provisión de los cargos del Escalafón de Oficiales Policiales Profesionales, que se crean en virtud del artículo 1° de esta ley, se efectuará progresivamente en la medida en que los Oficiales Policiales Profesionales que ingresen en el mencionado Escalafón, como Subcomisarios grado 9º, cumplan con los requisitos de permanencia en cada uno de los grados de aquél.



Con todo, mientras no se cumplan los requisitos que se exigen para que se verifiquen los ascensos a los grados superiores, la totalidad de los cargos del mencionado Escalafón corresponderá al grado de Subcomisario grado 9°.



Artículo tercero.- Durante los dos primeros años de vigencia de esta ley, podrán postular al Curso de Formación de Oficiales Policiales Profesionales de la Escuela de Investigaciones los funcionarios  de la Policía de Investigaciones de Chile pertenecientes a la Planta de Oficiales o a la Planta de Apoyo Científico-Técnico que, a la fecha de su publicación o durante los dos años siguientes a la de su entrada en vigencia, cumplan con los correspondientes requisitos de ingreso. A estos funcionarios les será aplicable lo dispuesto en la letra d) del artículo 87 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.



Artículo cuarto.- El mayor gasto que origine la aplicación de esta ley en el año 2006, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público, y en los años posteriores se consignará en el Presupuesto de la Policía de Investigaciones de Chile.”.
- - -

- - -



El señor Presidente solicita el asentimiento unánime de la Corporación para que pueda ingresar a la Sala el señor Subsecretario de Investigaciones.



Consultada la Sala, no se otorga el asentimiento unánime para el ingreso solicitado.



Sobre el particular, el Honorable Senador señor Gazmuri inquiere acerca de los motivos para no permitir el ingreso del señor Subsecretario de Investigaciones.



El señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Prokurica, quien al respecto señala que otro representante del Poder Ejecutivo, como lo es el señor Ministro de Hacienda, ha sido invitado reiteradamente a la Comisión de Agricultura del Senado y no ha dado respuesta sobre su inasistencia a dicha instancia.

- - -



El señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Letelier, quien le solicita recabe la autorización de la Sala, en orden a permitir que la Comisión de Trabajo y Previsión Social sesione en forma paralela con la Sala.



Así se acuerda.

- - -



En discusión en general el proyecto de ley que crea nuevos escalafones en las Plantas de la Policía de Investigaciones de Chile, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Gazmuri, Coloma, Prokurica, Bianchi, Sabag, Orpis, Arancibia, Muñoz Barra y Núñez.



Cerrado el debate y puesta en votación en general la iniciativa de ley, es aprobada por 21 votos a favor.



Votan a favor los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Escalona, Frei, García, Gómez, Horvath, Larraín, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 15 de mayo de 2006, a las 12 horas.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.



El señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Arancibia, quien recuerda que esta iniciativa debe ser conocida, en la discusión en particular, por la Comisión de Hacienda.

_________________

Proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Ominami, y los ex Senadores señores Boeninger y Foxley, en primer trámite constitucional, sobre juegos de azar ilícitos, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Matthei y señores García y Ominami, y de los ex Senadores señores Boeninger y Foxley, en primer trámite constitucional, sobre juegos de azar ilícitos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 3.935-07.



Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, y propone, a la Sala, la aprobación en general del proyecto, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:



1.- Sustitúyese el artículo 276 por el siguiente:



“Artículo 276. Los autores, empresarios, administradores, comisionistas o agentes de loterías no autorizadas legalmente serán castigados con reclusión menor en su grado mínimo y multa de cien a trescientas unidades tributarias mensuales.



En caso de reincidencia, la pena se elevará en un grado.“.



2.- Agrégase el siguiente artículo 276 bis:



“Artículo 276 bis. El que comercialice, distribuya o instale en cualquier lugar, ya sea en espacios públicos o privados que no sean casinos de juegos autorizados en conformidad a las leyes vigentes, equipos de autojuego electrónicos o mecánicos, que entreguen premios en dinero o canjeables por éste, en los cuales el jugador debe efectuar el pago de un precio o prestación avaluable en dinero, destinado a procurar ganancia por medio de la suerte o azar, serán castigados con reclusión menor en su grado medio a máximo y multas de cien a trescientas unidades tributarias mensuales. En el evento que estos equipos de autojuego electrónicos o mecánicos se instalen en casinos de juego, se les aplicará toda la normativa contenida en la ley Nº 19.995.



Los que jugaren en loterías no autorizadas legalmente serán castigados con reclusión menor en su grado mínimo y con una multa de once a veinte unidades tributarias mensuales.”.



3.- Modifícase el actual artículo 277 del Código Penal, sustituyéndose la frase “serán castigados con reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales” por “serán castigados con reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de trescientas a seiscientas unidades tributarias mensuales.”.



4.- Agrégase, en el inciso final del artículo 495 del Código Penal, antes del punto (.) final, precedida de una coma(,) la siguiente frase: “y la multa para la falta señalada en el número 14 será entre cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.”.”.

- - -



El señor Presidente pone en discusión en general el proyecto de ley y hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Ominami y Bianchi, la Honorable Senadora señora Matthei y los Honorables Senadores señores Larraín, Espina, Novoa, García, Ruiz-Esquide, Gómez y Sabag.



Cerrado el debate y puesta en votación la iniciativa de ley, es aprobada en general por 28 votos a favor y una abstención del Honorable Senador señor Bianchi.



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Arancibia, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



En seguida, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 16 de mayo de 2006, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este proyecto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que prorroga plazo de la ley Nº 20.019, sobre sociedades deportivas profesionales, con informe de la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia, de conformidad con el acuerdo adoptado por la Sala.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga plazo de la ley Nº 20.019, sobre sociedades deportivas profesionales, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente al Boletín Nº 4.175-03, para cuyo despacho S. E. la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Agrega que el proyecto de ley debe ser discutido en general y en particular a la vez, por tener urgencia calificada de discusión inmediata, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.



El señor Secretario General manifiesta que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó en general y en particular esta iniciativa, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, y propone, en consecuencia, a la Sala, aprobar el proyecto de ley, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Reemplázanse en los artículos 1º y 2º transitorios, de la ley Nº 20.019, la expresión “dentro del plazo de un año” por la oración “dentro del plazo de dieciocho meses”.”.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Espina.



Cerrado el debate y puesta en votación la iniciativa de ley, es aprobada en general y en particular por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

___________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados aprobatorio de las Actas que indica del XXII Congreso de la Unión Postal Universal, adoptadas el 15 de septiembre de 1999, con 

informe de la Comisión de Relaciones Exteriores



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de las Actas que indica del XXII Congreso de la Unión Postal Universal, adoptadas el 15 de septiembre de 1999, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, correspondiente al Boletín Nº 3.808-10.



Previene el señor Secretario General que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Relaciones Exteriores acordó proponer al señor Presidente que, por tratarse de un proyecto de artículo único, la Sala lo discuta en general y en particular a la vez.



Agrega que la Comisión de Relaciones Exteriores, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la iniciativa en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz Barra y Romero, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación del proyecto de acuerdo, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del tenor siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:



 “Artículo único.- Apruébanse las siguientes Actas, adoptadas el 15 de septiembre de 1999 en el XXII Congreso de la Unión Postal Universal, celebrado en Beijing, República Popular China: Sexto Protocolo Adicional a la Constitución de la Unión Postal Universal, el Reglamento General de la Unión Postal Universal, el Convenio Postal Universal y su Protocolo Final y el Acuerdo Relativo a los Servicios de Pago del Correo.”.
- - -



En discusión en general y en particular a la vez, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Barra.



Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado en general y en particular a la vez, por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto despachado por el Senado es el transcrito anteriormente.

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, penaliza conductas tendientes a burlar el cumplimiento de la obligación alimentaria y perfecciona la normativa procesal aplicable a las causas de alimentos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, 

Justicia y Reglamento



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, penaliza conductas tendientes a burlar el cumplimiento de la obligación alimentaria y perfecciona la normativa procesal aplicable a las causas de alimentos, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, correspondiente a los Boletines números 2.600-18, 3.093-18 y 3.619-18.



Previene el señor Secretario General que el informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja constancia que los números 1), letra a), 5), letra b), 6) y 8), letra a) del artículo primero y el artículo segundo de la iniciativa de ley deben ser aprobados con rango de ley orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 77 de la misma Carta Fundamental. Asimismo, se consigna que la Cámara de Diputados, antes de refundir las iniciativas que dieron lugar al presente proyecto de ley, ofició por separado a la Corte Suprema, consultando su opinión respecto de los Boletines Nº 2.600-18 y Nº 3.619-18. Por su parte, con fecha 11 de mayo de 2005, y una vez que el proyecto había iniciado su segundo trámite constitucional, la Sala del Senado ofició, consultando la opinión de la Excelentísima Corte respecto a los tres Boletines refundidos. El Máximo Tribunal respondió al Senado emitiendo su parecer sobre el proyecto, mediante oficio Nº 78, de 13 de junio de 2005.



El señor Secretario General expresa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en mérito de los antecedentes y del debate consignados en su informe, aprobó la idea de legislar sobre la materia, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, y propone, en consecuencia, a la Sala, la aprobación en general de la iniciativa, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor

PROYECTO DE LEY:



“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:



1. Modifícase el artículo 2º como sigue:



a) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Para conocer de las demandas de aumento de la pensión alimenticia será competente, asimismo, el juez del nuevo domicilio del alimentario.”.



b) Sustitúyese, en el inciso quinto, la frase “deberá adoptar todas las medidas necesarias para determinar, en el más breve plazo, su domicilio actual”, por “ordenará que ésta se notifique en cualquier lugar, garantizando la debida información del demandado para el adecuado ejercicio de sus derechos.”.



2. Agrégase, en el inciso cuarto del artículo 5º, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, lo siguiente:



“La no fijación oportuna de la pensión provisoria constituirá una falta en el cumplimiento de la responsabilidad disciplinaria del juez. Para tal efecto, la parte afectada, por sí, podrá solicitar al tribunal que envíe el expediente a la Corte de Apelaciones respectiva, señalando en su presentación la infracción a este artículo. El juez deberá hacerlo dentro de tercero día. El interesado podrá, asimismo, informar a la Corte de esta presentación para que verifique el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.”.



3. Agrégase el siguiente artículo 5º bis:



“Artículo 5º bis.- Dentro del plazo señalado en el inciso tercero del artículo anterior, el demandado deberá acompañar, según corresponda, las liquidaciones de sueldo, copia de la declaración de impuesto a la renta del año precedente y de las boletas de honorarios emitidas durante el año en curso y demás antecedentes que determinen su capacidad económica.



En caso de que el demandado no dé cumplimiento a lo ordenado en el inciso anterior, el tribunal, de oficio, deberá solicitar, al Servicio de Im​puestos Internos, a las Instituciones de Salud Previsional, a las Administradoras de Fondos de Pensiones y a cualquier otro organismo público pertinente, los antecedentes que acrediten la real situación económica del demandado.



El ocultamiento de cualquiera de las fuentes de ingreso del demandado, efectuado en cualquier juicio en que se exija el cumplimiento de la obligación alimenticia, será sancionado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados.



Por su parte, el alimentario podrá solicitar que se dejen sin efecto los actos celebrados por el alimentante con terceros de mala fe, con el objeto de reducir efectivamente su patrimonio en perjuicio de aquél. Para los efectos de esta ley, se entenderá que el tercero está de mala fe cuando conozca o deba conocer la intención fraudulenta del alimentante.



Se dejará sin efecto el acto celebrado por quien, con el objeto de perjudicar a su alimentario, celebre un acto jurídico simulado o aparente, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda.



Las acciones señaladas en los dos incisos precedentes serán conocidas incidentalmente por el juez de familia. La resolución que se pronuncie sobre esta materia será apelable en el solo efecto devolutivo.”.



4. Sustitúyese el inciso primero del artículo 9º por el siguiente:



“El juez podrá decretar o aprobar que se imputen, parcial o totalmente, al pago de la pensión los gastos útiles que efectúe el alimentante para satisfacer las necesidades de educación, salud, vivienda, alimentación o vestuario del alimentario.”.



5. Modifícase el artículo 14 como sigue:



a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la palabra “deberá”, la frase “dentro de tercero día desde que tome conocimiento del incumplimiento”, seguida de una coma(,).



b) Agrégase en el inciso tercero, a continuación del vocablo “alimentante”, la segunda vez que aparece, la palabra “infractor” y, a continuación del vocablo “apremio”, la segunda vez que aparece, la frase “decretando orden amplia de investigar su paradero y pudiendo facultar a las policías para allanar y descerrajar los lugares en los que pudiere encontrarse”, precedida de una coma (,).



6. Incorpórase el siguiente artículo 16, nuevo:



“Artículo 16.- Sin perjuicio de los demás apremios y sanciones previstas en la ley, existiendo una o más cuotas de pensiones insolutas, el juez adoptará, a petición de parte, las siguientes medidas:



1. Ordenar, en el mes de marzo de cada año, a la Tesorería General de la República, retenga de la devolución anual de impuestos a la renta que correspondiere percibir a deudores de pensiones alimenticias, los montos insolutos y las pensiones que se devengaren hasta la fecha en que debió haberse verificado la devolución.



La Tesorería enterará los fondos retenidos, dentro de los treinta días siguientes, a los alimentarios o a quien los represente. En todo caso, subsistirá la obligación por el saldo insoluto.



La Tesorería deberá comunicar, al tribunal respectivo, el hecho de la retención, el monto de la misma y la fecha e individualización de la persona a quien se le enteraron los fondos retenidos.

 

2. Decretar sin más trámite la suspensión de la patria potestad respecto del alimentante y ordenar su subinscripción al margen de la inscripción de nacimiento del alimentario.



Estas medidas procederán también respecto del alimentante que se encuentre en la situación prevista en el artículo anterior.”.



7. Modifícase el artículo 18 como sigue:



a) En el inciso primero, suprímese la frase “quien viviere en concubinato con el padre, madre o cónyuge alimentante, y”.



b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:



“El tercero que colabore con el ocultamiento del paradero del demandado para efectos de impedir su notificación o el cumplimiento de alguna de las medidas de apremio establecidas en la presente ley, será sancionado con la pena de reclusión nocturna, entre las veintidós horas de cada día hasta las seis horas del día siguiente, hasta por quince días.”.



8. Modifícase el artículo 19 como sigue:



a) En el inciso primero, sustitúyese la frase “el artículo 14” por “los artículos 14 y 16” y agrégase el siguiente numeral:



“3. Autorizar la salida del país de los hijos menores de edad sin necesidad del consentimiento del alimentante, en cuyo caso procederá en con​formidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 49 de la ley Nº 16.618.”.



b) En el inciso segundo, suprímese la letra a).



Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 147 del Código Orgánico de Tribunales:



1. En el inciso primero, agrégase a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, lo siguiente: “Ello se aplicará, asimismo, a las solicitudes de aumento de pensiones alimenticias decretadas.”.



2. En el inciso segundo, sustitúyense las expresiones “aumento o” y la coma (,) que las precede, por la expresión “y”.”.

- - -

 

En discusión en general el proyecto de ley, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Gómez y Larraín y la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer.

- - -



A continuación, el señor Presidente consulta a la Sala en cuanto a declarar abierta la votación nominal, en este momento.



Así se acuerda.

- - -



Cerrado el debate, la iniciativa de ley es aprobada en general por 32 votos a favor, de un total de 37 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de este modo, a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. 



Votan a favor los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag. Fundamentan su voto los Honorables Senadores señora Matthei y señores Espina, Letelier y Ruiz-Esquide.

- - -



Durante su fundamento de voto, el Honorable Senador señor Espina deja constancia, respecto de la aplicación de la ley sobre tribunales de familia y de la ley que establece el sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, que los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la época en que se analizaron los correspondientes proyectos de ley, advirtieron a las autoridades acerca de la necesidad de garantizar la ejecución de las referidas normativas.

- - -



Seguidamente, la Sala acuerda fijar como plazo para presentar indicaciones el día 5 de junio de 2006, a las 12 horas.



Queda terminada la discusión en general de este asunto.



El texto despachado en general por el Senado es el transcrito anteriormente.

______________________________



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

______________________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



--Del Honorable Senador señor Cantero:



1) Al señor Ministro de Educación, respecto de planteamientos formulados por el Colegio de Profesores, en cuanto al Sistema de Evaluación Docente.



2) Al señor Contralor General de la República, sobre presentación efectuada por el Colegio de Profesores, en lo que dice relación con el proceso de evaluación docente del año 2005.



3) Al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Antofagasta, en cuanto a conceder un espacio a la agrupación “Artesanías, Arte y Cultura” de la ciudad de Antofagasta.



--Del Honorable Senador señor Espina:



1) Al señor Ministro del Interior, para que informe a esta Corporación acerca de una secta que tendría el carácter de destructiva.



2) Al señor Ministro de Educación, al señor Alcalde y señores Concejales de la Ilustre Municipalidad de Ercilla y a la señora Directora Ejecutiva de la Fundación INTEGRA, sobre mejoramiento de la infraestructura y de los materiales de aprendizaje del Jardín Infantil Chavito, ubicado en el sector rural de Pailahueque.



3) A la señora Ministra de Planificación, al señor Gobernador Provincial de Malleco, al señor Alcalde y señores Concejales de la comuna de Curacautín, a la señora Directora Nacional del Fondo de Solidaridad e Inversión Social y al señor Director Regional del FOSIS de la Novena Región, acerca de la necesidad de reactivar el Convenio suscrito entre el FOSIS y la Gobernación Provincial de Malleco para el traslado de las personas que cumplen la función de Apoyos Familiares del Programa Puente.



4) Al señor Contralor General de la República, a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, al señor Intendente de la Novena Región y al señor Alcalde y señores Concejales de la Ilustre Municipalidad de Angol, respecto de los programas de empleo otorgados a la Ilustre Municipalidad de Angol, durante los años 2002 a 2004, a través del Fondo Social para la Absorción de Cesantía.



5) Al señor Subsecretario de Redes Asistenciales, al señor Alcalde y señores Concejales de la Ilustre Municipalidad de Ercilla y al señor Director del Servicio de Salud de La Araucanía Norte, sobre el mejoramiento del consultorio de Ercilla y de la Posta del sector rural de Pailahueque.



--Del Honorable Senador señor García:



1) Al señor Contralor General de la República, respecto del presunto uso de recursos públicos en beneficio de candidaturas electorales, en la Novena Región.



2) Al señor Contralor General de la República, para que informe a esta Corporación acerca del estado de la denuncia referida a los ilícitos cometidos en la ejecución del contrato de las obras “Mejoramiento Ruta 5 Sur, sector pasada por Temuco”.



3) Al señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, para que informe a esta Corporación sobre el estado de la denuncia referida a los ilícitos cometidos en la ejecución del contrato de las obras “Mejoramiento Ruta 5 Sur, sector pasada por Temuco”.



--Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministros de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, solicitándoles analicen el texto del decreto supremo Nº 95, del año 2005, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, relativo a las normas de emisión aplicables a los vehículos motorizados que circulen en Regiones distintas a la Metropolitana.



2) A la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, al señor Director Nacional de Vialidad y a la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal, acerca de la necesidad de no conceder autorizaciones para la tala de árboles en los lugares donde se están construyendo caminos nuevos.



3) A la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, para que informe a esta Corporación sobre la exposición a dosis de radiación ionizante que habrían sufrido algunos operarios que trabajaron en la construcción de la Planta Valdivia de la Celulosa Arauco.



--Del Honorable Senador señor Larraín:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, acerca de la responsabilidad por la situación ocurrida en el Puente Achibueno y de las medidas adoptadas por la caída de los Puentes Maule y Loncomilla.



2) Al señor Ministro de Agricultura, sobre el Reglamento que debe dictarse para hacer factible la distribución de la bonificación forestal del decreto ley Nº 701, de 1974, cuando existan más proyectos de forestación que los recursos disponibles.



3) Al señor Director Nacional de Vialidad, respecto de las obras del Puente La Quesería de Melozal, comuna de San Javier.



4) Al señor Director de Obras Hidráulicas, en cuanto a la posibilidad de extender el alcantarillado en el sector Sur de Melozal, comuna de San Javier.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_________________

_________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere a la situación que enfrenta un grupo de trabajadores de los Servicios de Salud del país, en cuanto a la pérdida de sus años de servicio.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social para que, si lo tiene a bien, analice la materia indicada.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



A continuación, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Cantero, quien se refiere a las dificultades presentadas con respecto a la construcción de cárceles mediante el sistema de concesiones y a la situación de aquellas pequeñas y medianas empresas a las que no se le han pagado sus servicios. 



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, a los señores Ministros de Justicia y de Obras Públicas para que, si lo tienen a bien, informen a esta Corporación sobre la forma en que se resolverán los problemas descritos.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

_____________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Longueira, quien se refiere a la transacción de acciones de la Concesionaria Costanera Norte y la perfección de los instrumentos de adjudicación de la concesión.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación respecto de la actitud que va a adoptar esa Cartera de Estado frente a la transacción de acciones y la perfección de los instrumentos de adjudicación de la concesión.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Seguidamente y en el tiempo cedido por el Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a las siguientes materias:



a) Accidentes ocurridos en el complejo industrial Itata, hoy Nueva Aldea y en la construcción de la Planta Valdivia de la Celulosa Arauco, en los que resultaron irradiados con iridio 192 un grupo de trabajadores.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Presidente del Consejo de la Comisión Chilena de Energía Nuclear para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación acerca del procedimiento llevado a cabo en los casos del complejo industrial Itata y de la Planta Valdivia.



b) Preocupación manifestada por la Confederación de Sindicatos Bancarios y Afines, en relación al anuncio de extensión de la jornada laboral del sector a los días sábado y domingo.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación sobre el asunto mencionado.



c) Huelga de hambre de cuatro comuneros mapuches condenados por la ley Nº 18.314, que determina conductas antiterroristas y fija su penalidad.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Director Nacional de Gendarmería de Chile para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación respecto del estado de salud de los referidos comuneros mapuches.



d) Actuación de los observadores científicos que se embarcan en las naves pesqueras.



Al respecto, el señor Senador solicita enviar oficio, en su nombre, al señor Subsecretario de Pesca para que, si lo tiene a bien, informe a esta Corporación acerca de la fiscalización efectuada por los mencionados observadores científicos.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del mencionado señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que no hicieron uso de su tiempo en la Hora de Incidentes de esta sesión los Comités Partido Socialista, Partido Demócrata Cristiano y Mixto Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata.

_____________

Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA,

Secretario General (S) del Senado.

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ESTRATÉGICO TRANSPACÍFICO DE ASOCIACIÓN ECONÓMICA; EL MEMORÁMDUM DE ENTENDIMIENTO SOBRE COOPERACIÓN LABORAL, Y EL ACUERDO DE COOPERACIÓN AMBIENTAL, AMBOS ENTRE LAS PARTES DEL ACUERDO ESTRATEGICO TRANSPACÍFICO DE ASOCIACIÓN ECONÓMICA, TODOS SUSCRITOS ENTRE CHILE , BRUNEI DARUSSALAM, NUEVA ZELANDIA Y SINGAPUR

(4047-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica”, incluidos sus anexos;  el “Memorándum de Entendimiento sobre Cooperación Laboral”, incluido su anexo 1, y el “Acuerdo de Cooperación Ambiental”, ambos entre las Partes del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica,  todos suscritos entre Chile, Brunei Darussalam, Nueva Zelanda y la República de Singapur, en Wellington, Nueva Zelanda, el 18 de julio del año 2005.”.
*****

Hago presente a V.E. que el artículo único fue aprobado en general y en particular con el voto a favor de 77 Diputados presentes, de 117 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 17.997, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

(4059-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento informa el proyecto de ley de la suma, en segundo trámite constitucional, originado en Mensaje del Presidente de la República.


La Comisión discutió en general la iniciativa, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado. Por su parte, y según lo dispuesto en el artículo 27, inciso cuarto, del mismo cuerpo normativo, en el trámite reglamentario de segundo informe el presente proyecto deberá ser analizado por la Comisión de Hacienda del Senado, toda vez que incide en materia presupuestaria y financiera del Estado.


El Presidente de la República ha hecho presente la  urgencia para este proyecto y la ha calificado de suma.

- - - - - -


Asistieron a la sesión en que se discutió el proyecto, en representación del Ejecutivo, la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Paulina Veloso, y la asesora jurídica de la División Jurídica de dicha repartición, señora Susana Rioseco. Por el Tribunal Constitucional concurrió el Ministro señor Raúl Bertelsen.

- - - - - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


En virtud de lo dispuesto en el artículo 92, inciso final, de la Constitución Política de la República, la totalidad de las disposiciones del presente proyecto de ley son de carácter orgánico constitucional, porque determinan la organización, funcionamiento, procedimientos, planta, régimen de remuneraciones y estatuto del personal del Tribunal Constitucional. 


De acuerdo con lo que dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental, para ser aprobadas, estas normas requieren la votación conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en Ejercicio.

- - - - - -

ANTECEDENTES

Objetivo fundamental de la iniciativa.


El objetivo del proyecto es introducir modificaciones a la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, con la finalidad de adecuar sus disposiciones a la última reforma constitucional, aprobada por la ley Nº 20.050, publicada en el Diario Oficial de fecha 26 de agosto de 2005.

Tramitación en la Cámara de Diputados.


El proyecto se inició en la Cámara de Diputados, por Mensaje del Presidente de la República ingresado el día 20 de diciembre del año 2005. La Sala de la Cámara envió el proyecto para su estudio a sus Comisiones de Constitución, Legislación y Justicia y de Hacienda.


La Comisión de Constitución evacuó su primer informe el día 18 de enero de 2006, aprobando en general y en particular el proyecto.


Con fecha 7 de abril de 2006, la Comisión de Constitución evacuó, por orden de la Sala, un informe complementario, donde se discutieron y votaron indicaciones al proyecto. Seguidamente, el proyecto pasó a la Comisión de Hacienda, la cual evacuó un primer informe el día 7 de abril de 2006, y un informe complementario el día 11 de abril del mismo año.


Con fecha 12 de abril de 2006 la Sala de la Cámara de Diputados discutió en general y en particular la iniciativa. En dicha oportunidad el artículo único del proyecto fue aprobado en general y en particular con el voto favorable de 107 diputados presentes, con excepción del N° 40, en lo relativo al artículo 44, que lo fue por 106 diputados; el N° 43, en lo que respecta al artículo 47 B, que fue sancionado con el voto conforme de 73 diputados, y el artículo 47 E, que fue aprobado con el voto a favor de 106 diputados, en todos los casos de 120 en ejercicio. 


Con la misma fecha se envió el proyecto al Senado, que, como cámara revisora, conoce el proyecto en segundo trámite constitucional. 

Antecedentes y vinculaciones de derecho.

1. Constitución Política de la República.

a) Capítulo VIII, Tribunal Constitucional, artículos 92 a 94.


El artículo 92 de la Constitución Política de la República establece la composición del Tribunal Constitucional, precisando que está integrado por 10 miembros designados de la siguiente forma:

· Tres miembros designados por el Presidente de la República.

· Cuatro miembros elegidos por el Congreso Nacional. Dos de ellos serán nombrados directamente por el Senado y otros dos serán propuestos a la Cámara Alta por la Cámara de Diputados. Los candidatos deben reunir la votación favorable de los dos tercios de los Diputados y Senadores en ejercicio, según corresponda. 

· Tres miembros elegidos por la Corte Suprema.


Estos miembros durarán 9 años en sus cargos, serán inamovibles y cesarán en sus funciones al cumplir 75 años.


El Tribunal Constitucional funcionará en pleno o dividido en salas.


El artículo 93 de la Ley Fundamental establece, por su parte, cuales son las atribuciones del Tribunal Constitucional:

1º Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes interpretativas de la Constitución, las orgánicas constitucionales y las normas de un tratado que versen sobre materias propias de ley orgánica constitucional.

2º Resolver sobre las cuestiones de constitucionalidad de los autos acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones. Estos asuntos serán conocidos a requerimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las dos Cámaras del Congreso o de diez de sus miembros, o de cualquier persona que sea parte en juicio cuando sea afectada en el ejercicio de sus derechos constitucionales por lo dispuesto en el respectivo auto acordado.

3º Resolver las cuestiones de constitucionalidad que se susciten en la tramitación de proyectos de ley, de reforma constitucional y de tratados sometidos a la aprobación del Congreso. Estos asuntos serán conocidos a requerimiento del Presidente de la República, de cualquiera de las Cámaras del Congreso o de una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.

4º Resolver las cuestiones de constitucionalidad que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley. Cuando el decreto con fuerza de ley impugnado haya sido previamente rechazado por la Contraloría General de la República por adolecer de algún vicio de inconstitucionalidad, el Tribunal Constitucional conocerá de este asunto previo requerimiento del Presidente de la República. Cuando la Contraloría haya tomado razón del decreto, el Tribunal Constitucional conocerá de este asunto previo requerimiento de cualquiera de las Cámaras del Congreso o de una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.

5º Resolver las cuestiones de constitucionalidad que se susciten en una convocatoria a plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que le correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones. Estos asuntos serán conocidos por el Tribunal Constitucional previo requerimiento del Senado o de la Cámara de Diputados. 

6º Resolver la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación, en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, sea contrario a la Constitución. Esta cuestión podrá ser planteada por cualquiera de las partes o por el juez que conoce el asunto. Corresponderá a cualquiera de las salas del tribunal declarar, sin ulterior recurso, la admisibilidad de la cuestión, siempre que verifique la existencia de una gestión pendiente ante el tribunal ordinario o especial, que la aplicación del precepto legal impugnado pueda resultar decisiva en la resolución de un asunto, que la impugnación esté fundada razonablemente y que se cumplan los demás requisitos que establezca la ley. A esta misma sala le corresponderá resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad.

7º Resolver la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable. Habrá acción pública para requerir al Tribunal la declaración de inconstitucionalidad, sin perjuicio de la facultad de éste para declararla de oficio.  

8º Resolver los reclamos que se produzcan cuando el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto distinto al que constitucionalmente corresponda. Esta cuestión podrá promoverse por cualquiera de las Cámaras del Congreso por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.

9º Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por inconstitucional.

10º Declarar la inconstitucionalidad de organizaciones y de los movimientos o partidos políticos
, como asimismo la responsabilidad de las personas que hayan tenido participación en los hechos que motivaron la referida declaración. Habrá acción pública para que el Tribunal conozca de estas materias.

11º Informar al Senado cuando dicha Corporación esté considerando la declaración de inhabilidad del Presidente de la República o del Presidente electo, si un impedimento físico o mental lo imposibilita para el ejercicio de sus funciones, o cuando el Presidente de la República dimita de su cargo. 

12º Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no correspondan al Senado.

13º Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones.
 Habrá acción pública para que el Tribunal conozca de estas materias.

14º Pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios.
  Esta facultad será ejercida a requerimiento del Presidente de la República o a lo menos diez parlamentarios en ejercicio.

15º Calificar la enfermedad que un parlamentario señala como causal para su renuncia.

16º Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera que sea el vicio invocado. El Tribunal conocerá de estas materias a requerimiento de cualquiera de las Cámaras del Congreso.


El artículo 94 de la Constitución Política de la República establece que contra las resoluciones del Tribunal Constitucional no procederá recurso alguno, con excepción del intentado ante el mismo Tribunal, en orden a rectificar errores de hecho, y que las disposiciones declaradas inconstitucionales  no podrán convertirse en ley o decreto.

b) Disposición Décimocuarta Transitoria, que establece el sistema de reemplazo de los actuales Ministros del Tribunal y de nombramiento de los  que entrarán en funciones el 1 de enero de 2006.

c) Disposición Décimosexta Transitoria, que establece que la modificación a la Constitución Política de la República contenida en la ley Nº 20.050, publicada en el Diario Oficial el día 26 de agosto de 2005, en lo que se refiere al Tribunal Constitucional, entrará en vigencia seis meses después, o sea, el 26 de febrero de 2006, con excepción de la Disposición Decimocuarta Transitoria, que entró en vigencia con la publicación de la ley mencionada.

d) Artículo 8º, inciso segundo, que establece que los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como los fundamentos y procedimientos que utilicen, son públicos. Excepcionalmente, podrán ser secretos cuando una ley   de quórum calificado así lo disponga y siempre y cuando la publicidad de dichos actos, resoluciones, procedimientos y fundamentos afecte el funcionamiento del órgano en cuestión, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.

e) Artículo 19, Nº 15º, inciso sexto, que garantiza el pluralismo político y declara que son inconstitucionales los partidos, movimientos u otras formas de organización que tengan por finalidad o efectúen actos o conductas que no respeten los principios básicos del régimen democrático y constitucional, propugnen la imposición de un sistema totalitario o inciten o usen la violencia como método de acción política.

f) Artículo 53, Nº 7), que establece que son atribuciones exclusivas del Senado, entre otras, la facultad de declarar la inhabilidad del Presidente de la República o del Presidente electo cuando tenga un impedimento físico o mental que lo imposibilite para ejercer sus funciones, y la facultad de aceptar los motivos que fundamentan la dimisión de su cargo del Presidente de la República.

g) Artículo 54, Nº 1), que faculta al Congreso para aprobar o rechazar los tratados que le presente el Presidente de la República.

h) Artículo 60, inciso final, que establece que los diputados y senadores podrán renunciar a sus cargos cuando les afecte una enfermedad grave que les impida desempeñarlos, previa calificación del Tribunal Constitucional.

i) Artículo 99, que señala que el Contralor General de la República, en ejercicio de sus funciones, podrá representar la ilegalidad de los actos y resoluciones del Poder Ejecutivo y dispone que el Presidente de la República deberá remitir al Tribunal Constitucional los antecedentes del acto representado, cuando no proceda la insistencia.

2. Ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.


Esta ley consta de 90 artículos permanentes, organizados en tres capítulos: el primero, sobre organización y funcionamiento del Tribunal Constitucional; el segundo, sobre procedimientos y, el tercero, sobre planta, remuneraciones y estatuto del personal. Además, contiene cuatro artículos transitorios.

3. Autos acordados del Tribunal Constitucional.

· De fecha 15 de enero de 1982, relativo a su funcionamiento.

· De fecha 10 de mayo de 1982, relativo al procedimiento.

· De fecha 22 de agosto de 1997, también relativo al procedimiento.

4. Código de Procedimiento Civil.

· Libro Primero

· Título II, De la comparecencia en juicio.

· Título V, De la formación del proceso, de su custodia y comunicación a las partes.

· Título VII, De las actuaciones judiciales.

· Título XIV, De las costas.

· Artículo 170, sobre requisitos de las sentencias definitivas.

· Libro Segundo

· Artículos 361 y 389, normas especiales de la prueba testimonial y confesión en juicio, respectivamente.

· Libro Tercero

· Título I, Del juicio ejecutivo de las obligaciones de dar.

5. Código Procesal Penal.

· Artículos 300 y 301, normas especiales sobre prueba testimonial.

6. Código Orgánico de Tribunales.

· Título V, párrafo 2, sobre los acuerdos en las Cortes de Apelaciones.

· Artículo 195, sobre causales de implicancia de los jueces y abogados integrantes.

· Artículos 542 a 544 y 546, sobre facultades disciplinarias.

7. Código Penal.

· Libro II, Título VI, párrafo 1, sobre Atentados contra la autoridad.

8. Decreto Ley Nº 3.058, de 1979, sobre remuneraciones del Poder Judicial.

9. Ley Nº 19.863, sobre remuneraciones de autoridades de gobierno y cargos críticos de la Administración Pública.

Estructura del Proyecto.


El proyecto consta de un artículo único que modifica, en 66 numerales, la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional.

- - - - - - 

DISCUSIÓN EN GENERAL


La Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Paulina Veloso Valenzuela, señaló que este proyecto es muy importante para la reestructuración institucional que establece la ley 
Nº 20.050, de 26 de agosto de 2005, que modificó sustantivamente la Constitución Política de la República. Esta modificación abarcó de forma relevante al Tribunal Constitucional, reformando su integración y atribuciones, al punto que el actual Tribunal Constitucional es una institución distinta al anterior.


La modificación supone que en el Tribunal Constitucional quedará radicado, de forma concentrada, el control de constitucionalidad, y que, de ahora en adelante, pueden existir efectos absolutos en la declaración de inconstitucionalidad de una ley. El anterior recurso de inaplicabilidad no tuvo mucha relevancia, porque la Corte Suprema mayoritariamente rechazaba esta acción, con contadas excepciones, como en el caso del decreto ley Nº 2.695, de 1979
.


Hay que tener presente que el poder Ejecutivo y el Legislativo tienen  una conexión directa con la soberanía popular, debido a su forma de elección, en cambio, el Tribunal Constitucional no tiene esta vinculación directa, pero es el llamado a controlar a los otros órganos del Estado que sí la tienen.


Agregó que el Ejecutivo respaldó en el primer trámite ciertas Indicaciones de los diputados que eran transversalmente  compartidas, y acogió, en su momento, las opiniones y pareceres de los miembros del propio Tribunal Constitucional, de manera que el texto de la Cámara, sin perjuicio de ciertos ajustes necesarios, tiene el apoyo del Ejecutivo.


Indicó que en el proyecto se desarrollan algunos principios importantes, como la transparencia y publicidad de las actuaciones y resoluciones del Tribunal y de su funcionamiento, la bilateralidad de la audiencia, el carácter vinculante de los precedentes y el establecimiento de una serie de inhabilidades que aseguran la independecia de sus miembros. Añadió que también se establecen ciertas normas que aseguran la dignidad del cargo de juez del Tribunal Constitucional, como su asimilación, para efectos remuneratorios, al rango de Ministro de Estado.


El Ministro del Tribunal Constitucional, señor Raúl Bertelsen Repetto, señaló que el Tribunal Constitucional está urgentemente necesitado de que su Ley Orgánica Constitucional sea actualizada en concordancia con la modificación a la Constitución Política de la República instaurada por la ley Nº 20.050, que produjo importantes cambios en la composición, organización y atribuciones de la institución.


Agregó que hay que notar que los cambios constitucionales al Tribunal están en plena vigencia desde fines de febrero de este año, y lo han obligado a ejercer desde un comienzo sus nuevas funciones, en virtud del principio de inexcusabilidad señalado en la Constitución Política de la República
, sobre todo en lo que se refiere a acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, que a la fecha ya suman cerca de 40 requerimientos.


Anotó que las materias de procedimiento están entregadas, según la reforma constitucional, a la ley orgánica. Mientras no se modifique esta ley se están aplicando, por analogía, las normas generales que sean pertinentes de la ley Nº 17.997, y por ello se han comunicado los requerimientos de inaplicabilidad a la Cámara de Diputados, al Senado y al Ejecutivo, en su calidad de “órganos constitucionalmente interesados”.


Hay, además, otros asuntos delicados en este ámbito, como, por ejemplo, el conocimiento de la inaplicabilidad de los autos acordados de los Tribunales Superiores. En este caso, la reforma constitucional no estableció si la competencia para conocer estos asuntos se asignaba a las salas del Tribunal o al pleno, sino que dejó esa determinación a la Ley Orgánica Constitucional respectiva. Hasta el momento no se han presentado impugnaciones de este tipo de cuerpos normativos, pero tal situación no tiene porque perdurar en el tiempo.


Agregó que también son materias importantes y requieren de la regulación de la nueva ley orgánica los asuntos concernientes a la composición y organización, toda vez que hasta antes de la modificación constitucional el Tribunal ejercía una función de control de constitucionalidad eminentemente preventivo, sus integrantes no tenían dedicación exclusiva y contaba con una planta auxiliar reducida, apta para un funcionamiento más bien esporádico.  


El Honorable Senador señor Espina señaló que solicitó un informe sobre la nueva situación del Tribunal Constitucional y que de él se desprende que en la lógica del aumento significativo de las competencias, sin un incremento correlativo de la planta y de los recursos asignados, el Tribunal corre el riesgo de colapsar, tal como ha sucedido con los tribunales de familia. Por ello, recabó un pronunciamiento del Ejecutivo sobre el tema.


El Ministro señor Bertelsen señaló que hay algunos puntos en el proyecto de ley que son delicados. Uno de ellos se refiere a los abogados integrantes. El proyecto aprobado por la Cámara de Diputados eliminó casi todas las referencias a esta institución, lo que puede complicar el funcionamiento habitual del Tribunal, ya que el quórum para sesionar en salas y en pleno, establecido en la misma Constitución Política de la República, es alto. Además, como el Tribunal Constitucional es un órgano independiente del Poder Judicial, no tiene una modalidad similar a la que franquea el Código Orgánico de Tribunales a la Corte Suprema para integrar ministros suplentes provenientes de las Cortes de Apelaciones.


Agregó que, en los últimos meses, por vacancia en los cargos de ministros en la Corte Suprema, los jueces de esa instancia que integran el Tribunal Constitucional tuvieron problemas para asistir, por lo que, sin abogados integrantes, no se habría podido sesionar.


Anotó que los problemas de integración que se pueden suscitar en el futuro podrían solucionarse por medio de la reposición de los abogados integrantes o la creación de cargos de ministros suplentes.


Agregó que en los últimos meses, debido al ciclo político del país, no se han presentado requerimientos de minorías del Congreso, pronunciamientos sobre leyes orgánicas constitucionales o conflictos entre el Ejecutivo y la Contraloría, por lo que no se ha incrementado excesivamente la carga de trabajo, pero esta situación no va a durar.


Indicó que hay también otras normas de procedimiento que deben ser estudiadas, como la solicitud de informes a los órganos colegisladores en relación con las inaplicabilidades y la notificación de la sentencia a los mismos colegisladores cuando el Tribunal declara inconstitucional una norma no invocada por las partes. Esta última no es una norma usual, porque cualquier tribunal que dicta sentencia no puede modificarla posteriormente, por tanto, la comunicación no tiene sentido.


Llamó también la atención respecto a la disposición que establece los alegatos obligatorios como regla general. A su juicio, esta modalidad podría generar retrasos en asuntos que pueden resolverse de plano.


El Honorable Senador señor Gómez indicó que tiene una serie de observaciones técnicas al proyecto, por lo que proceder de forma acelerada en este caso puede tener consecuencias indeseadas. Esto no obsta a la necesidad de aprobar en general el proyecto, toda vez que esta iniciativa es indispensable, pero en un estudio particular posterior se deben revisar con detalle todos los problemas técnicos.


La Honorable Senador señora Alvear expresó que sería muy útil contar con la presencia de algún ministro del Tribunal durante el estudio en particular de la iniciativa. 


El Ministro señor Bertelsen expresó que se require prontitud en el despacho de esta iniciativa, pero coincidió con el Honorable Senador señor Gómez en el sentido que este es un proyecto largo y complejo, que debe ser examinado cuidadosamente. En relación con lo señalado por la Honorable Senador señora Alvear, señaló que con mucho gusto colaborarán con el trabajo de la Comisión.


La Ministra señora Veloso señaló que el tema de los abogados integrantes fue eliminado por la Cámara de Diputados, por una amplia mayoría que esgrimió sólidos argumentos, razón por la cual el Ejecutivo no repondrá esa norma. Con todo, agregó que las nuevas funciones que asigna la Constitución Política de la República al Tribunal Constitucional harán necesario que este organismo cuente con una amplia asesoría, pero los asesores, en ningún caso, reemplazarán a los miembros del Tribunal en su función decisoria.

- - - - - -


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, teniendo presente que es necesario legislar para adaptar la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional a los cambios introducidos por la reforma constitucional de la ley Nº 20.050, y sin perjuicio de reservar sus miembros la facultad de proponer indicaciones en el trámite reglamentario respectivo, aprobó en general el proyecto de ley en informe, por la unanimidad de sus miembros. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro.

- - - - - -


El texto del proyecto de ley cuya aprobación en general se propone al Senado, es el siguiente:


 PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional:


1) Reemplázase la denominación del Capítulo I por la siguiente:


“Capítulo I


De la Organización, Competencia y Funcionamiento del Tribunal Constitucional”


2) Agrégase, a continuación del epígrafe del Capítulo I, un Título I del siguiente tenor:


“Título I


De la Organización del Tribunal Constitucional”


3) Sustitúyese, en el artículo 1º, el número “VII” por “VIII”.


4) Reemplázase, en el artículo 2º, el inciso segundo por el siguiente:


“Los miembros del Tribunal, al término de su período, no podrán ser reelegidos, salvo aquél que habiendo sido elegido como reemplazante, haya ejercido el cargo por un período menor a cinco años y tenga menos de 75 años de edad.”.


5) Sustitúyese, en el artículo 3º, el inciso primero por el siguiente:


“El Tribunal sólo podrá ejercer su jurisdicción a requerimiento de los órganos constitucionales interesados, de las partes en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial que soliciten la inaplicabilidad de un precepto legal, o del juez que conoce dicho asunto, de las personas que formulen una cuestión de constitucionalidad respecto de autos acordados, de quienes intenten la acción pública de inconstitucionalidad, o de oficio en los casos señalados en el artículo 93 de la Constitución Política.”.


6) Reemplázase el artículo 4º por el siguiente: 


“Artículo 4º.- Son públicos los actos y resoluciones del Tribunal, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilice. Sin embargo, el Tribunal, por la mayoría de sus miembros en ejercicio y en resolución fundada, podrá decretar reservados o secretos determinados documentos o actuaciones con sujeción a lo prescrito en el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución.”.


7) Sustitúyese el artículo 6º por el siguiente:


”Artículo 6º.- Los Ministros del Tribunal tendrán la precedencia correspondiente a la antigüedad de su nombramiento. Si se ha ejercido como reemplazante, se considerará la antigüedad de su primer nombramiento.


En caso que la antigüedad sea la misma se atenderá para ello al orden que determine el Tribunal, en votación especialmente convocada al efecto. Con todo, el Ministro que haya desempeñado el cargo de Presidente en el período anterior tendrá la primera precedencia en el siguiente.


El Presidente será subrogado por el Ministro que lo siga en el orden de precedencia y así sucesivamente.


Del mismo modo será subrogado el Presidente de cada sala.”.


8) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 8º:


a) Incorpórase la siguiente letra b), pasando las actuales letras b), c), d), e) y f) a ser letras c), d), e), f) y g), respectivamente:


“b) Distribuir de modo equitativo entre las dos salas del Tribunal, las causas que a ellas les corresponda conocer, tomando en consideración la naturaleza, complejidad y cantidad de los asuntos que estén actualmente sometidos al conocimiento de las salas;”.


b) Sustitúyese la letra b), que ha pasado a ser c), por la siguiente:


“c) Formar las tablas que correspondan al pleno y a las salas, según el orden de preferencia asignado a las causas y distribuir, a los Ministros, los asuntos de que conozca el pleno para la redacción del fallo, en orden inverso al de su precedencia;”.


c) Reemplázase en la letra f), que ha pasado a ser g), el punto final (.) por una coma (,), agregándose a continuación la oración “salvo en los asuntos a que se refieren los números 6° y 7° del artículo 93 de la Constitución Política, y”.


d) Agrégase una letra h), del siguiente tenor:


“h) Rendir anualmente una cuenta pública del funcionamiento del Tribunal.”.


9) Incorpórase el siguiente artículo 8º bis, nuevo:


“Artículo 8º bis.- El Ministro que, conforme a lo dispuesto en el artículo 25 B de esta ley, presida la sala que no integre el Presidente del Tribunal, tendrá respecto a las sesiones que ella celebre las atribuciones que señala el artículo 8°, en lo que corresponda.”.


10) Agrégase el siguiente artículo 12° bis, nuevo:


“Artículo 12° bis.- Los Ministros no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judicatura, ni podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado. Tampoco podrán actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que forme parte, como mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades. 


El cargo de Ministro es incompatible con los de diputado y senador, y con todo empleo o comisión retribuido con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media y especial. 


Asimismo, el cargo de Ministro es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honorem, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.”.


11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 13°:


a) Suprímese, en el encabezamiento del inciso primero, la frase “inciso quinto del”.


b) Reemplázase, en el encabezamiento del inciso primero, el número “81°” por “92°”.


c) Reemplázase el Nº 5 del inciso primero por el siguiente:


“Incompatibilidad sobreviniente en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 92 de la Constitución Política.”.


d) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “miembros procesados” por “miembros acusados”.


12) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 14°:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Si cesare en el cargo algún Ministro, el Presidente del Tribunal comunicará de inmediato este hecho al Presidente de la República, al Senado, a la Cámara de Diputados o a la Corte Suprema, según corresponda, para los efectos de su reemplazo.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, el número “81” por “92”.


13) Derógase el artículo 15°.


14) Deróganse los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 16°.


15) Reemplázase, al final del inciso segundo del artículo 17°, el punto final (.) por una coma (,), agregándose a continuación las palabras “mediante resolución fundada.”.


16) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 19°:


a) Sustitúyense, en el inciso primero, los números “12°” y “82”, por “16°” y “93”, respectivamente.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo, los números “8º”, “10º”, “11º” y “82” por “10º”, “13º”, “14º” y “93”, respectivamente.


17) Reemplázase, en el artículo 21°, la expresión “procesado” por “acusado”.


18) Incorpórase, a continuación del artículo 25°, el siguiente artículo 25° A, nuevo:


“Artículo 25° A.- El Tribunal podrá, mediante autos acordados, dictados en sesiones especialmente convocadas al efecto, reglamentar, sin que pueda modificar las materias a que se refiere esta ley.”.


19) Incorpórase, a continuación del artículo 25° A nuevo, un Título II del siguiente tenor:


“Título II


De la Competencia y Funcionamiento del Tribunal Constitucional”


20) Agrégase un artículo 25° B, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 25° B.- El Tribunal funcionará en pleno o dividido en dos salas. En el mes de diciembre de cada año, una comisión formada por el Presidente del Tribunal y los dos Ministros más antiguos del mismo, designará a los Ministros que integrarán las dos salas del Tribunal a partir del mes de marzo siguiente. La sala que integre el Presidente del Tribunal será presidida por éste y, la otra, por el Ministro más antiguo que forme parte de ella.


Cada mes, y alternándose en ello, habrá una sala de turno que será la sala tramitadora.


El Tribunal determinará, mediante auto acordado, su funcionamiento ordinario semanal.


Las sesiones ordinarias se suspenderán en el mes de febrero de cada año.


Las sesiones extraordinarias se celebrarán cuando las convoque el Presidente de propia iniciativa o a solicitud de tres o más de los miembros del Tribunal.


Cada sala representará al Tribunal en los asuntos de que conozca.”.


21) Incorpórase el siguiente artículo 25° C, nuevo:


“Artículo 25° C.- Corresponderá al pleno del Tribunal:


1° Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;


2° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;


3° Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;


4° Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;


5° Resolver la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución;


6° Resolver la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral anterior;


7° Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda;


8° Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 99 de la Constitución Política;


9° Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo, la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del número 15°, del artículo 19, de la Constitución Política. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio;


10° Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 53, número 7°, de la Constitución Política; 


11° Pronunciarse sobre la admisibilidad y resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;


12° Determinar la admisibilidad y pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios, y


13º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución Política y la presente ley.”.


22) Agrégase el siguiente artículo 25° D, nuevo:


“Artículo 25° D.- Corresponderá a las salas del Tribunal:


1° Pronunciarse sobre la admisibilidad y resolver las cuestiones de constitucionalidad de los autos acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones;


2° Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no correspondan al Senado;


3° Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 60 de la Constitución Política y pronunciarse sobre su renuncia al cargo;


4° Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos que fueren dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 63 de la Constitución Política;


5° Declarar la admisibilidad de las cuestiones de inaplicabilidad de un precepto legal planteadas por cualquiera de las partes o por el juez que conoce de la gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, a las que se refiere el número 6° del artículo 93 de la Constitución Política y el inciso undécimo del mismo artículo, y resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad;


6º Pronunciarse sobre la admisibilidad de las cuestiones sobre inconstitucionalidad de un precepto legal a que se refiere el número 7° del artículo 93 de la Constitución Política;


7° Pronunciarse sobre la admisibilidad de la declaración de inconstitucionalidad a que se refiere el número 10° del artículo 93 de la Constitución Política, y


8º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución y la presente ley.”.


23) Derógase el inciso segundo del artículo 27°.


24) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 29°, el número “82” por “93”.


25) Agréganse los siguientes incisos en el artículo 31°:


“Las sentencias del Tribunal se publicarán íntegramente en su página web, sin perjuicio de la publicación en extracto que ordena esta ley en el Diario Oficial.  El envío de las publicaciones deberá ser simultáneo.


Toda sentencia del Tribunal que modifique o altere sustantivamente lo que hubiere resuelto con anterioridad sobre la misma materia, deberá declarar tal circunstancia y precisar las razones fundadas en que dicho cambio se sustenta.”.



26) Agrégase el siguiente artículo 32° A, nuevo:


“Artículo 32° A.- En los casos en que el requerimiento sea deducido mediante acción pública, o por la parte en el juicio o gestión judicial en que se solicita la inaplicabilidad de un precepto legal, o se promueva la cuestión de inconstitucionalidad de un auto acordado, las personas naturales o jurídicas que lo deduzcan deberán señalar en su primera presentación al Tribunal un domicilio conocido dentro de la Región Metropolitana. La presentación será patrocinada y suscrita por un abogado habilitado para ejercer la profesión.


Las resoluciones que se dicten en los procedimientos indicados en el inciso anterior se notificarán por carta certificada a la parte o a quien la represente.


Las sentencias definitivas se notificarán personalmente, o si ello no fuere posible, en la forma que determine el Tribunal. En ambos casos la notificación se practicará por un Ministro de Fe designado por aquél.


Las comunicaciones a que se refiere esta ley se efectuarán mediante oficio.


De dichas actuaciones o diligencias se dejará constancia en el expediente respectivo.


La fecha de notificación por carta certificada y de las comunicaciones a que se refiere esta ley será, para todos los efectos legales, la del segundo día siguiente a su expedición. 


Con todo, el Tribunal podrá autorizar otras formas de notificación que, en la primera comparecencia, le sean solicitadas por alguno de los órganos o personas que intervengan ante él. La forma particular de notificación que se autorice sólo será aplicable al peticionario y, en cualquier caso, deberá dejarse constancia de la actuación en el respectivo expediente el mismo día en que se realice.”.


27) Introdúcese el siguiente artículo 32° B, nuevo:


“Artículo 32° B.-  El Tribunal oirá alegatos en la vista de las causas en los casos a que se refieren los números 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 11° y 12° del artículo 25° C y en los números 1º, 2º, 3º y 4º del artículo 25° D de esta ley. En estos casos, la relación siempre será pública.


En los demás casos, el Tribunal podrá disponer que se oigan alegatos en la forma y condiciones que determine.


La duración de los alegatos será establecida por el Tribunal, mediante auto acordado.”.


28) Sustitúyese el artículo 33° por el siguiente:


“Artículo 33°.- Serán aplicables, además, en cuanto corresponda, las normas contenidas en los Títulos II, V y VII del Libro I del Código de Procedimiento Civil, en lo que no sean contrarias a esta ley.


Con todo, los plazos de días establecidos en esta ley serán de días corridos y no se suspenderán durante los feriados.”.


29) Modifícase el artículo 34° de la manera que se indica:



a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“En el caso del número 1° del artículo 93 de la Constitución, corresponderá al Presidente de la Cámara de origen enviar al Tribunal los proyectos de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de los tratados que contengan normas sobre materias propias de estas últimas.”.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo, las palabras “inciso tercero” por “inciso segundo” y el número “82” por “93”.


c) Agrégase, en su inciso segundo, después de la expresión “el proyecto”, la oración “o el tratado” y, en su inciso tercero, después de la palabra “proyecto”, la expresión “o del tratado”.


30) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 35°:


a) Agrégase, en su inciso segundo, después de la expresión “del proyecto”, la oración “o de las normas respectivas del tratado”.


b) Incorpórase un nuevo inciso final, del siguiente tenor:


“Si el Tribunal resolviere que uno o más preceptos de un tratado son inconstitucionales, deberá declararlo así por resolución fundada cuyo texto íntegro se remitirá a la Cámara de origen. La inconstitucionalidad total impedirá que el Presidente de la República ratifique o promulgue el tratado. La inconstitucionalidad parcial facultará al Presidente de la República para decidir si el tratado se ratifica o promulga sin las normas objetadas, en caso de ser ello procedente conforme a las normas del propio tratado y a las normas generales del derecho internacional.”.


31) Agrégase, como inciso segundo del artículo 36°, el siguiente:


“En el caso que se trate de un tratado internacional respecto del cual se ha declarado su inconstitucionalidad parcial, se comunicará el acuerdo aprobado por el Congreso Nacional, con el quórum correspondiente, y las normas cuya inconstitucionalidad se hubiere dispuesto, para los efectos que el Presidente de la República decida si hará uso de la facultad señalada en el inciso final de artículo anterior.”.


32) Agrégase, en el artículo 37°, después de la expresión “sobre la constitucionalidad”, la oración “de las normas de un tratado o”, y adiciónase el siguiente inciso segundo: 


“Resuelto por el Tribunal que un precepto legal determinado es constitucional, no podrá declararse inaplicable por el mismo vicio que fue materia de la sentencia.”.


33) Incorpóranse, a continuación del artículo 37°, los siguientes artículos nuevos, precedidos de un Párrafo 2, nuevo, alterándose la numeración de los párrafos siguientes, con el epígrafe “Cuestión sobre la constitucionalidad de los autos acordados”:


“Artículo 37° A.- En el caso del artículo 93, número 2°, de la Constitución Política, el requerimiento deberá formularse en la forma señalada en el artículo 39°, inciso primero, de esta ley, y acompañarse el respectivo auto acordado con indicación concreta de la parte impugnada. Si lo interpone una persona que sea parte, además, deberá mencionar con precisión, la manera en que el auto acordado afecta el ejercicio de los derechos fundamentales.


Artículo 37° B.- Recibido el requerimiento por el Tribunal, la sala de turno examinará si cumple con las exigencias señaladas. Declarada su inadmisibilidad por resolución fundada, ésta será notificada a quien hubiere recurrido y se tendrá por no presentado para todos los efectos legales.


Artículo 37° C.- La interposición del requerimiento no suspenderá la aplicación del auto acordado impugnado.


Artículo 37° D.- Admitido a tramitación, se comunicará a la Corte Suprema, a la Corte de Apelaciones respectiva o al Tribunal Calificador de Elecciones, según corresponda, enviándoles copia del requerimiento, para que en el plazo de diez días, hagan llegar al Tribunal las observaciones y los antecedentes que estimen necesarios.


Artículo 37° E.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos para ello, el Tribunal procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 43°. La sentencia deberá dictarse en el plazo de quince días.


Sólo excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento, previa comunicación a los órganos respectivos, quienes tendrán el plazo de veinte días para hacer llegar las observaciones y antecedentes que estimen pertinentes.


Artículo 37° F.- La sentencia que declare la inconstitucionalidad de todo o parte de un auto acordado, la publicará en extracto en el Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación. Desde dicha publicación, el auto acordado, o la parte de él que hubiere sido declarada inconstitucional, se entenderá derogado, lo que no producirá efecto retroactivo.


Artículo 37° G.- Habiéndose pronunciado el Tribunal sobre la constitucionalidad de un auto acordado, no se admitirá a tramitación ningún requerimiento para resolver sobre cuestiones de constitucionalidad del mismo auto acordado, a menos que se invoque un vicio distinto que el hecho valer con anterioridad.


Artículo 37° H.- En caso que el requerimiento fuere deducido por una parte en juicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya solicitado su intervención si el requerimiento fuere rechazado en la sentencia final. Con todo, el Tribunal podrá eximirla de ellas cuando el requirente hubiere tenido motivo plausible para deducir su acción, sobre la cual hará declaración expresa en su resolución.


Para los efectos de las costas, se aplicará lo dispuesto en el artículo 47 Y de esta ley.”.


34) Reemplázase, en el Párrafo 2 del Título II, el guarismo “2” por “3”.


35) Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 38°, los números “2” y “82” por “3°” y “93”, respectivamente.


36) Agrégase el siguiente artículo 38° bis, nuevo:


“Artículo 38° bis.- Para los efectos de la oportunidad en que debe formularse el requerimiento, la promulgación se entenderá efectuada por el Presidente de la República cuando ingrese a la oficina de partes de la Contraloría General de la República el respectivo decreto promulgatorio.


En ningún caso se podrán admitir a tramitación requerimientos formulados con posterioridad a ese instante. Tampoco podrán admitirse requerimientos contra tratados si éstos se presentan después de la remisión de la comunicación que informa la aprobación del tratado por el Congreso Nacional, y el Presidente de la República lo hubiera ratificado en el intertanto.”.


37) Reemplázase, en el artículo 40°, el número “82” por “93”.


38) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 41°, por el siguiente:


“No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquellos o completen éstos.  Si así no lo hicieren, el requerimiento se tendrá por no presentado para todos los efectos legales.”.


39) Agrégase el siguiente artículo 41° bis, nuevo:


“Artículo 41° bis.- En el caso previsto en el artículo 38° de esta ley, se tendrá por recibido el requerimiento en el momento en que se dé cuenta de él al Tribunal y desde esa fecha comenzará a regir el plazo de diez días para resolverlo, sin perjuicio de la prórroga establecida en el artículo 93, inciso quinto, de la Constitución Política de la República. Si el requerimiento fuere defectuoso o incompleto, el término señalado se contará desde que se tengan por subsanadas las deficiencias o completados los antecedentes, en conformidad a lo prescrito en el artículo anterior.”.


40) Deróganse el artículo 44° y el inciso segundo del artículo 45°.


41) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 46°:


a) Sustitúyense, en el inciso primero, los números “3” y “82” por “4°” y “93”, respectivamente.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, el número “82” por “93”.


c) Agrégase, en el inciso tercero, luego del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), lo siguiente: “Para los efectos previstos en este artículo se tendrá por recibido el requerimiento en el momento en que se dé cuenta del mismo al Tribunal.”.


d) Sustitúyese, en el inciso final, la expresión “se publicará en” por las palabras “la publicará” y la frase “y la norma respectiva quedará sin efecto de pleno derecho” por la siguiente: “y la norma respectiva quedará derogada desde esa fecha, sin que la declaración de inconstitucionalidad produzca efecto retroactivo”.


42) Reemplázanse, en el inciso primero del artículo 47°, los números “4” y “82”, por “5°” y “93”, respectivamente.


43) Incorpóranse, a continuación del artículo 47°, los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 47° A.- En el caso del número 6° del artículo 93 de la Constitución Política, si la cuestión de inaplicabilidad es promovida por una parte, al requerimiento deberá acompañarse un certificado expedido por el tribunal que conoce de la gestión judicial en que conste la existencia del proceso, el estado en que éste se encuentra y la calidad de parte del requirente.


Si la cuestión es promovida por el tribunal que conoce de la gestión judicial pendiente, el requerimiento deberá formularse por oficio y acompañarse de una copia de las piezas principales del respectivo expediente.


El tribunal deberá dejar constancia en el proceso de haber recurrido ante el Tribunal Constitucional y notificará de ello a las partes.


Artículo 47° B.- De conformidad al artículo 54, número 1), de la Constitución Política, no procederá la inaplicabilidad respecto de tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Artículo 47° C.- El requerimiento de inaplicabilidad deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho en que se apoya, la indicación del o de los vicios de inconstitucionalidad que se aducen, con indicación precisa de las normas constitucionales que se estiman transgredidas.


Artículo 47° D.- El requerimiento podrá interponerse respecto de cualquier gestión judicial y en cualquier oportunidad  procesal en que se aprecie la aplicación inconstitucional de un precepto legal, que pueda resultar decisivo en la resolución de ese asunto.  


Artículo 47° E.- Presentado el requerimiento, podrán subsanarse los defectos de forma o la omisión de antecedentes que debían acompañarse al Tribunal, dentro del plazo de tres días que, por resolución, éste fije. Si así no lo hicieren, el requerimiento se tendrá por no presentado para todos los efectos legales.


Artículo 47° F.- La sala de turno del Tribunal examinará la admisibilidad del requerimiento, verificando que se pida la inaplicabilidad de un precepto legal, que exista una gestión pendiente ante tribunal ordinario o especial, que la aplicación del precepto legal impugnado pueda resultar decisiva en la resolución de ese asunto, que la cuestión esté fundada razonablemente, que se haya deducido oportunamente y que se cumplan los demás requisitos que señala esta ley.


Para estos efectos, en el caso de requerimientos formulados directamente por las partes, inmediatamente después de presentado y con el sólo mérito de la certificación acompañada, el Tribunal requerirá por el medio más expedito, a aquél que esté conociendo del asunto en que se promueve la cuestión, el envío de copia de las piezas principales del respectivo expediente.


Artículo 47° G.- En caso de faltar alguno de los requisitos o antecedentes señalados, el requerimiento será declarado inadmisible y se tendrá por no presentado.


Artículo 47° H.- La suspensión del procedimiento en que se ha promovido la cuestión de inaplicabilidad deberá pedirse en el mismo requerimiento que se presente, y no será admitida si se solicita con posterioridad, salvo que aquél sea formulado por el tribunal que conoce de la gestión pendiente, caso en que las partes podrán solicitarla dentro del plazo de diez días desde que se dé cuenta al Tribunal.


La suspensión del procedimiento se mantendrá hasta que el Tribunal dicte la sentencia y la comunique al juez ordinario o especial que conoce de la gestión pendiente.


Artículo 47° I.- Admitido a tramitación un requerimiento, el Tribunal deberá ponerlo en conocimiento de la Cámara de Diputados y del Senado, por intermedio de sus respectivos Secretarios, y del Presidente de la República, por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, enviándoles copia de aquél, para que dentro del plazo de diez días, presenten las observaciones y antecedentes que estimen pertinentes. Del mismo modo, lo comunicará o notificará al tribunal de la gestión pendiente o a las partes de ésta, según corresponda, confiriéndoles el mismo plazo para formular sus observaciones y presentar antecedentes.


Artículo 47° J.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos legales para ello, el Tribunal procederá conforme al artículo 43. 


El Tribunal dictará sentencia dentro del plazo de treinta días, el que, en casos calificados y por resolución fundada, podrá prorrogar por otros quince.


Sólo excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inaplicabilidad de las normas cuestionadas en la infracción de un precepto constitucional distinto al invocado en el requerimiento, previa comunicación a los requirentes, quienes tendrán el plazo de veinte días para hacer llegar las observaciones y antecedentes que estimen pertinentes.


Artículo 47° K.- Si el requerimiento fuere presentado por un tribunal ordinario o especial y el Tribunal Constitucional lo rechazare por carecer de fundamento plausible, así lo declarará en su sentencia.  


Artículo 47° L.- Resuelta la cuestión de inaplicabilidad por el Tribunal Constitucional, no podrá ser intentada nuevamente, por el mismo vicio, en las sucesivas instancias o grados de la gestión en que se hubiere promovido.


Artículo 47° M.- La sentencia que declare la inaplicabilidad, deberá notificarse de inmediato a las partes que formularon el requerimiento, al juez o a la sala del tribunal que conoce del asunto, haya o no requerido, y a los órganos  señalados en el artículo 47° I. La sentencia, asimismo, deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial, dentro de tercero día.


Artículo 47° N.- La sentencia de inaplicabilidad sólo producirá efectos en el juicio en que se solicite. 


Artículo 47° Ñ.- En el caso del número 7°, del artículo 93, de la Constitución Política, la declaración de inconstitucionalidad de un precepto legal que hubiere sido declarado inaplicable podrá ser hecha de oficio por el Tribunal o a requerimiento de cualquier persona, natural o jurídica, dentro de los tres meses siguientes a la fecha de publicación de la sentencia que hubiere declarado la inaplicabilidad.


Esta declaración no podrá recaer sobre un tratado ni sobre una o más de sus disposiciones.


Artículo 47° O.- En los casos en que el Tribunal pueda actuar de oficio, así lo declarará en una resolución que individualizará la sentencia de inaplicabilidad que le sirve de sustento y las disposiciones constitucionales transgredidas. De esta resolución se dará traslado a la Cámara de Diputados y al Senado, por intermedio de sus respectivos Secretarios y al Presidente de la República, a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, quienes tendrán el plazo de veinte días para hacer llegar las observaciones y antecedentes que estimen pertinentes.


Artículo 47° P.- Si la declaración de inconstitucionalidad es promovida mediante acción pública, la o las personas naturales o jurídicas que la ejerzan deberán fundar razonablemente la petición, indicando precisamente la sentencia a que se refiere, los argumentos de derecho que le sirven de apoyo y la conveniencia de la declaración de inconstitucionalidad.  Una vez presentado, el requerimiento no podrá subsanarse ni completarse.


Artículo 47° Q.- Recibido el requerimiento, el Tribunal conferirá traslado a los órganos señalados en el artículo 47° I para que, dentro del plazo de cinco días, aleguen sobre su admisibilidad o inadmisibilidad.


Artículo 47° R.- Evacuado el traslado indicado en el artículo anterior, o vencidos los plazos para ello, el Tribunal examinará la admisibilidad del requerimiento, y lo declarará inadmisible si no ha existido una declaración previa de inaplicabilidad, o si han transcurrido más de tres meses desde la respectiva sentencia, o si adolece de manifiesta falta de fundamento.


Artículo 47° S.- Admitido a tramitación, deberá ponerse en conocimiento de los órganos individualizados en el artículo 47° I, quienes dispondrán del plazo de veinte días para formular las observaciones y acompañar los antecedentes que estimen pertinentes.


Artículo 47° T.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos legales para ello, el Tribunal procederá conforme al artículo 43°.


Artículo 47° U.- El Tribunal dictará sentencia dentro del plazo de treinta días y sólo en casos calificados y por resolución fundada podrá prorrogarlo por otros quince.


Artículo 47° V.- El Tribunal podrá fundar la declaración de inconstitucionalidad de las normas legales cuestionadas, únicamente en la infracción de los preceptos constitucionales que fueron considerados transgredidos por la sentencia previa que le sirve de sustento.


Artículo 47° W.- La sentencia que declare la inconstitucionalidad de todo o parte de un precepto legal, será publicada en extracto en el Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 31 de esta ley.  Desde esa fecha, el precepto quedará derogado, lo que no producirá efecto retroactivo.


Artículo 47° X.- En caso que la inaplicabilidad fuere deducida por una parte del juicio o gestión y en el evento que la inconstitucionalidad fuere promovida mediante acción pública, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya requerido su intervención si el requerimiento fuere rechazado en la sentencia final. Con todo, el Tribunal podrá eximirla de ellas cuando el requirente hubiere tenido motivos plausibles para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.


Artículo 47° Y.- La ejecución de la sentencia, en lo relativo a las costas, se efectuará conforme al procedimiento ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil y conocerá de ella el Juez de Letras Civil que corresponda, con asiento en la Región Metropolitana.”.


44) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 48°:


a) Sustitúyense, en el inciso primero, los números “5” y “82” por “8°” y “93”, respectivamente.


b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“El Tribunal deberá dictar sentencia en el plazo de diez días prorrogables por otros diez en casos calificados y por resolución fundada.”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la coma (,) después de la voz “ley”, por la letra “o”, y elimínase la frase “o declare la inconstitucionalidad de un decreto”.


45) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 49°:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, los números “6” y “82” por “9°” y “93”, respectivamente. 


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, el número “88” por “99”.


46) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 50°:



a) Reemplázanse, en el inciso primero, los números “12” y “82” por “16°” y “93”, respectivamente.


b) Agréganse los siguientes incisos nuevos, a continuación del primero:


“El requerimiento podrá fundarse en cualquier vicio que ponga en contradicción el decreto con la Constitución.


Sin embargo, cuando el vicio invocado sea que el decreto excede la potestad reglamentaria autónoma, invadiendo las materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 63 de la Constitución, sólo podrán requerir la Cámara de Diputados o el Senado. Si se invoca uno o más vicios distintos al señalado, además de dichos órganos, podrán también requerir una cuarta parte de los miembros en ejercicio de cualquiera de las Cámaras.


En todo caso, el requerimiento deberá presentarse dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del decreto impugnado.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 42° de esta ley, admitido a tramitación el requerimiento, deberá ponerse en conocimiento del Contralor General de la República.”.


c) Sustitúyese, en el inciso segundo, que pasa a ser sexto, la expresión “que reciba el” por la frase “el momento en que se dé cuenta del”. 


d) Sustitúyese, en el inciso final, la oración “deberá publicarse” por la expresión “la publicará” y agrégase, en el mismo inciso, después del punto final (.) que pasa a ser seguido (.) la siguiente oración:


“Sin embargo, con el solo mérito de la sentencia que acoja el reclamo, el decreto quedará sin efecto de pleno derecho.”.


47) Incorporánse, a continuación del artículo 50°, los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 50° A.- En el caso del número 12° del artículo 93 de la Constitución Política, el órgano que se atribuya competencia o falta de ella, sobre un asunto determinado, deberá presentar su petición por escrito al Tribunal. En ella deberá indicar con precisión la contienda producida, los hechos y los fundamentos de derecho que le sirven de sustento.


Artículo 50° B.- Una vez admitida a tramitación, se dará traslado al o a los otros órganos afectados para que, en el plazo de diez días, hagan llegar al Tribunal las observaciones y antecedentes que estimen pertinentes.


Artículo 50° C.- El Tribunal podrá disponer la suspensión del procedimiento en que incida su decisión si la continuación del mismo pudiere causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resolviere, en caso de acogerse la contienda.


Artículo 50° D.- El Tribunal, evacuados los trámites o diligencias, o transcurrido el plazo para hacerlo, procederá conforme a lo que establece el artículo 43.


Artículo 50° E.- El Tribunal deberá dictar sentencia en el plazo de veinte días contados desde que se produjo el acuerdo.”.


48) Reemplázase, en el Párrafo 3 del Título II, el guarismo “3” por “4”.


49) Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 51°, los números “10”, “11” y “82” por “13°”, “14°” y “93”, respectivamente.


50) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 52°, la palabra “decimotercero” por “decimoquinto” y el número “82” por “93”.


51) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 62°:


a) Sustitúyense, en el inciso primero, los números “10”, “11” y “82” por “13°”, “14°” y “93”, respectivamente.


b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “establecido en el Título I del Libro III del Código de Procedimiento Civil” por la oración “ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil” y sustitúyese la oración “el Tribunal ordinario de justicia que corresponda” por la frase “el Juez de Letras Civil que corresponda, con asiento en la Región Metropolitana”.


52) Reemplázase, en el Párrafo 4 del Título II, el guarismo “4” por “5”.


53) Reemplázanse, en el artículo 63°, los números “7” y “82”, por “10°” y “93”, respectivamente.


54) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 65°, la expresión “El Tribunal examinará” por “La sala de turno examinará”.


55) Incorpóranse, a continuación del artículo 72°, los siguientes artículos nuevos, precedidos de un Párrafo 6, nuevo, con el epígrafe “Renuncia de Parlamentarios”.


“Artículo 72° A.- En el caso del artículo 93, número 15º, de la Constitución Política, la renuncia del parlamentario deberá presentarse ante el Presidente de la Cámara a la que pertenece, quien la remitirá al Tribunal en el plazo de cinco días desde que le fue presentada.


Artículo 72° B.- El Presidente de la República, el Senado, la Cámara de Diputados o diez o más parlamentarios en ejercicio, respecto de sus pares, podrán oponerse fundadamente a la renuncia. En tal caso, se dará traslado a la Cámara a la que pertenezca el parlamentario renunciado y a él mismo, para que en el plazo de diez días hagan llegar las observaciones y antecedentes que estimen necesarios.


Artículo 72° C.- El Tribunal resolverá si es necesario o no recibir prueba. En caso que lo estime necesario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 57°. El tribunal apreciará la prueba en conciencia.


Artículo 72° D.- Una vez evacuados los trámites o diligencias anteriores, se estará a lo dispuesto en el artículo 43°.


Artículo 72° E.- La sentencia deberá dictarla el Tribunal en el plazo de veinte días luego de tomado el acuerdo.


Artículo 72° F.- Pendiente la sentencia, la renuncia no producirá efecto alguno.”.


56) Reemplázase, en el Párrafo 5 del Título II, el guarismo “5” por “7”.


57) Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 73°, los números “9” y “82” por “11°” y “93”, respectivamente.


58) Reemplázase el artículo 74°, por el siguiente:


“Artículo 74°.- La planta del personal del Tribunal estará constituida por los siguientes cargos:


Diez Ministros


Un Secretario Abogado


Dos Relatores Abogados


Dos Abogados Asistentes de Ministros


Un Jefe de Presupuestos


Un Bibliotecario


Un Secretario de la Presidencia


Dos Oficiales Primeros Administrativos


Dos Oficiales Segundos Administrativos


Un Mayordomo


Dos Oficiales de Sala


Dos Auxiliares de Servicios.


El Tribunal podrá acordar la contratación, sobre la base de honorarios, de profesionales, técnicos o expertos en determinadas materias, para ejecutar tareas específicas comprendidas en sus actividades, dentro de sus disponibilidades presupuestarias.”.


59) Reemplázase el artículo 75°, por el siguiente:


“Artículo 75°.- No obstante lo establecido en el artículo anterior, el Tribunal podrá ampliar la planta de su personal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros y sólo en la medida que sea estrictamente necesario para su normal funcionamiento, en la siguiente forma:


– Hasta dos Relatores Abogados;


– Hasta cinco Oficiales Segundo;


– Hasta un Oficial de Sala;


– Hasta cinco Auxiliares de Servicios Menores.”.


60) Reemplázase el artículo 77°, por el siguiente:


“Artículo 77°.- La remuneración mensual de cada uno de los Ministros corresponderá a la establecida para el grado II de la Escala de Sueldos del Poder Judicial, Escalafón del Personal Superior, incluidas las asignaciones que correspondan al cargo de Ministro de Corte Suprema, con excepción de la asignación de antigüedad establecida en la letra a) del artículo 7° del decreto ley N° 3.058, de 1979. 


Adicionalmente a la remuneración señalada en el inciso anterior, los Ministros percibirán una Asignación de Dedicación Exclusiva, que tendrá el carácter de renta para todo efecto legal y que no se considerará base de cálculo para determinar otras remuneraciones. Esta asignación estará afecta a las incompatibilidades, prohibiciones e inhabilidades señaladas en el artículo 1° de la ley N° 19.863.  El monto de esta asignación será del 23% de las remuneraciones brutas de carácter permanente que le corresponda percibir de conformidad con el inciso primero. Con todo, la concesión de esta asignación, sumadas las remuneraciones de carácter permanente, no podrá significar en cada año calendario, una cantidad promedio superior a la remuneración bruta de carácter permanente de los Ministros de Estado.


La remuneración de los Ministros será imponible de conformidad a la ley, en los mismos términos y modalidades que lo sean las remuneraciones del Poder Judicial.”.


61) Reemplázase el artículo 83°, por el siguiente:


“Artículo 83°.- En el mes de marzo de cada año el Tribunal publicará una Memoria que incluirá una reseña de sus actividades institucionales de orden jurisdiccional y administrativo desarrolladas en el año anterior, la cuenta de su gestión financiera, los informes de auditoría y todo otro antecedente e información que se considere necesario.”.


62) Agrégase el siguiente artículo 83° A:


“Artículo 83° A.- En la segunda quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado presentarán la rendición de cuenta de los gastos del ejercicio anterior ante el Tribunal, la que será comunicada a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su incorporación en el Balance General de la Nación y se incluirá resumidamente en la Memoria Anual del Tribunal.


Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal, a proposición del Presidente, podrá contratar la ejecución de auditorías de su gestión financiera y patrimonial, por entidades externas, mediante licitación pública o privada.”.


63) Reemplázase el artículo 84°, por el siguiente:


“Artículo 84°.- Los funcionarios que incurran en faltas a sus deberes o prohibiciones podrán ser sancionados disciplinariamente por el Tribunal con alguna de las siguientes medidas, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pueda derivar del mismo hecho: amonestación, censura por escrito, multa de hasta un mes de remuneración, suspensión de hasta dos meses sin goce de remuneración y remoción.


Las sanciones disciplinarias indicadas se aplicarán previa investigación sumaria simple en la que deberán recibirse los descargos que el afectado pueda hacer valer en su defensa y una vez resueltas, no serán susceptibles de reclamación o recurso alguno.”.


64) Derógase el artículo 90°.


65) Deróganse los artículos 1º, 2º, 3º y 4º transitorios.


66) Introdúcense los siguientes artículos transitorios:


“Artículo 1º transitorio.- Los actuales Ministros de la Corte Suprema que lo sean a la vez del Tribunal Constitucional quedarán suspendidos temporalmente del ejercicio de sus cargos en dicha Corte seis meses después de la publicación de la ley N° 20.050, de 26 de agosto de 2005.


Esta suspensión no afectará sus derechos funcionarios en cuanto Ministros de la Corte Suprema, de modo que conservarán su ubicación en el Escalafón del Personal Superior del Poder Judicial y su antigüedad en la respectiva categoría para esos efectos y de cualquier otro derecho o beneficio que corresponda o pueda corresponder a los Ministros de la Corte Suprema, tal como si hubiesen continuado en el ejercicio efectivo de sus funciones.


Con todo, las remuneraciones que perciban desde la fecha indicada en el inciso primero serán exclusivamente las que corresponda a los miembros del Tribunal Constitucional de acuerdo a esta ley.


Artículo 2º transitorio.- Los procesos iniciados, de oficio o a petición de parte, o que se inicien en la Corte Suprema, para declarar la inaplicabilidad de un precepto legal por ser contrario a la Constitución, con anterioridad a la aplicación de las reformas al Capítulo VIII de la Constitución Política, seguirán siendo de conocimiento o de resolución de esa Corte hasta su completo término.


Los recursos de inaplicabilidad resueltos por la Corte Suprema o que se hubieren tenido por desistidos o abandonados, con anterioridad al 26 de febrero del año 2006, no podrán presentarse ante el Tribunal Constitucional en ejercicio de la facultad que concede el artículo 93, Nº 6°, de la Constitución Política.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día de hoy, con la asistencia de los Honorables Senadores señor José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Andrés Chadwick Piñera y Pedro Muñoz Aburto.


Sala de la Comisión, a 9 de mayo de 2006.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE MODIFICA PLAZO DE ENTRADA EN VIGENCIA DE LA LEY Nº 20.084, SOBRE RESPONSABILIDAD PENAL JUVENIL

(4197-07)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros, en general y en particular, a la vez, el proyecto de ley de la referencia, con urgencia calificada de “suma”.





A la sesión en que se trató esta iniciativa asistieron el señor Ministro de Justicia, don Isidro Solís; la Subsecretaria de dicha Cartera, señora Verónica Barahona; el Jefe de la División Jurídica (S) del mismo Ministerio, señor Fernando Dazarola, y el Jefe de la División de Defensa Social, señor Decio Mettifigo. Concurrieron, también, la Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, señora Paulina Fernández; el Defensor Nacional, señor Eduardo Sepúlveda y el Director Nacional de Gendarmería de Chile, señor Alfredo Bañados.





Cabe hacer presente que por tratarse de una iniciativa que consta de un artículo único, fue discutida por vuestra Comisión en general y en particular a la vez, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, acordándose recomendaros proceder de igual manera.

- - - - - -

ANTECEDENTES

Antecedentes de hecho

a) El Mensaje




En su Mensaje, el Gobierno hace presente que ha puesto en el centro de sus prioridades la política pública sobre la infancia y la adolescencia. Señala que ésta ha sido, sin embargo, una temática en la cual no sólo la presente Administración ha considerado necesario priorizar sus esfuerzos y que prueba de ello fue la reforma al sistema de protección de los derechos de niños y adolescentes lograda con un significativo consenso por los diversos actores políticos representados en el Congreso Nacional. Agrega que, fruto de este consenso, se aprobó la ley sobre responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal -la N° 20.084-, publicada en el Diario Oficial el pasado 7 de diciembre de 2005.





En ese contexto, señala que una preocupación fundamental de todos los intervinientes en el proceso de discusión de la señalada ley N° 20.084, fue contar con un sistema adecuadamente preparado para su aplicación. En efecto, explica, la ley en cuestión ha previsto un sistema especializado de juzgamiento y sanciones para los adolescentes que infrinjan la ley penal entre los 14 y los 18 años de edad.





Manifiesta que este sistema especializado se basa en una serie de disposiciones que exigen una respuesta muy fina por parte del mismo, que permita la efectiva reinserción social de los adolescentes infractores de la ley penal.





Sostiene que la señalada especialización se manifiesta en distintos ámbitos. Por un lado, en la reducción del catálogo de conductas respecto de las cuales va a existir una reacción netamente penal y, por otro, en el establecimiento de la privación de libertad como sanción en términos restringidos.





Asevera que la especialidad implica centros privativos de libertad diferentes y enfocados exclusivamente a los adolescentes, que posibiliten una intervención orientada a la plena integración social. Significa también que el procedimiento de persecución penal debe recoger las especificidades de la etapa adolescente, considerando, por ejemplo, el lenguaje juvenil, con estándares que garanticen que las audiencias sean entendidas cabalmente por el adolescente imputado y se conviertan en parte de su proceso socioeducativo. Finalmente, supone la especialidad de todos los actores del sistema de justicia, desde las policías hasta los jueces, pasando por fiscales, defensores, educadores de los centros y delegados de libertad asistida, todos los cuales han de estar capacitados tanto en los aspectos legales de esta crucial reforma como en, quizá aun más importante, los ámbitos criminológicos y de inserción social.





El Mensaje expresa que atendido lo anterior, el Ministerio de Justicia efectuó una última evaluación del estado de la implementación del sistema, previa a la entrada en vigencia de la referida ley el próximo 8 de junio, la cual fue recientemente expuesta a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado.





Añade que dicha evaluación ha mostrado que, a pesar de los esfuerzos desplegados por todas las instituciones involucradas en la puesta en marcha –Servicio Nacional de Menores, Defensoría Penal Pública, Gendarmería de Chile, Ministerio Público y Poder Judicial, entre otras– el sistema presenta algunas carencias que ponen en riesgo la consecución de los objetivos referidos precedentemente, sobre todo en lo que respecta a la administración de las sanciones que dispone la ley N° 20.084 y, más particularmente, en relación con las sanciones dispuestas en centros semicerrados y los programas vinculados con educación y rehabilitación del consumo de drogas para adolescentes infractores de la ley penal.





Indica, a continuación, que el Congreso Nacional ha manifestado su preocupación sobre el tema, a través de la referida Comisión del Senado. De ahí que el Gobierno proponga una suspensión del plazo de entrada en vigencia de la ley N° 20.084, para que ésta tenga vigor a contar del 8 de junio del año 2007.





Informa que para arribar a esta propuesta se analizaron todas las alternativas jurídicas posibles, entre ellas la gradualidad de la entrada en vigencia de la reforma en cuestión. Sin embargo, añade, el Ejecutivo ha tomado la decisión de impulsar sólo un proyecto de suspensión de la entrada en vigencia de esta ley para un plazo razonable –un año más- que le permita realizar todos los ajustes requeridos por el sistema, para arbitrar de manera adecuada las diversas medidas y sanciones que establece la antes citada ley N° 20.084, sin introducir tratamientos diferenciados en consideración a factores como el territorio.





Asegura que con esta suspensión no se hace sino prever con suficiente holgura cada uno de los detalles de coordinación interinstitucional, inversión en infraestructura, financiamiento, regulaciones específicas y capacitación, entre otros, a los que el Gobierno ya se encuentra abocado, y que exigirán –por cierto- un mayor esfuerzo aún, para asegurar la mejor puesta en marcha que pueda entregarse a este nuevo sistema de enjuiciamiento y sanción de los adolescentes infractores de ley penal, tanto por parte del Gobierno como del Ministerio Público y del Poder Judicial.





Así, indica que atendida la premura de postergar la entrada en vigencia de la ley N° 20.084 y analizada la disponibilidad de agenda por parte del Congreso Nacional durante el mes de mayo en curso, el Ejecutivo ha decidido proponer una suspensión de la entrada en vigencia de la señalada ley para facilitar un adecuado proceso de implementación de la misma.





Informa, a continuación, que el proyecto de ley que se somete a consideración del Congreso Nacional consta de un artículo único que reemplaza en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.084 la expresión “seis meses” por la expresión “dieciocho meses”, con el objeto de que ésta entre en vigencia a partir del 8 de junio de 2007.





Estima que, por todo lo señalado, esta medida resulta necesaria, útil y conducente al objetivo último de entregar a la ciudadanía un nuevo sistema que cumpla con las expectativas que en él se han cifrado y que garantice una adecuada reinserción social de los adolescentes infractores de la ley penal.





En mérito de lo precedentemente expuesto, somete a consideración del Senado el siguiente

PROYECTO DE LEY:





“Artículo único. Reemplácese en el artículo 1° transitorio de la ley N° 20.084 la expresión “seis meses” por “dieciocho meses”.”.

b) Análisis del estado de implementación de las condiciones previstas para la aplicación de la ley N° 20.084





Es dable dejar constancia que con fecha 2 de mayo de 2006, la Comisión celebró una sesión destinada a evaluar la implementación de los requisitos y condiciones que deben cumplirse para que el nuevo sistema de responsabilidad penal de los adolescentes comience a operar con normalidad y eficiencia el día 8 de junio próximo.





A dicha sesión concurrió el señor Ministro de Justicia, don Isidro Solís, acompañado de la Subsecretaria de esa Secretaría de Estado, señora Verónica Baraona; el Jefe de la División Jurídica (S), señor Fernando Dazarola; el Jefe del Departamento de Menores, señor Francisco Estrada; la Jefa de la Oficina de Planificación y Presupuestos, señora Beatriz Barrera, y la asesora señora María Cecilia Ramírez. Estuvieron presentes también la Directora Nacional del Servicio Nacional de Menores, señora Paulina Fernández, acompañada de su Jefe de Gabinete, señor Marcos Barreto, y la asesora señora Alejandra Riveros.





Asistieron, en representación del Ministerio Público, el Director de la Unidad de Responsabilidad Penal Juvenil y Violencia Intrafamiliar, señor Iván Fuenzalida, y la abogada asesora señora María Eugenia Manaud. Por la Defensoría Penal Pública participaron el Defensor Nacional, señor Eduardo Sepúlveda; el Jefe de la Unidad de Responsabilidad Penal Juvenil, señor Gonzalo Berríos, y el Director Administrativo Nacional, señor Pablo Ortiz.





También estuvo presente el Director Nacional de Gendarmería de Chile, señor Alfredo Bañados. En representación del Ministerio de Hacienda concurrió la señora Sereli Pardo.





En esta oportunidad, los miembros de la Comisión recibieron antecedentes detallados acerca de aspectos como la infraestructura necesaria para el cumplimiento de las sanciones privativas de libertad en las distintas regiones del país; la construcción o habilitación de centros para el cumplimiento de penas en sistemas semicerrados; la provisión de los nuevos cargos previstos por la ley en el Poder Judicial, el Ministerio Público y la Defensoría Penal Pública; la dictación de reglamentos y otras normas; los procesos de capacitación en los distintos organismos involucrados en el nuevo sistema; la existencia de tratamientos y medidas de rehabilitación para la adicción a las drogas y al alcohol y la implementación de programas para la continuación de sus estudios por parte de los jóvenes infractores privados de libertad, entre otros aspectos.





Todos estos antecedentes permitieron a la Comisión apreciar en forma cabal el nivel de implementación en que se encuentran los aspectos reseñados, así como aquéllos en que aún debe avanzarse, todo ello teniendo en consideración que el nuevo sistema comenzaría a aplicarse el día 8 de junio próximo.

Antecedentes legales




Como se señaló precedentemente, la ley N° 20.084, publicada el 7 de diciembre de 2005, estableció un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.





Su artículo 1° transitorio prescribe que dicho cuerpo normativo entrará en vigencia seis meses después de su publicación. Se exceptúa de esta regla lo dispuesto por las letras a) y c) del artículo 68, disposiciones que regulan el procedimiento contravencional aplicable a los adolescentes, que queda bajo la competencia de los Tribunales de Familia.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, abrió el debate de este iniciativa, señalando que en atención a que ella consta de un artículo único, procedía discutirla en general y en particular a la vez, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 127 del Reglamento del Senado.





El Ministro de Justicia, señor Isidro Solís, señaló que pese a los avances desarrollados en diversas áreas del proceso de implementación de la Ley N° 20.084 y luego de la presentación oficial que el Ministerio de Justicia y servicios relacionados hiciesen ante esta Comisión, en donde se llevó a cabo una detallada evaluación del proceso, se han revisado las fórmulas de contingencia ante los retrasos en la construcción de algunos de los centros semicerrados, estableciéndose que el inicio el 8 de junio próximo presentaría diversos aspectos problemáticos al no contar con la oferta suficiente en todas las regiones del país. Indicó que no queriendo repetir lo que fue la experiencia de la instalación de la reforma de Familia, se ha presentado esta iniciativa, que busca retrasar en un año la entrada en vigencia de la ley. Las otras áreas en que se observa déficit, dijo, corresponden al tema educación en algunos de los centros existentes y al tema tratamiento de rehabilitación de drogas, en la mayor parte del país.





Explicó que el Ministerio de Justicia, con base en los procesos de Reforma Procesal Penal y de Justicia de Familia, entiende bien que el diseño legislativo siempre es sólo la primera parte de un proceso de cambio profundo en cuya implementación se debe prestar singular atención al seguimiento y coordinación interinstitucional a fin de que la reforma legal, en este caso, la instalación por primera vez de un sistema de justicia penal especializado, resulte exitosa y permanente. 





Agregó que desde que se anunciara en el año 2000 la reforma integral de la legislación e institucionalidad de infancia, los distintos actores involucrados se han ido preparando para implementar la futura ley de responsabilidad penal adolescente, con distintos énfasis y ritmos.





El proceso de implementación llevado a cabo, prosiguió, ha discurrido sobre el mecanismo de las coordinaciones interagencias. En algunos casos, incorporando a todos los actores del sistema de justicia; en otros, incluyendo también a todas las entidades públicas involucradas en el proceso de reintegración social, objetivo central de esta ley. En algunas áreas el seguimiento ha requerido una coordinación amplia que involucra a todas las agencias estatales y privadas involucradas. Pero otras temáticas han necesitado agendas bilaterales o tripartitas de trabajo.  





Sostuvo que las dimensiones que requieren ser objeto de seguimiento durante la implementación son las siguientes:

1. Normativa

Ella ha significado estar atentos a los problemas que vayan surgiendo con la interpretación de determinadas normas a fin de proponer oportunamente al Parlamento proyectos de reforma legal o buscar las maneras de facilitar una interpretación homogénea a través de acuerdos institucionales, manuales de funcionamiento  o instrucciones dentro de las respectivas potestades.

Al mismo tiempo, hay ámbitos que son propios de la potestad normativa de la autoridad administrativa:

1.1. – Reglamento de la Ley para la Ejecución de las sanciones: Se recibieron aportes de GENCHI y de SENAME respecto de los contenidos del Reglamento de la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente. Dicho Reglamento contempla la organización y funcionamiento de los centros privativos de libertad y la administración de las medidas que se aplican en el medio libre. Se definen normas disciplinarias y normas sobre seguridad de los recintos. Este reglamento se dictará mediante Decreto Supremo expedido por el Ministerio de Justicia
1.2.- Circulares; que formalicen las instrucciones y acuerdos de coordinación.

1.3.- Convenios: Ibid. Ya hay un borrador avanzado de Convenio Genchi-Sename p. ej. en materias de vigilancia, seguridad y asesoría técnica en seguridad.

1.4.- Decretos: de funcionamiento de los centros p. ej., ya que con la entrada en vigencia de la ley desaparecen los COD y CERECO como tales, y sus respectivos Decretos Supremos y entran en vigencia los Centros para la Internación en Régimen Semicerrado,  Centros Cerrados de Privación de Libertad y los Centros de Internación Provisoria.

2. Administrativa

Las coordinaciones interagencias deben ser funcionales a las tareas, por lo que habrá distintos espacios de coordinación.

Es así como se constituyó, el 6 de diciembre de 2005, una Mesa de Justicia Penal Adolescente que, coordinada por el Ministerio de Justicia, integra a las siguientes instituciones: Ministerio Público, Corte Suprema, Subsecretaría de Interior, la División de Seguridad Ciudadana, Subsecretaría de Carabineros, Defensoría Penal Pública, Gendarmería de Chile, Servicio Nacional de Menores, CONACE, Servicio de Registro Civil e Identificación, Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones de Chile, Corporación Administrativa del Poder Judicial y la Academia Judicial, Subsecretaría de Educación, Subsecretaría de Salud, MIDEPLAN, INJUV y SENCE.

Dicha Mesa fue informada del Plan de trabajo a seguir, de la unidad ministerial responsable y de la necesidad de designar a la brevedad interlocutores con poderes decisorios en cada institución. Una vez las instituciones señaladas designaron a sus encargados, se procedió a convocar a la Mesa Ejecutiva, la que ha sesionado en los meses de diciembre de 2005, enero de 2006 y marzo de 2006. En el seno de esta Mesa se han conformado las siguientes Comisiones de Trabajo:

1. Circuito Especializado

2. Capacitación

3. Judicial

4. Estadísticas

5. Infraestructura

6. Infraestructura e Intervención Drogas

7. Intervención

8. Reglamento (ya había comenzado previamente su trabajo)

9. Centro de Justicia (ya había comenzado previamente su trabajo por mandato de la Comisión Coordinadora de la Reforma Procesal Penal. Se trabaja aquí dentro de la instancia ya existente a fin de no replicar comisiones y bajo la coordinación, para estos efectos, de la UCR).

Comisión Judicial:

En el ámbito del Poder Judicial, señaló que a la fecha se encuentran nombrados los 9 Jueces de garantía adicionales y  3 Jueces en Tribunales Orales en lo Penal. La capacitación está a cargo de la Academia Judicial, quien ya ha licitado los respectivos Cursos de Especialización. Se trabaja en un protocolo que facilite el cumplimiento de la obligación del art. 42 de entregar información de la oferta programática a la judicatura.
3. Informática y Estadística

A este respecto, informó que los procesos de modernización tecnológica en que se encuentra involucrado el Estado de Chile deben también ser implementados en este subsistema de justicia. Por lo demás, un insumo básico para la correcta formulación de las políticas públicas, su desarrollo y evaluación, es contar con información estadística, completa y oportuna. Solo así el control de la gestión del sistema se transforma en un eje de la transformación. Las estadísticas delictivas sobre adolescentes son un tema constante de debate nacional y se carece de un sistema sólido que permita ofrecer información oportuna y confiable.

Un logro de la Comisión de Estadísticas fue el compromiso de todas las instituciones respectivas (Ministerio Público, Defensoría Penal Pública, CAPJ, SENAME, GENCHI, Carabineros, Investigaciones y Registro Civil) en entregar al término de los primeros 6 meses de funcionamiento del sistema, información en un Anuario, sobre el funcionamiento del sistema. Se está actualmente trabajando, siguiendo la experiencia y formato del Anuario de la RPP, en la determinación de la información a recopilar, la selección de variables de análisis y procedimientos a seguir por la Comisión.

4. Capacitación y Difusión

Ella se refiere tanto respecto de los actores del circuito como de otros actores indirectos como estudiantes secundarios, organizaciones juveniles o vecinales, etc. La nueva mirada que la ley pretende instalar requiere relevar los principios de resocialización, de debido proceso, de la construcción de estándares especiales en materias procesales respecto de infractores juveniles, etc.

Cabe destacar que la Defensoría Penal Pública diseñó un intenso y extenso plan de capacitación para sus defensores especializados que se inició el pasado 15 de marzo y durará 2 meses. 

En cuanto al Poder Judicial, la  capacitación de la judicatura es responsabilidad de la Academia Judicial, entidad que licitó y adjudicó diferentes cursos de especialización a lo largo del país.

Con la aprobación de la Comisión Nacional de la Reforma, se ha licitado la realización de un Programa de Capacitación Interinstitucional (PCI) que reunirá a 50 actores de cada una de las tres instituciones centrales del sistema de justicia (150 en total) para la simulación de determinadas audiencias, durante la tercera semana de mayo del 2006. 

Se ha elaborado un Plan de Capacitación para los actores directamente involucrados en el nuevo sistema, a nivel regional, a lo largo de todo el país. Así, se han realizado Seminarios Regionales, según el siguiente calendario:
Arica:  

2-3 mayo
Iquique: 

4-5 Mayo
Antofagasta:  
11-12 Mayo
La Serena:  
24-25 Abril
Valparaíso:  
Fines de Mayo
Rancagua:  

4-5 Mayo
Talca:  

4-5 de Mayo
Concepción:  
27- 28 Abril
Temuco:  

26-27 Abril
Puerto Montt:  
24-25 Abril
Coyhaique:  
9-10 Mayo
Punta Arenas:  
11-12 de Mayo
Santiago:  

Fines de Mayo
5. Espacial-Infraestructura

Informó que ya el sector Justicia, a través de la Subsecretaría de Justicia, ha efectuado inversiones que alcanzan los 38 mil millones de pesos en orden a garantizar que en todo el país se cuente con centros especiales para adolescentes que les permitan estar totalmente separados de los adultos. Restan por gastar, pero están contemplados en presupuesto del sector, unos 3.700 millones de pesos en el diseño y construcción de un Centro Cerrado de privación de libertad, en la Región Metropolitana.

Se cuenta, por primera vez en nuestra historia, con un centro cerrado por región (17 centros), exclusivo para adolescentes del nuevo sistema de justicia penal. Se está en la fase de diseño de un nuevo centro para la región Metropolitana que vendrá a complementar los actualmente existentes

6. Programática

Manifestó que el eje clave del nuevo sistema está puesto en las sanciones no privativas de libertad. Se hace entonces, necesario, un seguimiento y monitoreo del funcionamiento de estas sistema de sanciones, como asimismo de las privativas de libertad. En ambos sistemas, la ley señala fines de responsabilización e integración social (o resocialización) que deberán ser integrados en los programas que desarrollen las administraciones directas de los centros y las instituciones privadas a cargo de las sanciones no privativas de libertad. 

Señaló que SENAME preparó y capacitó al personal de los centros de administración directa y a los programas en medio libre, en las Nuevas Orientaciones Técnicas, que son el instrumento que contiene los modelos técnicos de intervención psicosocial, según línea programática.

Respecto de los programas que ejecutarán las sanciones no privativas de libertad, expresó que se cuenta con el personal capacitado y en número suficiente pata atender a la demanda proyectada, y que el financiamiento de los delegados está contemplado en el monto establecido en la Ley de Subvenciones, según se muestra en los siguientes cuadros:
Sistema Medio Libre –  Proyección de Plazas de Libertad Asistida y LAE

	REGION
	COBERTURA 
(Capacidad Máxima actual)

	I Arica
	60

	I Iquique
	70

	II
	180

	III
	104

	IV
	163

	V
	575

	VI
	140

	VII
	313

	VIII
	610

	IX
	215

	X
	200

	X P.Montt
	220

	XI
	56

	XII
	45

	RM
	1.305

	NACIONAL
	4.256


Personal Programas Libertad Asistida y LAE

	REGION
	Nº PROGRAMAS
	DELEGADOS
	JEFES TECNICOS
	DIRECTORES

	I
	3
	10
	2
	3

	II
	4
	11
	2
	4

	III
	1
	6
	2
	1

	IV
	3
	10
	4
	3

	V
	8
	30
	7
	8

	VI
	2
	6
	3
	2

	VII
	3
	16
	4
	3

	VIII
	8
	34
	14
	8

	IX
	3
	12
	3
	3

	X
	6
	19
	5
	6

	XI
	1
	1
	1
	1

	XII
	1
	4
	1
	1

	RM
	7
	60
	18
	7

	TOTAL
	50
	219
	66
	50


Cobertura de Servicios Comunitarios y de Reparación del Daño Causado

	REGION
	COBERTURA 
(Capacidad Máxima actual)

	I Arica
	105

	I Iquique
	

	II
	105

	III
	105

	IV
	105

	V
	210

	VI
	105

	VII
	105

	VIII
	240

	IX
	120

	X  Valdivia
	60

	X Pto. Montt
	45

	XI
	36

	XII
	42

	RM
	210

	NACIONAL
	1.593


La cobertura está estimada por número de atenciones, considerando que lo máximo que los adolescentes pueden estar en estas medidas son tres meses.

Personal Programas Servicios Comunitarios y de Reparación del Daño Causado

	REGIÓN
	Nº PROGRAMAS
	DELEGADOS/COORDINADOR

	I
	1
	3

	II
	1
	2

	III
	1
	2

	IV
	1
	2

	V
	2
	4

	VI
	1
	2

	VII
	1
	2

	VIII
	2
	5

	IX
	1
	3

	X
	1
	3

	XI
	1
	2

	XII
	1
	3

	RM
	2
	6

	TOTAL
	16
	39


ÁREAS CON DÉFICIT:





Como tales, el señor Ministro identificó las siguientes:

1. Infraestructura Centros Semi Cerrados

El plan de inversiones de centros semi-cerrados contempla lo siguiente:

· A junio de 2006 existe un total de 5 centros, en las regiones I (Arica e Iquique), X (Puerto Montt), XI y XII. 

· En enero de 2007 se agregarán 7 centros más, en las regiones II, IV, V, VI, X (Valdivia), RM (Calera de Tango) y RM (femenino)

· En mayo de 2007 se agregan al circuito dos centros más, en las regiones VII y IX 

· Adicionalmente en RM (Tiempo Joven), se contará con otro centro semi cerrado para varones en Noviembre de 2007

· Los dos centros restantes están sujetos a aspectos técnicos, en las regiones III y VIII.

2. Educación

Actualmente funcionan 12 escuelas en centros privativos de libertad (de 17). Cabe señalar que la oferta es insuficiente, toda vez que no contempla todos los niveles educativos.

Las alternativas en estudio son las siguientes:

i. Adecuación legal para que el MINEDUC cuente con una subvención especial que otorgue un incentivo adicional a los sostenedores educacionales; 

ii. Modalidades del Programa Chile Califica; 

iii. Asumir directamente por SENAME la oferta en los centros donde no se cuenta con sostenedor interesado.

3. Tratamiento de Rehabilitación del Consumo Problemático de Drogas

Durante el año 2006, se están ejecutando  9 proyectos (7 financiados por SENAME y 2 por CONACE) con una cobertura de 460 plazas, con un costo total de M$ 471.000, en las regiones I, II, V, VI, VIII, X y RM.

Faltan dispositivos especializados para la atención de consumidores problemáticos y o abusivos de drogas  en la mayoría de las regiones del país.  Destacó que para responder a lo establecido en los artículos 7 y 17 de la Ley 20.084 (Sanción accesoria y acceso voluntario para el tratamiento de drogas) el Ministerio de Salud (Subsecretaría de Salud Pública)  y  CONACE han elaborado una “Norma técnica para el tratamiento integral en adolescentes infractores de ley con consumo problemático de alcohol – droga y otros trastornos de salud mental”, la cual será ejecutada por instancias dependientes de dichas instituciones. Esta Norma no cuenta actualmente con financiamiento, por lo que se solicitará presupuesto. Presentó un documento anexo que da cuenta de algunos de los principales aspectos contenidos en esta Norma Técnica, que se transcribe a continuación.

4. SENCE

Desde junio del 2000, opera un convenio de colaboración que implica el traspaso de fondos a Sename para la ejecución de cursos de capacitación laboral al interior de los centros privativos de libertad de acuerdo a los requisitos establecidos (mínimo ocho jóvenes con permanencia superior a un mes, de 16 años y más). Contempla  recursos para becas individuales a jóvenes de programas de intervención ambulatoria de todas las regiones, cuya distribución opera de acuerdo a criterios de cobertura poblacional, territorial, edad y oferta. En la actualidad se encuentra en trámite de suscripción del convenio a partir del 1º de junio de 2006 y 2007 para dar continuidad a los productos señalados y contenidos en este. 
Para el acceso de los jóvenes de Programas no privativos de libertad se ha incorporado en las bases técnicas del Programa especial de jóvenes como beneficiarios preferentes a Jóvenes de Sename, y se  logró ampliar el concepto de Responsabilidad Parental, lo que implicó resolver uno de los nudos principales para el acceso a este programa.
Se está trabajando en forma articulada y coordinada a nivel regional entre las contrapartes SENCE-SENAME para intencionar estrategias para favorecer al acceso de los y las adolescentes a la oferta de capacitación existente, mediante un trabajo a nivel local con los Organismos Técnicos Capacitadores. Debe establecerse la pertinencia de los cursos de acuerdo a la demanda de mercado y particularidades de los jóvenes infractores de ley para instalar metodología pertinente. La fecha de licitación de este programa es noviembre de 2006.




El documento anexo entregado por el señor Ministro de Justicia en relación con la norma técnica para el tratamiento integral en adolescentes infractores de ley con consumo problemático de alcohol – droga y otros trastornos de salud mental, da cuenta de lo siguiente:


“La presente Norma Técnica emanada bajo la coordinación del Ministerio de Salud, establece los lineamientos técnicos para las acciones sanitarias del sistema de salud, los que además han sido consensuadas con SENAME y CONACE, las otras instancias comprometidas para lograr los objetivos terapéuticos en las/los adolescentes infractores de ley que los requieran; en consecuencia, la obligatoriedad de sus disposiciones afecta a los organismos del Sistema Nacional de Servicios de Salud, manteniéndose como referente técnico para las demás entidades públicas y privadas. 





La Ley Nº 20.084 establece en su artículo Nº 7 que el juez estará facultado para establecer como sanción accesoria a las sanciones penales señaladas, siempre que sea necesario en atención a las circunstancias del adolescente, la obligación de someterlo a tratamientos de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol. 





Sobre la base del último estudio sobre consumo de drogas en adolescentes infractores de ley penal entre 14 y 17 años de SENAME realizado por CONACE, un 70 % presenta consumo de drogas ilícitas y de éstos un 50% es consumidor de varias sustancias adictivas. En virtud de lo anterior y teniendo como antecedente que el consumo de drogas se encuentra presente en la mayoría de los adolescentes infractores ingresados a los distintos sistemas de SENAME, se hace necesario su abordaje, debiendo existir oferta especializada para dar cumplimiento a la sanción accesoria que determine el juez y como un recurso para aquellos jóvenes que voluntariamente deseen acceder a un tratamiento, tanto en sistemas privativos como no privativos de libertad. Del mismo modo se reconoce la necesidad urgente de desarrollar un modelo de atención integral que aborde las necesidades en salud mental de esta población, incorporando acciones de fomento y protección de la salud mental, prevención de problemas y trastornos de salud mental, tratamiento oportuno e integral de los trastornos de salud mental más recurrentes y rehabilitación. Lo anterior permite a los Servicios de Salud cumplir un rol estratégico e histórico para la provisión de los servicios y al Ministerio de Salud velar por el ejercicio pleno de los derechos a la atención sanitaria de este importante segmento de su población.

1) De la Atención Clínica:

El tratamiento de los problemas asociados al consumo de alcohol y drogas, y otros trastornos de salud mental, es parte del Plan de Intervención Individual Integral del adolescente, diseñado por SENAME y, por tanto, exige mecanismos definidos de coordinación entre el Equipo Clínico de Drogas y Salud Mental y el Equipo SENAME en su totalidad, así como con otros actores involucrados en este Plan.

· La atención clínica debe cumplir con los siguientes principios 

• abordaje biopsicosocial 

• preferentemente ambulatorio 

• enfoque integral comunitario 

• asegurar la continuidad del tratamiento 

• realizada por un equipo interdisciplinario 

• articulada con el Plan de Intervención Individual del SENAME 

• evaluada periódicamente 

· El tratamiento de los problemas asociados al consumo de alcohol y drogas, y de cualquier otro trastorno de salud mental que el adolescente presente debe tratarse en forma conjunta e integrada por el mismo equipo clínico 

· La atención deberá ser coordinada con acciones del Plan de Intervención Integral, con el propósito de no sobrecargar de actividades al adolescente en su proceso de reinserción social y esto se registra en la ficha clínica 

En el caso de los adolescentes que cumplan sanción privativa de libertad o cuando exista medida cautelar privativa de libertad: 

· La atención clínica se realizará al interior de los centros donde cumple la sanción, lugar al que acudirá un equipo de salud mental especializado para abordar su tratamiento y se asegurará la continuidad terapéutica al egreso de la medida.

· La atención se basará en una Guía Clínica a elaborar por MINSAL. Esta atención será coordinada con el equipo técnico y tutor 
correspondiente del centro, encargado de su proceso de (re)inserción social. 

· En caso de intoxicación aguda o descompensación psiquiátrica, ésta se realizará en las Unidades de Hospitalización de Corta Estadía, ubicadas al interior de dicho centro.

En el caso de los adolescentes, que cumplan sanción en medio libre 

· Recibirán la atención en los Centros de Salud Mental Comunitaria públicos con programa de drogas o en instituciones privadas debidamente acreditadas por la autoridad competente, preferentemente con programas específicos para la población infractora de ley con consumo problemático de drogas. 

· Esta atención será coordinada con el Delegado correspondiente encargado de su proceso de (re)inserción social. 

· El Plan de Tratamiento se realizará de acuerdo a una Guía Clínica a elaborar por MINSAL. 

· En caso de intoxicación aguda o descompensación psiquiátrica que requieran hospitalización, ésta se realizará en las Unidades de Hospitalización de Corta Estadía disponibles en la región.”.


El señor Ministro entregó, finalmente un cuadro que calendariza la construcción de centros semi-cerrados.

	Nombre Proyecto: Construcción Centros Semicerrados SENAME         BIP:30036560-0

	Nº
	REG
	COMUNA
	CENTROS
	Estado de avance obra
	Fecha estimada término obra

	1
	I
	ARICA
	QHALLTANI
	Está construido centro Semicerrado
	

	2
	
	IQUIQUE
	ARCOIRIS
	Está construido centro Semicerrado
	

	3
	II
	ANTOFAGASTA
	SURGAM
	Comienzo de obras
	Ene-07

	4
	III
	COPIAPO
	CRISOL
	Por definir programa arquitectónico 
	por definir

	5
	IV
	LA SERENA
	TALAY
	Proceso llamado a licitación de obras
	Ene-07

	6
	V
	LIMACHE
	LIHUEN
	Obra en ejecución, 30% de avance
	Ene-07

	7
	VI
	GRANEROS
	ANTUHUE
	EN LICITACIÓN OBRAS. Apertura de las Propuestas 9/may/06. 
	Ene-07

	8
	VII
	TALCA (CAMINO SAN CLEMENTE)
	PEULLAS
	En proceso de elaboración de proyecto
	May-07

	9
	VIII
	CONCEPCION / CHILLAN
	CENTRO(s) VIII
	Por definir emplazamiento y programa arquitectónico
	por definir

	10
	IX
	CHOL-CHOL
	INAPEWMA
	En proceso de elaboración de proyecto
	May-07

	11
	X
	VALDIVIA
	CAU CAU
	Obra que se encuentra en proceso de TRATO DIRECTO. El monto del presupuesto es estimativo.
	Ene-07

	12
	
	PUERTO MONTT
	TIEMPO DE CRECER
	Tiene Semicerrado
	

	13
	XI
	COYHAIQUE
	TRAPANANDA
	Tiene Semicerrado
	

	14
	XII
	PUNTA ARENAS
	AONIKENK
	Tiene Semicerrado
	

	15
	XIII
	SANTIAGO
	SANTIAGO femenino
	Proyecto en elaboración.
	Ene-07

	17
	
	SAN BERNARDO
	TIEMPO JOVEN
	En Proceso de Elaboración de Bases de Licitación. Presupuesto y plazo estimado.
	Nov-07

	18
	
	CALERA DE TANGO
	SANTA INÉS
	Etapa definición proyecto
	Ene-07






Finalizando su exposición, el señor Ministro puso de manifiesto la necesidad de dar una tramitación expedita al proyecto, en atención a la proximidad de la fecha de entrada en vigor de la ley N° 20.084.





El Honorable Senador señor Chadwick expresó que el Mensaje no da cuenta claramente de los esfuerzos desplegados por las autoridades involucradas ni precisa las carencias que aún subsisten. Indicó que, escuchado el señor Ministro de Justicia, queda claro que tales carencias son de gran envergadura. En efecto, faltarían centros semicerrados en más de la mitad de las regiones del país, cuya programación e implementación requiere más de los 6 meses que se habían fijado para la entrada en vigor de la ley. Agregó que otras dificultades de gran magnitud se advierten también en lo referente a los programas de educación de los adolescentes sancionados y en la rehabilitación de la adicción a las drogas y al alcohol. En consecuencia, dijo, se trata de carencias en aspectos esenciales, sobre cuyas causas solicitó una explicación al señor Ministro.





El Honorable Senador señor Espina estimó que advierte graves incumplimientos por parte de  las autoridades anteriores en relación a las condiciones que deben reunirse para una adecuada entrada en vigor de esta ley. Recordó que en innumerables oportunidades hizo presente sus dudas a los Ministerios de Justicia y de Hacienda y al SENAME acerca de que efectivamente pudiera implementarse esta ley en el plazo propuesto por el Ejecutivo y que invariablemente se le dieron las más amplias seguridades de que ello así ocurriría.





Puso de manifiesto la importancia que dentro de este nuevo sistema de justicia penal juvenil representan aspectos como los sistemas semicerrados, la libertad asistida y la acción de los delegados, al igual que los sistemas educativos y de rehabilitación de las drogas y el alcohol previstos por la ley.





Lamentablemente, prosiguió, respecto de estos elementos se ha producido un flagrante incumplimiento y una inexcusable negligencia en relación a los compromisos asumidos por parte de dichas autoridades. Ello, agregó, incide en la puesta en marcha de un sistema de relevancia inédita en materia de adolescentes.





No obstante lo anterior, valoró la decisión del Ejecutivo de impulsar este proyecto de ley, pues, sostuvo, más negativo aún sería poner en marcha la ley en forma evidentemente defectuosa.





Enfatizó las falencias existentes en materia de construcción o habilitación de sistemas semicerrados, lo que, sostuvo, representa una debilidad en un aspecto absolutamente esencial de esta ley. Hizo presente que la entonces Directora del SENAME le aseguró que ya existía uno de estos recintos en cada región del país, de modo que se trataba de adicionar otros. Hizo presente la necesidad de que el Ministerio del ramo evalúe una vez más este tema en particular.





Del mismo modo, puso de relieve las carencias que se advierten en lo concerniente a  los programas para que los adolescentes sancionados completen su educación y se rehabiliten de la adicción a las drogas y al alcohol.





Por otra parte, expresó su extrañeza en relación a algunos reparos que el Ministerio Público ha formulado en relación al sistema de sanciones contemplado por la ley. Hizo presente que durante la tramitación de esta ley, la Comisión contó con la participación permanente de dos altos representantes de ese organismo, quienes colaboraron activamente en su estructuración. Llama la atención, entonces, dijo, que con posterioridad surjan objeciones de parte de esa institución, máxime si hasta el último momento se estuvo poniendo en su conocimiento los textos aprobados y recibiendo sus comentarios. En otro orden de ideas, puntualizó que esta institución, si bien consideró que 22 nuevos fiscales era una cifra insuficiente, la aceptó, de modo que debe asumir su responsabilidad en esta materia.





Finalmente, se refirió a las tareas que la ley le encomienda a los delegados en el cumplimiento de penas en sistemas de libertad asistida. Resaltó la importancia de los mismos, quienes, dijo, deben ser profesionales calificados y entrenados para asumir tan importantes labores. A este respecto, solicitó al señor Ministro de Justicia más antecedentes, de modo de poder conocer cabalmente el número de delegados que existen, su nivel de preparación y demás informaciones, de modo que este tema no pase a constituir un nuevo obstáculo en la implementación de la ley.





El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, destacó, en primer lugar, la importancia de esta ley. Dijo que ella era la respuesta que los distintos sectores políticos dieron a un problema muy sensible para la comunidad, destacando que ello ocurrió durante la Administración del ex Presidente Lagos.





Ahora bien, agregó, tal como ha ocurrido con los Tribunales de Familia y la Reforma Procesal Penal, se advierte que las demandas son mayores a lo previsto, de manera que, inevitablemente, los nuevos sistemas sufren sobreexigencias.





Por esta razón, concordó con la necesidad de que se cumplan previamente todas las condiciones previstas para su entrada en vigor. Si ello no ha ocurrido, dijo, y no se han cumplido las obras o actuaciones prometidas, habrá las explicaciones del caso, pero el objetivo central sigue siendo la preocupación por los adolescentes, de modo que lo que procede es resolver los temas puntuales que se han reseñado y evaluar si la prórroga de un año que se ha propuesto es suficiente.





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, señaló que la aprobación del proyecto en estudio exige otro aspecto, que calificó de central. Éste consiste en un compromiso claro y cierto por parte del Gobierno en relación al cumplimiento de las tareas que la plena aplicación de esta ley demanda, que se han hecho presente en esta oportunidad. De no ocurrir ello, advirtió, todos los nuevos actores en este proceso quedarán involucrados.





Atendiendo los planteamientos formulados, el señor Ministro de Justicia expresó, en primer término que las deficiencias detectadas no obedecen más que a una deficiente apreciación del proceso de implementación de esta ley. Conjeturó que, probablemente, en el clima favorable al establecimiento del nuevo sistema, el plazo de entrada en vigor era irrelevante. En consecuencia, sólo hubo una deficiente programación pero en ningún caso mala fe en relación con los antecedentes que se proporcionaban al Parlamento.





En cuanto al número de establecimientos semi-cerrados por región, coincidió en que, en principio, parece ideal contar con más de uno por región. Sin embargo, estimó preferible no comprometerse con cifras rígidas sino que permitir que el sistema sea lo suficientemente flexible como para atender a la demanda real que vaya observándose den cada zona. Para este efecto, hizo presente que el Ministerio contaba con otras fórmulas distintas de la construcción de recintos nuevos. Las respectivas soluciones, agregó, dependerán del factor accesibilidad o distancia para que las medidas que se adopten sean eficaces.





Respecto de las dificultades en lo concerniente a la rehabilitación de la adicción a las drogas, reiteró que se trata de una discusión estrictamente presupuestaria que habrá de hacerse con oportunidad de las leyes anuales de presupuestos.





En relación con los planteamientos del Ministerio Público, hizo notar que no debe perderse de vista que los cargos de fiscal que se crean por esta ley son adicionales a la planta ya existente, sin perjuicio de que pueda destinarse otro personal a estas funciones.





Informó, asimismo, que enviará a la Comisión los antecedentes referidos a los delegados.





Atendiendo a una consulta formulada por el Honorable Senador señor Chadwick, aclaró que las cifras y fechas informadas en esta sesión corresponden a los estados de obras observados durante el período en que ha estado a cargo del Ministerio y no a las proyecciones que las anteriores autoridades pudieran haber hecho.





Compartió con el Honorable Senador señor Muñoz Aburto que esta ley representa una verdadera revolución en el tratamiento del adolescente que infringe normas penales. Dada su importancia, para la instalación del mismo en nuestro medio se ha pensado en la conveniencia de establecer un grupo de expertos que haga el seguimiento de la misma.





Comprometió, además, su palabra en cuanto a realizar los esfuerzos necesarios para que dentro del nuevo plazo propuesto se cumplan las condiciones que aseguren la adecuada puesta en marcha de este nuevo sistema.





Por último, connotó que las institucionalidad recién creada corresponde a un “sistema en construcción”, es decir, de aquellos cuya ejecución o aplicación plena se alcanza en un período largo. De manera, dijo, que el plazo de un año adicional que se está solicitando corresponde a lo necesario solamente para que este sistema inicie su funcionamiento.





La Honorable Senadora señora Alvear estimó que por las consideraciones y antecedentes antes reseñados, resultaba procedente postergar la entrada en vigor de esta ley, más aún atendida la relevancia del sistema que se crea.





Consultó si estaban despejadas las dificultades que genera la frecuente resistencia de las distintas comunidades en las cuales se emplazan las construcciones destinadas al cumplimiento de condenas.





Por otra parte, acogió la idea planteada por el señor Ministro en orden a crear una comisión formada por expertos que se encargue de efectuar el seguimiento de la puesta en práctica de este nuevo sistema penal juvenil. Sobre este particular, propuso incorporar este mecanismo en el proyecto de ley en estudio, agregando que esta comisión informará trimestralmente a las Comisiones de Constitución, Legislación y Justicia de ambas Cámaras.





El Honorable Senador señor Chadwick consideró atendibles estas proposiciones.





A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear hizo presente que tenía algunas observaciones al contenido mismo del texto de la ley y consultó acerca de la posibilidad y la mejor oportunidad para someterlas a debate legislativo.





El señor Ministro de Justicia señaló que el Ejecutivo sería receptivo a este planteamiento en la medida en que exista acuerdo político que lo haga viable.





En cuanto a los puntos de emplazamiento de los centros semi-cerrados que aún faltan, informó que todos ellos están en desarrollo a excepción del de la VIII Región que pende de un informe del Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, que versa sobre una interpretación del correspondiente plan regulador.





A continuación, el señor Ministro procedió a presentar una indicación del Ejecutivo para introducir un artículo 4º transitorio, nuevo, a la ley Nº 20.084, del siguiente tenor:





“Artículo 4º. Establécese una comisión formada por expertos, la que se encargará de evaluar la implementación de la presente ley e informar trimestralmente acerca del estado de avance de la misma a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado y a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados. Esta comisión será coordinada por el Ministerio de Justicia.”. 




Finalizando el debate, el señor Presidente de la Comisión exhortó a aprobar el proyecto por unanimidad y recabó el acuerdo de la Comisión para enviar al Ministerio del ramo una relación de las tareas pendientes y de los compromisos asumidos para alcanzar una aplicación adecuada de la ley, lo que se acordó.





Enseguida, puso en votación el proyecto y la indicación presentada por el Ejecutivo.





La Comisión, por tres votos a favor y dos abstenciones, acogió la iniciativa en estudio y la referida indicación, incorporando, además, algunos ajustes de tipo meramente formal al texto originalmente propuesto.





Votaron a favor la Honorable Senadora señora Alvear y los Honorables Senadores señores Gómez y Muñoz, don Pedro. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores Chadwick y Espina.

- - - - - -





En mérito del acuerdo precedentemente consignado, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar en general y en particular el siguiente

PROYECTO DE LEY:





“Artículo único. Introdúcense las siguientes enmiendas en la ley N° 20.084:





1. Reemplázase, en su artículo 1° transitorio, la expresión “seis meses” por “dieciocho meses”, y





2. Incorpórase como artículo 4° transitorio, nuevo, el siguiente:





“Artículo 4º. Establécese una comisión formada por expertos, la que se encargará de evaluar la implementación de la presente ley e informar trimestralmente acerca del estado de avance de la misma a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado y a la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados. Esta comisión será coordinada por el Ministerio de Justicia.”.”.

- - - - - -





Acordado en sesión celebrada el día 10 de mayo de 2006, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), María Soledad Alvear Valenzuela, Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero y Pedro Muñoz Aburto.





Sala de la Comisión, a 10 de mayo de 2006.

(Fdo.):NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ,

Abogada Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES CHADWICK, COLOMA, LONGUEIRA, NOVOA Y PÉREZ, QUE AMPLÍA PLAZO PARA RECLAMAR POR AVALÚO DE BIENES RAÍCES NO AGRÍCOLAS

(3915-11)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Chadwick, Coloma, Longueira, Novoa y Pérez.


A las sesiones en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Fernando Flores; el Director del Servicio de Impuestos Internos, señor Ricardo Escobar; el Director de Avaluaciones de esa repartición del Estado, señor Ernesto Terán, y los abogados señores Adrián Fuentes, Marcelo Freyhoffer y Juan Francisco Galli.

- - -


Conforme a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que, atendida la circunstancia de ser el proyecto de artículo único, se discuta en la Sala en general y en particular a la vez.

OBJETIVO DEL PROYECTO

Ampliar, para el actual proceso de reavalúo, el plazo contemplado en el artículo 149 del Código Tributario, que establece el procedimiento de reclamo de los avalúos de bienes raíces.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se ha tenido en consideración, lo siguiente:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Ley N° 20.033, que modificó, entre otros cuerpos legales, la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial. La referida ley N° 20.033 reemplazó, en el numeral 2) de su artículo 1°, el artículo 3° de la ley N° 17.235, que se refiere al reavalúo, cada cinco años, de los bienes raíces agrícolas y no agrícolas.


- Ley N° 20.002, que prorrogó la vigencia de los avalúos de los bienes raíces no agrícolas.


- Artículo 149 del Código Tributario (decreto ley N° 830, de 1974) por el cual se establece el procedimiento de reclamos de los avalúos de bienes raíces.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO

Moción


En los considerandos de dicho documento los autores de la moción explican:

1. Que el Servicio de Impuestos Internos envió a los contribuyentes cartas informando sólo las cuotas de contribuciones del primer y segundo semestres del año 2006, sin informar el incremento de las cuotas y en cuanto aumentarán los montos a partir del 2° semestre del 2006 hasta el año 2010, dado que la ley estableció una tabla de incremento en el tiempo. Ello incluso ha hecho creer a muchos contribuyentes que sus contribuciones bajaron, pero ello ocurre tan solo el 1° semestre, subiéndoles significativamente en el tiempo

2. Que, de acuerdo con los plazos establecidos en la ley vigente, los reclamos sólo podían presentarse hasta el 31 de marzo, plazo claramente insuficiente para tomar conocimiento acabado de los nuevos reavalúos. A partir de esta fecha los contribuyentes de bienes raíces no agrícolas podrán hacer sus reclamos, pero no en el tribunal tributario.

3. Que con la entrada en vigencia de la “Ley de Rentas 2” miles de chilenos han tomado conocimiento de un alza desmesurada en el pago de contribuciones de sus bienes raíces. Ello refleja el total desconocimiento de estas normas legales por parte de la población, a pesar de que el artículo 8° del Código Civil señala que una vez publicada una ley en el Diario Oficial, ella se presume conocida por todos los habitantes de la República. Esta afirmación es una ficción jurídica necesaria, pero que en la práctica, y en este caso particular de alza de contribuciones, no se ha cumplido, acarreando el desconcierto en muchos chilenos.

4. Que a pesar de que el Gobierno ha señalado públicamente que aplicará la ley en los términos actuales, los afectados por aumentos de contribuciones son un millón 180 mil inmuebles, de un total de cuatro millones 471 mil que están catastrados. De ellos 545 mil han visto aumentado su avalúo en más de 25 por ciento. Entre estos últimos se registran diferentes situaciones, algunas visiblemente injustas. Asimismo, se han detectado casos de transgresiones legales por parte del SIl en perjuicio del contribuyente, situaciones que, se supone, deberán ser subsanadas por el propio Servicio ante el respectivo reclamo.

5. Que el propio Colegio de Abogados ha señalado que la Ley de Rentas 2 "ha transgredido seis garantías constitucionales: la que reserva a la ley el establecimiento de impuestos, pues en este caso los materializa una simple decisión del SII; la de igualdad en la repartición de los tributos, violada porque en numerosos casos se determinan los avalúos sin respetarla; la de no discriminación arbitraria, al gravarse de manera injustificada a ciertos sectores urbanos y eximirse o gravarse menos a otros; la de que los tributos deben afectar las rentas y no el patrimonio de las personas; la de que deben ser proporcionados y justos, siendo los derivados de este reavalúo, en algunos casos, confiscatorios; en fin, se transgredería la prohibición constitucional de que los impuestos estén afectados a una finalidad específica, al destinarse en este caso al financiamiento municipal".

6. Que, por estos fundamentos, los autores de la moción creen necesario y urgente presentar esta iniciativa legal, para que se amplíe el plazo contemplado en el artículo 149 del Código Tributario por el cual se establece el procedimiento de reclamos de los avalúos de bienes raíces y de esta forma los chilenos puedan, en igualdad de derecho, tomar conocimiento preciso de la forma en que podrán reclamar eficientemente ante el Servicio de Impuestos Internos sus derechos, los que en los términos actuales se encuentran conculcados, por falta de conocimiento de la ley y por una información poco clara, transparente y engorrosa de este Servicio.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL





El Honorable Senador señor Novoa explicó que el plazo para reclamar por los avalúos venció el 31 de marzo y fue extremadamente corto en relación con el nuevo avalúo, que fue comunicado a los contribuyentes durante el mes de febrero. El Servicio de Impuestos Internos señaló que iba a recibir reclamaciones hasta el 30 de junio y se están haciendo reclamaciones en este período, pero las que se efectúen entre el 31 de marzo y el 30 de junio no pueden ser apeladas ante los tribunales de justicia.





Por tal motivo, señaló, se plantea en la iniciativa que como una señal hacia los contribuyentes, sólo por esta vez el plazo el plazo se amplíe hasta el 31 de mayo, para que quienes están presentando sus reclamaciones mantengan la posibilidad de apelar en caso de que la resolución del Servicio de Impuestos Internos sea desfavorable.





Subrayó que no pretende modificar una norma general y permanente, sino solamente para el proceso que se está desarrollando en la actualidad con ocasión de la ley sobre reavalúos y la denominada “Ley de Rentas II”





Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que el Servicio de Impuestos se encontraba aún estudiando el alcance de la moción en informe, no obstante lo cual querían dejar planteadas dos observaciones:





- Respecto de la Cámara de origen de la iniciativa, señalaron que el artículo 65 de la Constitución Política de la República dispone que las leyes sobre tributos de cualquiera naturaleza que sean sólo pueden tener origen en la Cámara de Diputados. Sostuvieron que la interpretación en la materia, citando al constitucionalista Alejandro Silva Bascuñán, es que la mención del artículo 65 es amplia y tiene que ver con el tributo, su aplicación, las normas sobre procedimiento y reclamación, a diferencia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República en materia de tributos, que sólo se refiere a los impuestos mismos.





- Por otra parte, el proyecto alude a la ley N° 20.033, denominada “Ley de Rentas II”, en circunstancias de que la ley que estableció el proceso de reavalúo es la ley N° 20.002.





Solicitaron a la Comisión que se les concediera un plazo breve para poder formular una opinión más fundada acerca del proyecto en informe.





El Honorable Senador señor Prokurica anunció su voto favorable a la iniciativa, en atención a que no se está solicitando algo extra, ya que el Servicio de Impuestos Internos voluntariamente ha extendido el plazo para reclamar, pero no puede establecer que los reclamos después del plazo que fija el Código Tributario produzca los mismos efectos que aquellos efectuados dentro de plazo.





El Honorable Senador señor Sabag adhirió a los planteamientos de los Honorables Senadores señores Novoa y Prokurica, manifestando que estimaba pertinente y oportuno el proyecto.





En la segunda sesión que la Comisión destinó al análisis del proyecto en informe, el señor Director del Servicio de Impuestos Internos planteó la opinión del Servicio sobre la materia:





- Puso de relieve, en primer término, la necesidad de distinguir la naturaleza del reclamo de avalúo respecto de la de los reclamos tributarios en general. En efecto, sostuvo, normalmente los impuestos son de declaración, pero el impuesto territorial no es de declaración, sino que se forma por una base y una tasa. La tasa está establecida en la ley y la base del impuesto, esto es, el avalúo fiscal, es el resultado de un procedimiento en dos etapas: la primera es la propuesta de avalúo que hace el SII, que da lugar a lo que se denomina en doctrina “avalúo provisorio”, y el avalúo final, que es producto de una de dos situaciones: que al cabo del mes siguiente a que concluya técnicamente el proceso de notificación de los avalúos propuestos por el Servicio el contribuyente no reclame o que resulte del proceso de reclamo a la propuesta del SII. Por lo tanto, el reclamo, en este caso, tiene una naturaleza distinta a la que tiene en cualquier juicio tributario normal, porque es parte del procedimiento que determina la base permanente del impuesto.





En ese sentido, arguyó, el SII estima que el procedimiento de reclamo en su conjunto, incluyendo la oportunidad para hacer el reclamo, es parte de la forma en que se determina la base del tributo.





En tal caso, la materia sería propia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.





En segundo lugar, señaló, se estima que la moción vulnera lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 65 de la Carta Fundamental, en cuanto tiene como cámara de origen al Senado de la República. Al efecto, explicó que la doctrina coincide en un concepto amplio del término “tributo” para definir cuáles son las materias que deben originarse en la Cámara de Diputados, mencionando como ejemplo de tal opinión al profesor Silva Bascuñán. Según esta línea de pensamiento, deberían incluirse dentro de las materias de ley cuya tramitación debe iniciarse en la Cámara de Diputados las referentes a los procedimientos tributarios en los conflictos sobre impuestos. Por esta razón, destacó, si se concluyera que el proyecto en informe puede ser de iniciativa parlamentaria, debió, en todo caso, haberse originado en la Cámara de Diputados.





El Honorable Senador señor Novoa expresó que la interpretación de que el reclamo es parte de la base imponible del tributo y por tanto la iniciativa sobre reclamos corresponde a iniciativa exclusiva del Presidente de la República fuerza completamente el alcance de la ley y que la moción no invade las facultades presidenciales. Por encima de la facultad presidencial de iniciativa exclusiva en materia tributaria existe otro aspecto, cual es el debido proceso o la capacidad que tengan las personas para poder reclamar y hacer valer sus derechos oportunamente. Afirmó que en el caso en cuestión es tan evidente que el proceso de avalúo generó una situación compleja, que el propio SII decidió extender hasta el 30 de junio el plazo para los reclamos administrativos. Al extenderse el plazo sólo desde el punto de vista administrativo y no modificarse la ley se priva a los contribuyentes de la segunda instancia en un procedimiento judicial.





Ante una pregunta, el Director del Servicio de Impuestos Internos informó que 75% de los reclamos recibidos se concentra en Santiago Oriente, Santiago Centro, Valparaíso, Viña del Mar y Concepción. El 25% restante se distribuye en el resto del país. Asimismo, señaló que durante las dos primeras semanas de abril se recibieron 1.700 reclamos administrativos, cifra que representa un incremento de 50% respecto de la media anterior, y que se distribuye fundamentalmente en Santiago Oriente y Viña del Mar.





El Honorable Senador señor Ominami consideró que el primer argumento dado por el señor Director del Servicio de Impuestos Internos implica una visión extremadamente restrictiva de las facultades del Congreso Nacional. Aseveró que la moción no trata de tributos sino de reclamos y que por ende es más bien una ley sobre procedimiento administrativo, en que se garantiza el derecho a reclamo por el avalúo practicado.





Manifestó, asimismo, que la denominada “Ley de Rentas II”, se separó, en lo tocante al proyecto en informe, en varios aspectos del espíritu del debate que hubo en su oportunidad en el seno de la Comisión y en la Sala del Senado y no se materializaron afirmaciones realizadas durante el curso de tramitación de aquel cuerpo legal. Ante esto, la posibilidad de fortalecer las instancias de reclamo parece una aspiración legítima.





El Honorable Senador señor García hizo presente que la Mesa del Senado efectuó, respecto de la iniciativa en informe, así como hace con todas las mociones, un estricto análisis de constitucionalidad, declarándola admisible.





Por otra parte, sostuvo, la moción no se refiere a aquellos aspectos que la ley reserva a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, cuales son los de crear, suprimir, reducir o condonar impuestos, y por ello la moción es enteramente admisible. En relación a cuál debe ser la cámara de origen, consideró que la interpretación lógica y armónica de las normas constitucionales es que al señalar que las leyes sobre tributos de cualquier naturaleza deben tener origen en la Cámara de Diputados, ello alude a las que imponen, suprimen, reducen o condonan tributos.





Valoró como justa y conveniente la moción, desestimando que ella importe una recarga administrativa para el SII.





El Honorable Senador señor Sabag hizo notar que la alarma de los contribuyentes afectados disminuyó notablemente al dar a la ley, el Servicio de Impuestos Internos, la interpretación que habían hecho los Diputados y Senadores durante su tramitación, en el sentido de que el alza no superaría el 25%.





La moción en informe es necesaria porque muchos de los particulares no alcanzan a informarse a tiempo de ciertos beneficios a los que tiene derecho y por ello la ampliación de plazo debe favorecerlos en idénticos términos que si los reclamos se hubiesen interpuesto antes del 31 de marzo.





El Honorable Senador señor Escalona opinó que el texto del artículo único de la moción no incurre en causal alguna de inconstitucionalidad.





El Honorable Senador señor Sabag manifestó su inquietud en general acerca de las tasaciones que realiza el Servicio de Impuestos Internos.





El Honorable Senador señor Ominami recordó que la Comisión había solicitado en su momento información acerca del calendario completo de pagos de las contribuciones, dado que con la interpretación de que a nadie le suba más de 25% el monto a cancelar en la primera cuota, cobra relevancia el perfil de evolución de las cuotas, y solicitó antecedentes al respecto. El Director del Servicio de Impuestos Internos informó que se están enviando cartas con el calendario completo de pagos a los contribuyentes.


- Sometido el proyecto a votación en general, se aprobó con los votos de los Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo único


Establece que sólo para los efectos de lo dispuesto en la ley N° 20.033, el plazo de reclamación de los avalúos de bienes raíces no agrícolas se extenderá hasta el 31 de Mayo del presente año.


La aludida ley N° 20.033 modificó, entre otros cuerpos legales, la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial. La referida ley N° 20.033 reemplazó, en el numeral 2) de su artículo 1°, el artículo 3° de la ley N° 17.235, que se refiere al reavalúo, cada cinco años, de los bienes raíces agrícolas y no agrícolas.



Los personeros del Ejecutivo reiteraron el planteamiento efectuado durante la discusión en general, en el sentido de que para precisar que la enmienda que propone la moción operará sólo en esta oportunidad, debe sustituirse la referencia a la ley N° 20.033 por otra a la ley N° 20.002, que prorrogó la vigencia de los avalúos de los bienes raíces no agrícolas.


-  La Comisión aprobó el artículo único por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag, con dos enmiendas, encaminadas al perfeccionamiento de la norma. La primera de ellas apunta a precisar que la ampliación de plazo dice relación sólo con este proceso de reavalúo y la segunda a dar real efectividad a la disposición, ampliando el plazo propuesto en ella hasta junio del año 2006. Las enmiendas propuestas son las siguientes:

- Reemplazar la referencia a la ley N° 20.033 por otra a la ley N° 20.002.


- Sustituir el plazo del “31 de mayo del presente año”, propuesto inicialmente, por el del “30 de junio del año 2006”.

FINANCIAMIENTO


La Comisión consideró que el proyecto no involucra gasto fiscal.


En consecuencia, las normas de la iniciativa legal no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con la siguiente modificación:

Artículo único


Sustituirlo, por el siguiente:

“Artículo único.- Sólo para los efectos de lo dispuesto en la ley N° 20.002, el plazo de reclamación de los avalúos de bienes raíces no agrícolas se extenderá hasta el 30 de junio del año 2006.”.

(Unanimidad 5x0).


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Sólo para los efectos de lo dispuesto en la ley N° 20.002, el plazo de reclamación de los avalúos de bienes raíces no agrícolas se extenderá hasta el 30 de junio del año 2006.”.

- - -


Acordado en sesiones de fecha 19 de abril y 3 de mayo de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente) y señores Camilo Escalona Medina (Presidente accidental), Jovino Novoa Vásquez, José García Ruminot (Baldo Prokurica Prokurica) y Hosain Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 5 de mayo de 2006.


(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,

                Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL CÓDIGO SANITARIO RESPECTO DE LA RECETA MÉDICA

(3915-11)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Salud tiene el honor de informaros acerca del proyecto de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Accorsi, Jarpa, Leal, Meza, Robles, Olivares y Palma, y de los ex Diputados señores Bayo y Cornejo.


La iniciativa en estudio inició su tramitación en el Senado con fecha 9 de noviembre de 2005, encomendándose su análisis a esta Comisión. 


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley, concurrió, además de sus integrantes, el ex Ministro de Salud, don Pedro García Aspillaga.


Asimismo, a una o más sesiones asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Salud, la Subsecretaria de Salud Pública, señora Lidia Amarales, el Jefe de la Unidad Bioética, Evidencia e Investigación, doctor Rodrigo Salinas, el Jefe del Departamento Jurídico, señor Sebastián Pavlovic, el asesor jurídico, señor Eduardo Díaz, el Coordinador Legislativo, señor Patricio Cornejo, y el médico señor Jaime Burrows.


También asistieron invitados por la Comisión las siguientes personas: del Colegio Médico de Chile, el Vicepresidente, doctor Pablo Rodríguez, y el Presidente del Departamento de Política y Estudios, doctor David Villena; y del Colegio Químico Farmacéutico de Chile, el Tesorero, señor Jaime Pedemonte, y la Abogado, señora María Angélica Sotomayor. 

----------

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto de ley en informe tiene por objeto perfeccionar los requisitos que deben cumplir las recetas médicas, para entregar la necesaria seguridad sanitaria en que se basa la Política Nacional de Medicamentos, que sustenta el gobierno, de manera tal de otorgarle status y valor jurídico, así como sancionar la falsificación y el uso indebido o malicioso de la misma.

La iniciativa consta de un artículo único que incorpora al Código Sanitario un nuevo artículo 127 bis, y de un artículo transitorio que regula la entrada en vigencia de la ley.

----------

ANTECEDENTES


I. ANTECEDENTES LEGALES.


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:


1.- El Código Sanitario, que en su artículo 127 señala que los productos farmacéuticos sólo podrán expenderse al público con receta médica, salvo aquellos que determine el reglamento.


2.- El Código Penal, artículos 197 y 198, por cuanto el proyecto propone que la falsificación y el uso indebido o malicioso de la receta médica se sancione en conformidad a estas normas.


3.- El decreto Nº 466, de 1984, del Ministerio de Salud, que contiene el reglamento de Farmacias, Droguerías y Almacenes Farmacéuticos; en particular su artículo 34, que señala que se entiende por receta médica “la orden suscrita por médico cirujano, cirujano dentista, médico veterinario, matrona o cualquier otro profesional legalmente habilitado para hacerlo, con el fin de que una cantidad de cualquier medicamento o mezcla de ellos sea dispensada conforme lo señalado por el profesional que la extiende”, definiendo a continuación los conceptos de Receta Magistral, Receta Retenida y Receta Cheque.

II. ANTECEDENTES DE HECHO.


De acuerdo a la Moción que dio origen al proyecto, el desarrollo de nuestro país en las últimas décadas ha permitido, entre otras cosas, hacer crecer también el mercado farmacéutico y farmacológico. Pero si bien es más fácil contar con medicamentos, por el mayor poder adquisitivo de la población, ello no es sinónimo de mayor salud ni de una mayor seguridad sanitaria en su consumo. 


Los estudios existentes sobre esta materia demuestran un aumento de las consultas médicas que va aparejado a un mayor número de recetas médicas  y un mayor gasto en medicamentos. Así por ejemplo, asumiendo que en el sector público se entregue una receta promedio por consulta, se llega a que el costo estimado promedio por receta es de $ 1.538.


La Moción indica que la creciente industria de los medicamentos, adolece de un déficit regulatorio, que genera una serie de problemas, tales como: poder de mercado y concentración en distintos grados en la producción, distribución y comercialización; existencia de estructuras de mercado no competitivas especialmente respecto a determinadas clases terapéuticas; tendencias a la integración vertical de las cadenas de farmacias que pueden facilitar la compra hacia los laboratorios como en la comercialización; problemas de transparencia. Asimismo, asimetrías de información operando en los distintos segmentos, de las que la más grave es la del consumo, que dificulta la elección informada del consumidor, pues el paciente sabe menos que el médico, y éste al igual que el químico farmacéutico, sabe menos que el Laboratorio; protección por patentes y lealtad a marcas; separación de las decisiones sobre prescripción, consumo y financiamiento, puesto que quién consume no es el que decide, quién decide no paga y quién paga es a veces un tercero (seguros, por ejemplo), y otras.


Por otra parte, prosiguen los autores de la Moción, no existe una normativa de la autoridad sanitaria, para controlar a las imprentas que confeccionan las Recetas Médicas. Estiman en consecuencia que debiera existir una normativa y un registro nacional de imprentas que estén autorizadas por la autoridad sanitaria para emitir recetas médicas


El panorama legislativo, en tanto, es insuficiente y precario, tal como se señaló precedentemente en referencia a los antecedentes legales del proyecto. De dichos antecedentes resulta claro que, desde el punto de vista legal, la receta médica hoy es un simple instrumento o documento privado que no tiene más valor o alcance que un papel suscrito por cualquier persona. En otras palabras, su valor jurídico se reduce a dar fe de lo que en ella se dice por ser suscrita por un facultativo de la salud, sin que existan resguardos externos o adicionales a la rúbrica del profesional que firma. La receta médica, conforme a la ley, es una orden escrita a la que la ley sólo le otorga la protección de la privacidad de su contenido en los términos del artículo 127 del Código Sanitario.


De acuerdo a la Moción, nuestro país cuenta con una “Política Nacional de Medicamentos” (Resolución Exenta N°1248, agosto 1996), que se propone rediseñar una Política- Plan, de corto y mediano plazo, que asegure la disponibilidad y acceso de toda la población a medicamentos de eficacia y calidad garantizada, seguros, de costo asequible, y cuya utilización racional lleve a conseguir los máximos beneficios, tanto en la salud de las personas como en el control del gasto que ellos representan.


La seguridad farmacológica ciertamente es una aspiración en la que el rol de la receta médica como instrumento debiera ser realzada y amparada jurídicamente, objetivo que persigue el proyecto en comento, concretando los objetivos de seguridad sanitaria a que aspira la Política Nacional de Medicamentos.

-----

DISCUSION


En la primera sesión en que la Comisión trató el proyecto en comento escuchó al ex Ministro de Salud, don Pedro García. Luego de un breve debate, dejó pendiente la discusión en general del asunto. A dicha sesión asistieron la Honorable Senadora señora Matthei y los ex Senadores señores Boeninger y Viera-Gallo,

Con fecha 2 de mayo de 2006, la Comisión continuó el estudio del proyecto, y a fin de ilustrarse  adecuadamente en relación a la materia, en forma previa a resolver sobre el mismo oyó las opiniones de diversos invitados.


El Honorable Senador señor Girardi, Presidente de la Comisión, dio la palabra al Vicepresidente del Colegio Médico, señor Pablo Rodriguez, quien luego de agradecer la invitación de la Comisión, manifestó la opinión del Colegio en relación al proyecto en comento.


Manifestó tener una serie de reparos respecto de que la norma que propone incorporar el proyecto en el Código Sanitario cumpla con el objetivo de terminar con la falsificación de recetas médicas. En referencia al inciso primero del artículo propuesto, que establece que para poder extender recetas médicas, los profesionales de la salud deben estar legalmente autorizados y encontrarse inscritos  en un registro a cargo de la  Superintendencia de Salud, recordó que la extensión de la receta médica constituye un elemento fundamental de la actividad terapéutica, y por consiguiente, aquélla sólo puede ser extendida por los profesionales expresamente autorizados por la ley, sin que pueda ser alterada por terceros extraños a la relación médico-paciente.


Ahora bien, para determinar quienes están autorizados por ley a extender la receta médica, cabe recurrir a la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza. Dicha ley establece, en su artículo 35, que los establecimientos de educación superior reconocidos oficialmente otorgarán títulos profesionales y grados académicos, según corresponda, y agrega que corresponderá exclusivamente a las universidades otorgar títulos profesionales respecto de los  cuales la ley requiere haber obtenido previamente el grado de licenciado en las carreras que impartan. Este, indicó, es precisamente el caso de los médicos  cirujanos, cirujanos dentistas y matronas, únicos profesionales autorizados por el Código Sanitario  para prescribir directamente medicamentos. El título profesional los habilita para ejercer su actividad profesional y, por ende, para extender recetas y prescribir medicamentos, siendo el único requisito necesario para tal  actividad.


Asimismo, el artículo 313 a) del Código Penal, al sancionar el ejercicio ilegal de la profesión de médico cirujano y otras profesiones de la salud, señala que tal conducta es cometida por quien carece de título profesional competente. Ello viene a demostrar, prosiguió, que para el ejercicio de la profesión sólo se requiere estar en posesión del respectivo título profesional, sin que sean necesarios requisitos adicionales, cual sería la obligación de estar inscrito en un registro, del modo que establece el proyecto de ley en estudio.


Por otra parte, del tenor del artículo 121 N° 6,  del decreto con fuerza de ley Nº 1 del Ministerio de Salud, de 2005, publicado en el  Diario Oficial de 24 de abril de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado  del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes Nº 18.933 y Nº 18.469, que prescribe que es función de la Superintendencia de Salud, ejercida a través de la Intendencia de Prestadores de Salud, entre otras, mantener registros nacionales y regionales actualizados de los prestadores individuales de salud, de sus especialidades y subespecialidades, si las tuvieran, y de las entidades  certificadoras, todo ello conforme al reglamento correspondiente, resulta claro que la inscripción  en el registro no es obligatoria,  ni en caso alguno un requisito para el ejercicio de la profesión.


En síntesis, concluyó que la norma propuesta incluiría una exigencia que ni la propia ley orgánica constitucional de enseñanza establece. Por consiguiente, sugiere suprimir la frase “y se encuentren inscritos en un registro a cargo de la Intendencia de Prestadores de Salud de la Superintendencia de Salud”.


En relación al mismo inciso primero, estimó que la exigencia de “letra claramente legible” en la extensión de la receta, constituye una aspiración o recomendación, que resulta inapropiado incorporar en el texto legal, existiendo además un vacío respecto a que efecto se produce en caso de no ser extendida la receta en las condiciones antes señaladas.


Por otro lado, en relación a la sanción por el uso indebido o malicioso de la receta médica, propuso que en lugar de remitirse a los artículos 197 y 198 del Código Penal, se considere dicha conducta como un tipo penal que sancione la falsificación y el uso malicioso de recetas médicas en el Párrafo 14 del Título VI del Libro II del Código Penal, que se refiere, precisamente a los “Crímenes y simples delitos contra la salud pública”, en los siguientes términos: “Las personas que incurran en falsificación de recetas médicas o en uso malicioso de ellas, serán sancionadas con las penas previstas en el artículo 313 a”. Ello también por cuanto la remisión que contempla el proyecto en el inciso final del artículo 127 bis, señala que la falsificación y uso malicioso “serán sancionados conforme a lo establecido en los artículos 197 y 198 del Código Penal”, es decir, se remite a las normas relativas a la falsificación de instrumentos privados y uso malicioso de ellos, y no sólo a las penas en ellos contenidas, motivo por el cuál se requeriría la concurrencia de “perjuicio”, según señala el artículo 197, lo que haría, en la práctica, inaplicable el precepto, por cuanto raramente habrá perjuicio patrimonial al extenderse una receta falsa.


. 


Recalcó su preocupación por el tema de las recetas falsas, pues hoy en día cualquier persona manda a hacer talonarios de recetas, puede adulterar las inscripciones del Colegio Médico, copiar R.U.T., y con esto se vulneran todos los controles a medicamentos importantes, lo que se presta para el uso malicioso, contrabando de estos medicamentos, que pueden tratarse de drogas, estimulantes, antidepresivos, etc. Planteó que la receta médica debiera ser un documento que, como ocurre con las boletas de servicios por ejemplo, tuviese un timbre de agua, de manera que al ingresarse a la farmacia se pudiera acreditar su autenticidad con este timbre. Señaló que un tiempo atrás ellos propusieron que este timbraje de recetas pudiese tener lugar en las sedes del Colegio Médico y en los Servicios de Salud.


La Honorable Senadora señora Matthei, en relación a este último punto, manifestó que en su parecer, el exigir requisitos adicionales a las recetas, como el propuesto, no representa una solución real sino que sólo va a producir que se continúe con la falsificación, esta vez de los timbres. El mercado del contrabando de drogas y estimulantes genera mucho dinero, recordó.


El Honorable Senador señor Ominami, por su parte, planteó el tema del mercado secundario de las recetas, tan en boga en el último tiempo, en orden a que farmacias entregan a determinados operadores la información contenida en las recetas, quienes la sistematizan y la proporcionan a los laboratorios para efectos de establecer la forma que están recetando los médicos, y hacer estudios de mercado al respecto, violando la privacidad propia de la receta médica.


El señor Rodriguez señaló que, en su opinión, el proyecto no se ocupa del tema, y, por lo tanto, no corrige la situación actual. Agregó que en el último tiempo se ha generado un problema muy serio en la comercialización de los medicamentos. Existe un mercado que es dominado por tres cadenas de farmacias, que representan sobre el 90% de las ventas. Éstas se integran verticalmente y producen o mandan a producir sus propias líneas de productos, creando marcas propias. El problema es que muchas veces se sustituye la receta por un medicamento de estas marcas propias o por las marcas que más rentan a las farmacias, incluso tratándose de medicamentos genéricos, amenazando dicho mercado, en circunstancias que Chile se ha destacado internacionalmente, desde 1967, con el Formulario Nacional de Medicamentos, que contiene  un importantísimo número de medicamentos genéricos, a bajo costo, y que representan hasta ahora un 40% de las ventas.


En cuanto a la forma de forzar la sustitución de un medicamento por otro, y ante una pregunta al respecto de la Honorable Senadora señora Matthei, el señor Rodriguez manifestó que las vías utilizadas son múltiples, como no mantener en stock suficiente variedad de productos, o desorientar al cliente diciéndole que el medicamento entregado es lo mismo. Lo anterior es mas grave puesto que, aún suponiendo la bioequivalencia de ambos productos, y por ende su intercambiabilidad, existiría detrás un  verdadero negocio entre la farmacia y el proveedor, a través de la asignación de porcentajes  de las ventas, por ejemplo, y de la entrega de incentivos monetarios, por la venta de determinados productos de un laboratorio, que constituirían una fracción variable de su remuneración. Existen documentos, señaló, en apoyo de lo anterior.


De la forma antes descrita se vulnera el espíritu del Código Sanitario, que distinguió los profesionales habilitados para la prescripción, y para la dispensación de medicamentos respectivamente, de forma tal de impedir los intereses comerciales en ese sentido.


Es necesario que en Chile exista una política de medicamentos genéricos, pero sustentada en el respeto a la receta médica.


La Honorable Senadora señora Matthei precisó que la sustitución de medicamentos genéricos por marcas propias de las cadenas farmacéuticas o de determinados laboratorios podría no afectar económicamente al paciente, por ser de igual o menor valor, pero existe el problema adicional de la calidad de estos productos. No obstante, en su opinión tampoco debe prohibirse totalmente la sustitución, puesto que los químico farmacéuticos son profesionales aptos para informar adecuadamente respecto de la equivalencia de un producto con otro, lo que puede ser útil atendido que en las farmacias no siempre habrá en stock todos los medicamentos, por diversos motivos. Lo grave es la existencia de incentivos económicos en la materia.


Respecto del tema de la equivalencia de los medicamentos, recordó que podemos hablar sólo de medicamentos equivalentes de acuerdo a los conocimientos de los químicos farmacéuticos, pues en Chile no existen estudios suficientes sobre bioequivalencia, labor que corresponde  al Instituto de Salud Pública. De esta manera, si contáramos con información certera respecto de la bioequivalencia, ésta podría ponerse a disposición del público a fin de que decidiera informadamente si comprar el medicamento recetado u otro.


Por su parte, el Presidente del Departamento de Política y Estudios del Colegio Médico, doctor David Villena, manifestó su preocupación en relación a la modificación legal propuesta, particularmente por cuanto, del modo que lo señaló el señor Rodriguez, la Constitución Política de la República autoriza a los profesionales a utilizar instrumentos como la receta médica, pues forma parte del ejercicio de la profesión, y la exigencia de inscripción en un registro restringiría ese derecho. Destacó que esta opinión es compartida por el Colegio de Dentistas y el Colegio de Matronas.


Intervino también en la discusión el Tesorero del Colegio de Químicos Farmacéuticos, señor Jaime Pedemonte, quien luego de agradecer la invitación a la Comisión, dio a conocer un documento elaborado por el Colegio que representa su posición, en relación al proyecto de ley en comento, documento firmado por el Presidente de dicho Colegio.

El señor Pedemonte comenzó señalando que el Colegio de Químico Farmacéuticos de Chile expresa su preocupación por las modificaciones que se puedan realizar al estatuto de Ia receta médica, por cuanto este hecho pudiere generar importantes repercusiones en la actividad químico farmacéutica, especialmente respecto de las funciones de dispensación y dirección técnica, que desarrollan los profesionales químico farmacéuticos en farmacias, droguerías, laboratorios y establecimientos farmacéuticos en general. Se refirió luego al texto del artículo articulo 127 del Código Sanitario, con particular hincapié en los dos últimos incisos, que establecen en términos generales la privacidad de la receta médica, y que fueron introducidos por la ley N° 19.628 sobre Protección de la Vida Privada. 


En efecto, continuó, la modificación del año 1989, tuvo por objeto proteger la vida privada, propósito que parece no haberse cumplido, de acuerdo al debate del último tiempo, profusamente difundido por los medios de prensa. Por otra parte, no obstante que la cautela buscada decía relación con Ia protección a Ia vida privada y a la intimidad, que la Constitución Política asegura en el artículo 19 N° 4, Ia infracción al artículo 127 se sancionó de acuerdo al procedimiento del Libro Décimo del Código Sanitario, esto es, la instrucción de un Sumario Sanitario, por lo que resultaría interesante analizar si efectivamente ello se ha llevado a efecto, y cuales son los establecimientos y sanciones aplicadas.


Luego enunció brevemente los fundamentos de la Moción que dio origen al proyecto, que de alguna manera efectúan un diagnóstico de la situación actual, entre otros: la circunstancia del crecimiento del mercado farmacéutico, sin ser sinónimo de mayor salud, ni de mayor seguridad sanitaria; el déficit regulatorio en la industria de medicamentos, con los consiguientes problemas de concentración en producción, distribución y comercialización; estructuras de mercado no competitivas, especialmente respecto a determinadas clases terapéuticas; integración vertical de las cadenas de farmacias; problemas de transparencia; asimetrías de información, que dificulta la elección informada del consumidor; protección por patentes y lealtad a marcas; y separación de decisiones sobre prescripción, consumo y financiamiento. Asimismo,  la inexistencia de normativa de Ia autoridad sanitaria para controlar a las imprentas que confeccionan recetas medicas; déficit regulatorio respecto de Ia receta médica y la necesidad de realzar y amparar jurídicamente Ia receta médica como medio para Ia seguridad farmacológica. En este punto el señor Pedemonte manifestó que es precisamente la seguridad clínica entre Ia que se encuentra Ia seguridad farmacológica, lo que en su opinión debemos buscar como sociedad toda, punto en el que coinciden con los parlamentarios que dieron origen a la moción. 


No obstante, prosiguió, el Colegio de Químicos Farmacéuticos estima que el texto del proyecto en estudio no contribuye a los problemas planteados, particularmente a mejorar la seguridad farmacológica, ni las deficiencias en la transparencia en materia económica del mercado farmacéutico. A mayor abundamiento, expresó que en un informe anterior respecto del proyecto, ante Ia H. Cámara de Diputados en fecha 16 de Agosto del año 2005, hicieron presente sus aprehensiones respecto a Ia limitación a la impresión de recetas médicas, por considerar que con ello podrían violarse normas constitucionales relacionadas con el derecho a ejercer actividades económicas. Asimismo, estimó que el control de Ia impresión de recetas, podría encarecer Ia actividad de los profesionales prescriptores y obstaculizar el acceso a acciones de salud, respecto de los usuarios o pacientes.


Por otra parte, prosiguió, existe la experiencia que emana del control de las recetas médicas, como las recetas cheque, de los productos controlados estupefacientes y psicotrópicos. En el documento anterior presentado ante la H. Cámara de Diputados, señalaron que si bien existe una estricta regulación de tales recetas, las unidades de los Servicios de Salud encargadas de su control, en ocasiones han limitado su entrega sobre la base de decisiones poco transparentes, a veces discriminatorias, al no existir resolución administrativa previa en derecho, que fundamente tales limitaciones. El mismo fenómeno podría darse con el control y distribución de los formularios de recetas médicas corrientes, con la diferencia que el volumen de recetas es infinitamente superior. Al respecto, cabe tener presente que, conforme a Ia modificación reciente de Ia estructura del sector salud, el control y fiscalización de las actividades farmacéuticas, médicas y paramédicas quedó radicada en unidades de registro y control de profesiones médicas y paramédicas, dependientes de los Servicios de Salud correspondientes, las que históricamente y en la actualidad, presentan déficit evidente de personal idóneo y de recursos físicos para el cumplimiento de sus funciones. Ello ha derivado, precisó, en que la labor de fiscalización, se haya reducido a visitas periódicas estandarizadas, con criterios de interpretación normativa muy dispares entre los Servicios de Salud e incluso con fijación de tablas de multas y sanciones, o sea con carácter represor y altamente discriminador. De acuerdo a Ia nueva normativa, eventualmente las citadas funciones se podrían externalizar, encomendándoselas a privados, lo cual es en su opinión todavía peor. En el pasado reciente, en ocasiones las autoridades de salud se han visto compelidas a actuar en respuesta más a necesidades mediáticas, que a razones técnicas o de salud pública, a lo que se suma el hecho que las autoridades, tales como la Subsecretaría de Salud Pública, Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, que conforman la Autoridad Sanitaria, son cargos de designación presidencial y por Io tanto, señaló, sin las debidas garantías de competencia técnica, independencia técnica e imparcialidad en el ejercicio de sus atribuciones.


 La modificación legal propuesta supedita su eficacia a la dictación de un reglamento específico, situación que, a juicio del Colegio, no resulta adecuado como técnica legislativa, especialmente cuando su infracción pudiere dar lugar a Ia comisión de un delito. La experiencia ya ocurrió en nuestro país con Ia ley N° 19.366, sobre Tráfico Ilícito de estupefacientes y psicotrópicos, hoy ley N° 20.000, en cuyo artículo 7° se sanciona como delito Ia infracción reglamentaria. Tal técnica legislativa, les parece que lesiona el principio de tipicidad establecido en el artículo 19 N° 3 de Ia Constitución Política, puesto que, según señaló, aquí la descripción típica del delito estaría dada por el Ejecutivo. Además, Ia dictación de un reglamento, no asegura que los profesionales del área puedan conocer previamente el contenido de las normas y sus potenciales implicancias.


En relación al tipo penal que se pretende establecer, aún de manera incompleta, “uso indebido o malicioso de la receta médica”, expresó que estiman se introduce un tipo penal en un Código diverso al Código Penal como es el Código Sanitario, cuerpo que según dispone su artículo 1° “rige todas las cuestiones relacionadas con eI fomento, protección y recuperación de Ia salud… salvo aquellas sometidas a otras leyes”. Asimismo, las infracciones a las normas de dicho código, se sancionan con el procedimiento especial que se establece en su Libro X, esto es el Sumario Sanitario. La calificación del tipo penal es, en su opinión, confusa, existiendo falta de claridad riesgosa respecto de los bienes jurídicos a proteger. Entiende que se pretende proteger Ia salud pública, sin embargo el tipo penal señalado, se sancionaría de acuerdo a los artículos 197 y 198 del Código Penal, normas éstas que se refieren a la falsificación de documentos privados y cuyo bien protegido es la fe pública.


Estimó que el bien jurídico protegido con el control de la receta médica es Ia conducta que la afectare. Si Ia receta se utilizare para realizar reembolso por medicamentos respecto de una persona que no fuere la titular de dicho beneficio, se estaría afectando el bien jurídico propiedad y el delito sería de fraude y otros engaños, figuras tipificadas en el artículo 467 y siguientes del Código Penal.


En síntesis, el Colegio de Químico Farmacéuticos de Chile tiene el mayor interés en Ia protección de Ia salud de Ia población y tiene Ia certeza que el químico farmacéutico es el profesional más capacitado en el área de los medicamentos. Sin embargo, considera que el proyecto de ley en actual debate legislativo, no soluciona los graves problemas que enfrenta el acceso a medicamentos seguros por parte de la población. A mayor abundamiento, expresó que su reserva respecto del proyecto, se basa en eI hecho que no se enfrenta Ia eventual intercambiabilidad del medicamento en el acto de Ia dispensación farmacéutica. Es del caso, que de acuerdo a Ia Política de Medicamentos Resolución Exenta N° 515 de 2004 del Ministerio de Salud, se propende a establecer las condiciones en que el usuario pueda acceder al cambio del producto farmacéutico prescrito según denominación comercial, por un genérico equivalente terapéutico. La idea es que tal producto asegure calidad, seguridad, eficacia y un costo accesible al usuario. Tal regulación está presente en varios de los países con actividad sanitaria desarrollada.


A continuación indicó que la propuesta del Colegio de Químicos Farmacéuticos es enfrentar la materia integralmente, sobre la base de Ia seguridad terapéutica y Ia búsqueda de la calidad en Ia atención de salud, de la cual Ia terapéutica es parte. Su posición oficial permanente, continuó, ha sido la consideración del medicamento como un bien social, que requiere un tratamiento muy cuidadoso, precisamente por sus efectos adversos y en la búsqueda de Ia seguridad clínica de los pacientes, de Ia cual es parte la seguridad terapéutica. En este sentido, estiman que en nuestro país, que ha implementado un Régimen de Garantías en Salud en eI cual está incluida Ia calidad de las prestaciones, debe considerar necesariamente una regulación moderna que considere integralmente lo relativo al medicamento, incluidas Ia elaboración, autorización, distribución, prescripción y dispensación de éste. La seguridad implica la autorización por la agencia de medicamentos, en este caso el Instituto de Salud Pública en forma previa a su comercialización y tiene como finalidad explicita garantizar Ia eficacia del fármaco y salvaguardar Ia seguridad de los potenciales consumidores. La fase de autorización (registro) requiere toda Ia información preclínica y clínica necesaria para valorar la eficacia y seguridad del fármaco, siendo su eje los ensayos clínicos con asignación aleatoria.


La segunda línea de seguridad está constituida por los sistemas de farmacovigilancia y los estudios post autorización, para monitorear Ia seguridad y eficacia de los medicamentos ya comercializados. Esta segunda barrera puede incluir estudios prospectivos, retrospectivos, declaración pasiva de efectos adversos, siendo Ia fuente de información esencial para el desarrollo de las actuaciones de seguridad, como las alertas, modificaciones en la autorización o revocación de la misma. En conclusión respecto de este punto, proponen se regule integralmente lo relativo a seguridad terapéutica, como parte de Ia seguridad clínica.


En razón de lo anterior, por ahora sugieren que se rechace el proyecto de ley, considerando además que las autoridades sanitarias cuentan con adecuadas atribuciones en su labor fiscalizadora, que debieran ser ejercidas con el máximo de ponderación y justicia y en resguardo de Ia salud de Ia población del país. Ello no obstante estar de acuerdo en que se le de una mayor jerarquía a la receta médica, exista una mayor fiscalización, por ejemplo a través del “sello de agua” propuesto por el doctor Rodriguez, u otro. Por último, manifestó que el Colegio de Químicos Farmacéuticos está por el respeto a la receta médica y su intercambiabilidad solo en el caso de los genéricos, según los define la Organización Mundial de la Salud.


La Subsecretaria de Salud Pública, señora Lidia Amarales, por su parte, manifestó el parecer del Ejecutivo en relación a los temas debatidos en el seno de la Comisión.


En primer término, se refirió a la inquietud planteada en orden al mercado secundario de las recetas médicas que se genera actualmente, mediante la entrega de información por parte de las farmacias a los laboratorios. Al respecto, señaló que el artículo 127 del Código Sanitario es bastante claro en cuanto a la reserva de la receta médica, y sólo podrá darse a conocer su contenido con el consentimiento del paciente, dado por escrito. No es necesaria una modificación legal. En cuanto a la fiscalización del cumplimiento de la normativa, y ante la consulta de varios Honorables Senadores, la señora Subsecretaria indicó que el Ministerio de Salud podría efectivamente ser más riguroso, y tienen los elementos para hacerlo si se efectuara una denuncia formal y concreta respecto al tema.


En referencia a lo anterior, el señor Rodriguez hizo dos precisiones. En primer lugar, la norma invocada sólo comprendería la información respecto del paciente, pero no del médico que prescribe la receta, por lo que los laboratorios concentran sus esfuerzos para que los médicos receten determinados medicamentos. Por otra parte, indicó que hoy en día las cadenas farmacéuticas obtienen información de todo lo que consume un cliente mediante el uso de tarjetas propias que son útiles para, por ejemplo, acumular puntos, generando una relación directa entre la farmacia y el consumidor que escapa del control del médico.


La señora Subsecretaria hizo luego referencia al rol del Instituto de Salud Pública en el tema, y señaló que es importante seguir avanzando en la fiscalización y los estudios en la materia.


El Honorable Senador señor Girardi señaló que Chile necesita una política de medicamentos moderna. En ese sentido, comparte con la Honorable Senadora señora Matthei que el rol del Instituto de Salud Pública, en orden a avanzar en estudios de bioequivalencia, es fundamental, y que resulta necesario una modernización del mismo. 


Asimismo, en su opinión es necesario fortalecer en calidad y en precio nuestros medicamentos, particularmente los genéricos, tema donde la bioequivalencia es fundamental. En la medida que se cuente con bioequivalencia no resulta objetable la sustitución de la receta, pues la calidad estará garantizada y la competencia será en razón del precio. En el mismo sentido, en cuanto a asegurar la calidad, es necesario velar por las buenas prácticas de manufactura en la producción de los medicamentos, controlar este punto no sólo en los producidos en Chile, sino particularmente en el caso de los medicamentos importados. Se refirió a la situación actual, donde la sustitución forzada de la receta médica es una práctica habitual,  en función de criterios que no son del paciente.


El Honorable Senador señor Girardi insistió en cuanto a que los instrumentos de regulación y control de la receta médica, deben insertarse dentro de una política general de medicamentos en la que es necesario trabajar.


Por último, en cuanto al eventual uso de información privilegiada por parte de laboratorios, en su entender el Ministerio de Salud cuenta con las herramientas para fiscalizar e impedir que la información sea utilizada para cualquier otro fin que no sea en beneficio del paciente. Pero la fiscalización no puede ser sólo en razón de una denuncia, pues puede que ésta nunca se lleve a cabo, es necesario que tenga lugar una acción activa por parte de la autoridad. 


Finalizadas las exposiciones procedentes, los Honorables Señores Senadores debatieron respecto del curso a seguir.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que, en su opinión, los temas planteados generan una discusión de largo alcance, abordando materias tales como el relativo a la existencia de estímulos económicos a los dependientes, la relación de los laboratorios y los médicos, la forma de resguardar la cadena de seguridad farmacológica, entre otros. No obstante, se manifestó contraria al proyecto en discusión, en la medida que éste no aborda ni resuelve los grandes problemas existentes en relación a la receta médica.


El Honorable Senador señor Ominami, por su parte, estuvo de acuerdo en que existen grandes temas como los señalados por la Honorable senadora Matthei, como asimismo respecto a la necesidad de penalizar la falsificación de recetas y elevar la categoría de la receta, entre otros. Estimó que el Ministerio de Salud, en el marco de esta discusión legislativa, debiera hacer una propuesta de mayor envergadura en la materia.


El Honorable Senador señor Girardi indicó que, además de los temas planteados en relación a las recetas médicas y los medicamentos, es necesario incluir otros en la discusión, tal como el de los medicamentos de libre venta, en el sentido de determinar si éstos podrán ser vendidos en góndolas de supermercados u otros lugares. 


Finalmente, indicó que también es necesario abrir un debate, del modo que se ha hecho, respecto de una Política de Medicamentos en forma más global. Por lo anteriormente señalado propuso el rechazo del proyecto, y a su turno, que la Comisión o algunos de sus integrantes, se aboquen al estudio de un proyecto más integral de la materia.


Ante lo expresado por los Honorables señores Senador, la señora Subsecretaria de Salud Pública se mostró de acuerdo  en abordar la discusión planteada, así como regular todo lo que dice relación con los medicamentos, desde la extensión de la receta médica hasta el momento en que se entrega el medicamento al paciente, y lo que ello conlleva, con especial énfasis en la bioequivalencia y en el rol del Instituto de Salud Pública en la materia.

- - -

Sometido a votación el proyecto en informe, fue rechazado por el voto en contra de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Girardi y Kuschel, el voto a favor del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, y la abstención del Honorable Senador señor Ominami (Mayoría) (3 en contra X 1 a favor y 1 abstención).

----------


Acordado en sesiones de 21 de diciembre de 2005 y 2 de mayo de 2006, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet y señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Carlos Ominami Pascual y Mariano Ruiz-Esquide Jara, y de los ex Senadores señores Edgardo Boeninger Kausel y José Antonio Viera-Gallo Quesney.


Sala de la Comisión, a 8 de mayo de 2006.
(Fdo.):PEDRO FADIC RUIZ,
Abogado Secretario de la Comisión.
[image: image1.png]



� Artículo 19, Nº 15º, inciso sexto, Constitución Política de la República: “La Constitución Política garantiza el pluralismo político. Son inconstitucionales los partidos, movimientos u otras formas de organización cuyos objetivos, actos o conductas no respeten los principios básicos del régimen democrático y constitucional, procuren el establecimiento de un sistema totalitario, como asimismo aquellos que hagan uso de la violencia, la propugnen o inciten a ella como método de acción política. Corresponderá al Tribunal Constitucional declarar esta inconstitucionalidad.”.





� Artículo 53 Constitución Política de la República: “Son atribuciones exclusivas del Senado:


…….


3) Conocer las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales superiores de justicia;”.





	Conforme a la discusión desarrollada durante la tramitación de la última reforma constitucional y a numerosos preceptos del Código Orgánico de Tribunales, en este caso, la referencia a “los tribunales superiores de justicia” debe entenderse hecha a la Corte Suprema y a las Cortes de Apelaciones, por ello, la competencia del Tribunal Constitucional queda referida a las contiendas con los demás tribunales de justicia.





� Ver artículos 34 de la Constitución Política de la República y 40 de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001.





� Ver artículos 57 a 60 de la Constitución Política de la República.





� Este decreto ley fija normas para la regularización de la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella. 





� Artículo 76, inciso segundo: “Reclamada su intervención en forma legal y en negocios de su competencia, no podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por falta de ley que resuelva la contienda o asunto sometido a su decisión.”. 
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